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— En consideración. 


— Manifestaciones de varios señores legisladores. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, marzo 3 de 1986. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá, en sesión extra- 
ordinaria, el próximo miércoles 5, a la hora 17, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 

ORDEN DEL DIA 


Observaciones y objeciones formuladas por el Poder 
Ejecutivo a varios artículos del proyecto de ley de Pre- 


supuesto Nacional, 
LOS SECRETARIOS.” 


Páginas 


5) Olof Palme. Homenaje a su memoria ......... 330 


— Se resuelve, de acuerdo a una moción presen- 
tada por varios señores legisladores, realizar 
una sesión extraordinaria de la Asamblea Ge- 
neral con el fin de rendir homenaje al Primer 
Ministro del Reino de Suecia, recientemente 
desaparecido. 


6) Cuarto intermedio .........................«..... 331 


— Se resuelve de acuerdo a lo solicitado, que la 
Asamblea General, a los efectos de continuar 
considerando las observaciones y objeciones 
del Poder Ejecutivo a varios artículos del Pre- 
supuesto Nacional, pase a cuarto intermedio 
hasta el día jueves 6 de marzo a la hora 17. 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores: Gonzalo Aguirre 
Ramírez, José Germán Araújo, Hugo Batalla, Jorge Bat- 
lle, Eugenio Capeche, José Pedro Cardoso, Pedro W. Cer- 
sósimo, Carlos W. Cigliuti, Juan Carlos Fá Robaina, Juan 
Raúl Ferreira Sienra, Manuel Flores Silva, Guillermo Gar- 
cía Costa, Raumar Jude, Luis Alberto Lacalle Herrera, En- 
rique Martínez Moreno, Carminillo Mederos da Costa, 
Dardo Ortiz, Eduardo Paz Aguirre, Carlos Julio Pereyra, 
Juan Martín Posadas, Luis Bernardo Pozzolo, Américo 
Ricaldoni, A. Francisco Rodríguez Camusso, Luis A. Se- 
natore, Juan A. Singer, Alfredo Traversoni, Francisco Ma. 
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rio Ubillos, José Claudio Williman, Juan J. Zorrilla, Al 
berto Zumarán y los señores representantes Numa Aguirre 
Corte, Nelson KR, Alonso, Guillermo Alvarez, Juan Justo 
Amaro, Abayubá Amen Pisani, Ernesto Amorin Larra- 
ñaga, Oscar Amorín, Jorge Andrade Ambrosoni, Nelson 
Arredondo, Roberto Asiain, Héctor Barón, Javier Barrios 
Anza, Honorio Barrios Tassano, Juan A. Bentancur, Car- 
los Bertacchi, Edgard Bonilla, Federico Bouza, Alberto 
Brause, César Brum, Mario Cantón, Tabaré Caputi, Carlos 
A. Cassina, Raúl Cazaban Goncalves, José Cerchiaro San 
Juan, Juan Pedro Ciganda, Jorge Conde Montes de Oca, 
Víctor Cortazzo, Lidia Curi, Eber Da Rosa Viñoles, Julio 
E. Daverede, Rubén Escajal, Yamandú Fau, Francisco A. 
Forteza, Rubens Francolino, Carlos M, Fresia, Ruben E. 
Frey Gil, Juan J. Fuentes, Alem García, Washington Gar- 
cia Rijo, Héctor Goñi Castelao, Ramón Guadalupe, Al- 
berto Guerrero, Arturo Guerrero, Luis Alberto Heber, Ma- 
rino Irazoqui, Walter Isi, Luis lItuño, Eduardo Jaurena, 
Raúl Lago, Daniel Lamas, Ariel Lausarot, Oscar Lenzi, 
Héctor Lescano, Stefan Loblowitz, Ricardo Lombardo, Os- 
car López Balestra, Néstor López Martínez, Nelson Lo- 
renzo Rovira, Jorge Machiñena, Oscar Magurno, Julio 
Maimó Quintela, Antonio Marchesano, Elsa Marsicano, 
Luis José Martínez, Orosmán Martínez, Eden Melo Santa 
Marina, Pablo Millor, León Morelli, Luis M. Nan Sauleda, 
Carlos E. Negro, Juan A. Oxacelhay, Ope Pasquet Iribarne, 
Ramón Pereira Paben, Juan Pintos Pereira, Carlos Pita 
Alvariza, Lucas Pittaluga, Ricardo Planchón, Elías Porras, 
Baltasar Prieto, Alfonso Requiterena Vogt, Edison Rijo, 
Gilberto Ríos, Héctor Lorenzo Ríos, Ricardo Rocha' Imaz, 
Carlos Rodríguez Labruna, Yamandú Rodríguez, Raúl Ro- 
sales Moyano, Hebert Rossi Pasina, Walter Santoro, Ya- 
mandú Sica Blanco, Carlos Norberto Soto, Héctor Martín 
Sturla José Tognola, Andrés Toriani, Víctor Vaillant, Gus- 
tavo Varela, Marcelino Vieira, Alfredo Zaffaroni Ortiz, 
Edison H. Zunini. 


FALTAN: con licencia el señor senador Uruguay 
Tourné y los señores representantes Cayetano Capeche, 
Washington Cataldi, José Díaz, Carlos Garat, Oscar Ges- 
tido, Hugo Granucci, Luis A. Hierro, Jorge Silveira Za- 
vala, Guillermo Stirling y Tabaré Viera. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 35 minutos). 
—-Dése cuenta de los asuntos entrados, 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, marzo 5 de 1986. 


Los funcionarios del Tribunal de Cuentas de la Re- 
pública, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 
de la Constitución, solicitan que la Asamblea Gene- 
ral, aplicando la facultad que le concede el art. 85, 
numeral 20 de la misma, declare que el Poder Eje- 
cutivo no puede formular observaciones u oponer ob- 
jeciones al presupuesto de esa Corporación. 


Un grupo de ciudadanos, amparándose en el artícu- 
lo 30 de la Constitución de la República, solicitan se 
proceda al rechazo del veto parcial interpuesto por 
el Poder Ejecutivo contra el artículo 21 del proyecto 
de Presupuesto General de Sueldos y Gastos. 


—Ténganse presentes.” 


4) PRESUPUESTO NACIONAL 
Observaciones y objeciones del Poder Ejecutivo 
a varios artículos 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Asamblea General entra 
a tratar el único punto del orden del día: “Observaciones 
y objeciones formuladas por el Poder Ejecutivo a varios 
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artículos del proyecto de ley de Presupuesto Nacional. 
(Carp. N? 19/86. Rep. N? 10/86 y Anexo 1V).” 


(Antecedentes: ) 
“Carp. N? 19/86, Rep. N* 10/86. 
Montevideo, 21 de enero de 1986. 


Señor Presidente 
de la Asamblea General 
Dr. Jorge Batlle 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse al Señor 
Presidente de la Asamblea General, para formular 0b- 
servaciones y objeciones respecto de diversos artículos 
contenidos en el Proyecto de Ley de Presupuesto Nacional, 
que le fuera oportunamente comunicado. 


El presente Mensaje obedece a fundamentos tanto 
jurídicos como de mérito que obligan a este Poder del 
Estado a ejercer las facultades que le asignan los ar- 
tículos 137 y 139 de la Constitución de la República. 


Interesa señalar que el ejercicio de estas facultades 
constituye una práctica tradicional en el país, ya que ha 
acontecido en oportunidad de las distintas instancias pre- 
supuestales verificadas con anterioridad a junio de 1973. 


A 


En cuanto a los fundamentos jurídicos, cabe adver- 
tir que el texto en cuestión incluye normas que tienen 
el carácter de inconstitucionales por carecer de la ini- 
ciativa del Poder Ejecutivo requerida privativamente para 
las mismas. 


Contravienen el artículo 86 de la Carta en cuanto 
éste dispone la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo 
en los Casos de “creación de empleos, de dotaciones o 
retiros, o sus aumentos... establecimiento o modificación 
de causales, cómputos o beneficios jubilatorios...” 


Dichas normas, además, violan el artículo 215 de la 
Constitución, que limita el ámbito del pronunciamiento 
del Poder Legislativo, “exclusivamente a montos globales 
por incisos, programas, objetivos de los mismos, escala- 
fones y número de funcionarios y recursos”; y dentro 
de dicha limitación al pronunciamiento del Parlamento, 
el constituyente prohíbe “efectuar modificaciones que sig- 
nifiquen mayores gastos que los propuestos”. En el caso, 
el texto ha contravenido dicha preceptiva constitucional 
en cuanto se ha excedido de los gastos propuestos para 
varios incisos, lo que excede el marco constitucional. 


El Poder Ejecutivo señala que esta Observación par- 
cial tiene como único motivo la inconstitucionalidad de 
Jas disposiciones observadas; y, en consecuencia, no im- 
plica ningún juicio sobre el acierto, conveniencia o equi- 
dad de cada una de ellas. Agrega que, en algunos casos 
comparte los motivos que llevaron a los señores legisla- 
Cores a incorporarlas al texto de la ley, estimando que 
tienen por objeto resolver problemas presupuestales. 


— 1 — 


Existen fundamentos de conveniencia que justifican 
el ejercicio de esta facultad. En efecto, las normas que 
se observan del texto de Presupuesto Nacional incremen- 
tan el déficit fiscal vigente de una manera altamente 
inconveniente, El resultado de caja entre los recursos 
obtenidos y los gastos autorizados, ya es de por sí sufi- 
cientemente negativo para suponer un llamado de aten- 
ción por parte del país. 


Esta herencia del régimen de facto ha procurado 
ser reducida con una severa política de contención de 
gastos públicos por parte de la presente Administración. 
Obviamente, si dicho déficit es incrementado, contrarian- 
do la política de su reducción, el país perderá toda con- 
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ducta fiscal. Por otra parte, no procede continuar incre- 
mentando la presión fiscal sobre los distintos sectores 
económicos, más allá de la resultante de los impuestos 
cuya creación se ha aceptado en ocasión del trámite del 
presupuesto en la Cámara de Representantes. 


El Poder Ejecutivo intenta así compatibilizar el in- 
terés sectorial de los distintos incisos objeto de observa- 
ciones, con el interés general identificado en las metas 
globales del Programa Financiero (año 1986), que abarca 
los ámbitos fiscal y monetario y que procura corregir 
la situación económica recibida del régimen anterior asi 
como sentar las bases de una reactivación duradera de 
la economía. 


El Programa que se ha fijado el Poder Ejecutivo 
busca reducir el déficit global del sector público —tanto 
fiscal como parafiscal— a no más del 5% del producto 
bruto interno, lo que implica un déficit del Presupuesto 
Nacional dei orden del 2% de dicho producto bruto in- 
terno. Tal como fue aprobado por el Poder Legislativo, 
sólo el Presupuesto Nacional contendría en su ejecución 
un déficit superior al 4% del producto bruto interno, 
lo que llevaría el déficit global al orden del 7 %. 


Por otra parte, en varios de los organismos del ar- 
tículo 220 se aprueban niveles de sueldos que multipli- 
can por tres en términos reales las retribuciones vigentes, 
que implicarán aumentos nominales de sueldos de hasta 
450 % en 1986 respecto a 1985. Se entiende que en tanto 
la economía impide generalizar a todos los funcionarios 
públicos incrementos que en sí pueden ser deseables, no es 
conveniente que los mismos sean promulgados ya que 
establecen diferencias excesivas entre retribuciones por 
tareas similares. 


Las alternativas disponibles para el Poder Ejecutivo 
en caso de no observar el Presupuesto Nacional sólo 
serían dos: aceptar un déficit mayor al tolerable y fi- 
nanciable sin excesiva inflación, conduciendo a un daño 
irreversible a la economía nacional, a su estabilidad fi: 
nanciera y a toda posibilidad de reactivación productiva; 
o, hacer un uso muy restrictivo de los mecanismos apro- 
bados en el Presupuesto Nacional en materia de reajus- 
tes, con lo que las funciones públicas y los ingresos de 
los funcionarios, con exclusión de los organismos del ar- 
tículo 220, se verían seriamente afectados. 


El Poder Ejecutivo entiende que estas alternativas, 
que no aseguran el alcance de los objetivos deseados, son 
inferiores a la que se obtendría con las observaciones 
siguientes, que permiten asegurar una mejor satisfacción 
de los servicios de salud, educación, vivienda, etc., sin 
incurrir en un riesgo financiero indeseable. 


E an a 


En consecuencia, por los fundamentos expuestos, se 
solicita el levantamiento del receso de la Asamblea Ge- 
neral para la consideración de las observaciones que, a 
texto expreso, se formulan seguidamente, divididas por 
Secciones y Artículos según su ordenación en el texto 
sancionado. 


SECCION I 
Disposiciones Generales 
Artículo 12 


El Poder Ejecutivo observa dicho artículo 1% en cuanto 
el mismo aprueba los montos contenidos en los anexos 
referidos a los organismos del artículo 220 de la Consti- 
tución de la República, los cuales suponen elevar el dé- 
ficit fiscal en términos sumamente altos e inconvenien- 
tes para el Programa económico definido por las posibi- 
lidades actuales del país. 


Procede identificar con precisión el alcance de los 
documentos que fueron aprobados por este artículo 1*, 
lo que no surge explícitamente manifiesto de su texto. 
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Los anexos al texto sancionado de la Ley de Presu- 
puesto Nacional integran la ley, según dispone este ar- 
tículo 19. y 


El planillado aprobado es el enviado por el Poder 
Ejecutivo en el Mensaje original y los ajustes del Men- 
saje complementario, salvo en los casos que a texto €x- 
preso el Parlamento se pronunció por otras partidas in- 
cluidas en el articulado sancionado. Tal es lo que ocurre, 
por ejemplo, en los artículos 117, 716 a 720, 724 y 7125 lo 
gue pone de manifiesto que el pronunciamiento del Poder 
Legislativo ha sido aprobatorio en los incisos de la Ad- 
ministración Central de los documentos anexos a ambos 
mensajes del Poder Ejecutivo. 


En el caso de los organismos incluidos en el ar- 
tículo 220, los planillados se aprobaron, en algunos Casos, 
en el propio texto legal que trata de cada uno de los 
incisos. Es lo que ocurre con el Poder Judicial (articu- 
lo 561), Tribunal de lo Contencioso Administrativo (ar- 
tículo 617 inciso 19%) y Universidad de la República (ar- 
tículo 643), El criterio seguido es introducir modifica- 
ciones a la iniciativa formulada por cada uno de dichos 
organismos del artículo 220 de la Constitución de la 
República. 


De lo anterior, así como de la interpretación de la 
Presidencia de la Asamblea General al respecto, resulta 
que los anexos aprobados por este artículo 1% son los 
presentados por el Poder Ejecutivo, ya sea en su Mensaje 
original o en el complementario formulado, salvo que 
el propio texto sancionado los modifiquen en cuyo Caso, 
procederá a ajustar el planillado a tales modificaciones. 
Y, en el caso de los anexos relativos a los organismos 
del artículo 220 de la Constitución de la República, la 
sanción que otorga este artículo 1% es a la formulación 
que presentaron al Poder Ejecutivo los jerarcas de cada 
uno de dichos organismos del artículo 220 mencionado, 
los que procede sean ajustados a los términos del texto 
modificatorio sancionado. 


En consecuencia, en cada uno de los incisos del Pre- 
supuesto Nacional se concreta esta observación genérica 
mediante el mecanismo de objetar los gastos que exce- 
dan los montos que, en cada caso, se ha entendido —a 
juicio del Poder Ejecutivo— como máximos, a fin de 
lograr, en todo lo posible, compatibilizar el déficit fiscal 
con las reales posibilidades nacionales. 


SECCION II 
Funcionarios 
CAPITULO I 
Retribuciones y Complementos 
Artículo 21 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa la expresión final de este 
artículo que dice “...excepto aquéllas correspondientes a 
retiros y pensiones policiales”. 


Se trata de un agregado realizado en la Cámara 
de Diputados a un texto original remitido por el Poder 
Ejecutivo que establecía un principio general para todas 
las pasividades en cuanto a que determinadas partidas 
fijas de incrementos salariales no generaban derecho a 
las mismas. 


La razón que lleva a esta determinación por parte 
del Poder Ejecutivo es que se Considera que no es Ccon- 
veniente hacer discriminaciones entre funcionarios de sl- 
milar beneficio de seguridad social. 


Artículo 50 


El Poder Ejecutivo observa la expresión que dice 
“ ..que regirán para los incisos 02 al 13...” 


El texto del artículo 50 limita el alcance de la tabla 
“'para los incisos 02 al 13” lo que surgió del texto san- 
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cionado en la Cámara de Senadores. Los textos sanciona- 
dos para el Poder Judicial (artículo 528), Tribunal de 
Cuentas (artículo 596), Corte Electoral (artículo 600), Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo (artículo 617 in- 
ciso 2%), Administración Nacional de Educación Pública 
(artículo 635) y Universidad de la República (artículo 644), 
introducen distorsiones sustanciales en los niveles de re- 
tribuciones para igual categorización de funciones y gra- 
dos con relación a todos los incisos del Presupuesto Na- 
cional. De este modo, resulta que en el mismo texto 
legal se consagran distintas soluciones en materia de es- 
calafones y de retribuciones. Mientras que en el aspecto 
escalafonario, se establece con carácter general la uni- 
formidad para todos los cargos de los incisos 2% al 26 
(artículo 27), en cuanto a las retribuciones correspon- 
dientes a los cargos de esos mismos escalafones se ad- 
vierte una total disparidad, al restringirse este artículo 50 
en los incisos 22 al 13 exclusivamente, lo que supone que- 
brar un principio básico de ordenamiento presupuestal. 


Artículo 56 (inciso 22) 


El Poder Ejecutivo observa el inciso 2% de este ar- 
tículo. Lo hace ya que limita, en forma por demás exa- 
gerada e inconveniente, las facultades de la Administra- 
ción para realizar contrataciones de función pública. 


Por aplicación del inciso 2? de este artículo no Po- 
dría efectuarse ninguna contratación transitoria salvo en 
cargos que exijan alta capacitación técnica (literal b del 
inciso). 


En consecuencia, por esta observación las contrata- 
ciones de función pública, quedan reguladas por el ar- 
tículo 24 del mismo texto sancionado y demás normas 
legales y reglamentarias aplicables, afirmándose en el in- 
ciso 19 del presente artículo 56 el principio de la presu- 
puestación de funcionarios contratados y, por ende, la 
preservación de su carrera administrativa. 


Artículo 60 (inciso 1%) 


El Poder Ejecutivo objeta el inciso 1% del articu- 
lo 60, manteniéndose la derogación de la prima a la 
eficiencia por el inciso 22. 


Esta disposición tiene su origen en el artículo 55 
aprobado por la Cámara de Senadores. Dicho artículo 
estaba redactado con el supuesto de que la parte común 
de la prima por eficiencia sería incorporada al sueldo, 
en cuyo Caso se planteaba la hipótesis de que el saldo de 
prima por eficiencia se consideraba congelado. 


Ello era coherente asimismo con la tabla de sueldos 
cuyos importes atendían aquellas circunstancias. 


Dicho criterio fue modificado al no establecer el ar- 
tículo 50 la incorporación de la prima a la eficiencia 
al sueldo sino un porcentaje de compensación máxima 
por cada grado, por lo que habiendo cambiado el cri- 
terio de la compensación, el artículo 60 inciso 1% resulta 
contradictorio con el contexto sancionado de la ley. 


SECCION IV 
Incisos de la Administración Central 
Artículo 143 


El Poder Ejecutivo observa este artículo por razones 
de conveniencia. El mismo limita las facultades de la 
Presidencia de la República. 


El tema está resuelto por el artículo 62 del presente 
proyecto de ley, en cuanto establece que el financia- 
miento otorgado a las racionalizaciones “se utilizará aten- 
diendo preferentemente a las unidades ejecutoras de me- 
nos ingresos, de forma de lograr una equiparación entre 
los funcionarios que cumplen similares tareas dentro del 
inciso”. 
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_ Al otorgarse preceptivamente la totalidad del finan- 
ciamiento de la racionalización a dos unidades ejecutoras 
del inciso, mediante este artículo 143, se elimina la posi- 
bilidad de que se puedan resolver otras distorsiones en 
la estructura presupuestal vigente de la Presidencia de 
la República. 


Artículo 185 
El Poder Ejecutivo observa este artículo. 


_El tema se está estudiando en el contexto de una 
revisión completa de las competencias ministeriales ac- 
tualmente a su consideración. 


La redistribución de competencias ya asignadas por 
ley es facultad del Poder Ejecutivo actuando en Consejo 
de Ministros conforme a lo establecido por el artículo 174 
de la Constitución, tal como el artículo 57 del Mensaje 
complementario a la Cámara de Representantes lo había 
proyectado. 


Es propósito del Poder Ejecutivo estudiar la ubicación 
de los servicios transferidos al Ministerio de Defensa Na- 
cional desde el 27 de junio de 1973 pero sin establecer 
líneas de acción predeterminadas y plazos muy breves, 


Artículo 305 
El Poder Ejecutivo observa este artículo. 


El mismo, al disponer que no se aplican a los fun- 
cionarios destituidos los límites de edad para el desem- 
peño de tareas en el Ministerio de Relaciones Exteriores 
(artículo 20 del Decreto-Ley N% 14.206), crea entre los 
iS del Ministerio una discriminación injustifi- 
cada: 


— €n primer lugar, porque la no aplicación de los lími- 
tes de edad aludidos hace posible que los funciona: 
rios reincorporados al amparo de la Ley N% 15.783 
ocupen cargos y desempeñen funciones que en nin- 
gún caso habrían ocupado y desempeñado de haber 
permanecido vinculados en forma ininterrumpida al 
respectivo organismo; en ese caso, por aplicación del 
artículo 20 del Decreto-Ley N* 14.206, dichos funcio- 
narios habrían cesado automáticamente al llegar al 
límite de edad. 


— en segundo lugar, porque en tanto que los funciona- 
rios que continuaron desempeñando funciones cesaron 
al llegar al límite de edad, aquéllos que fueron des- 
tituidos podrían continuar desempeñando tareas, aún 
cuando hubieran excedido tales límites, lo cual ade- 
más de crear una desigualdad injustificada, represen- 
ta una alteración del sistema en el que se basa la 
carrera diplomática que producirá efectos distorsio- 
nantes en el actual escalafón del Servicio Exterior. 


Artículos 331 y 332 
El Poder Ejecutivo observa los artículos 331 y 332. 


Las medidas objeto de revisión en estos casos fueron 
dispuestas en la vía administrativa, por lo que estima que 
la restitución a que refieren estos artículos se efectúe por 
la misma vía, previo su análisis y estudio. 


Por otra parte, la reasignación de un bien que perte- 
nece al dominio del Estado y que fuera afectado al Poder 
Ejecutivo, se entiende conveniente sea realizada por di- 
cho Poder del Estado; otra cosa es el caso de mutaciones 
dominiales entre personas de derecho público las que pre- 
ceptivamente deben ser dispuestas por ley. 


Nótese que no se está en presencia de una mutación 
dominial. En efecto, no se trata en el caso de restituir 
al dominio patrimonial de un Ministerio, porque la pro- 
piedad continúa siendo de la persona pública Estado, afec- 
tándose a una u otra Secretaría de Estado. 
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Artículos 376 y 377 
El Poder Ejecutivo observa estos artículos. 


Por ambos se crean empleos, careciendo de la inicia- 
tiva preceptiva a que refiere el artículo 86 de la Consti- 
tución de la República. 


Artículo 378 


El Poder Ejecutivo observa este artículo por similares 
fundamentos a los expresados en la observación al articu- 
lo 185. 


A mayor abundamiento, cabe destacar que si bien 
existen antecedentes de que la aviación civil se incluyó 
transitoriamente en el Ministerio de Transporte, Comuni- 
caciones y Turismo, conforme a la letra E de las Dispo- 
siciones transitorias de la Constitución, la realidad es que 
históricamente dependió del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal desde la Ley N? 9.977 de 5 de diciembre de 1940. Por 
otra parte, es de destacar que también la competencia 
relativa a las obras de aeropuertos se radicó. tradicional- 
mente, en la Secretaría de Defensa Nacional. 


Artículo 387 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa en este artículo 387 el tex- 
to agregado a su proyecto original que dice: “pasando 
todos los cargos de los actuales padrones del personal 
contratado del Servicio Oficial de Difusión Radioeléctrica 
8 tener carácter de presupuestados, con excepción de los 
cuerpos estables que mantendrán su carácter de contra- 
tado.” 


Este agregado, que crea cargos presupuestales, carece 
de la preceptiva iniciativa del Poder Ejecutivo (artículo 
86 de la Constitución de la República). Por otra parte, 
en la oportunidad de la racionalización a que refiere el 
artículo 53, podrá encararse su presupuestación de una 
manera racional. 


Artículo 425 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa la expresión “en alguna 
forma” del inciso 1% de este artículo. 


La expresión observada no estaba incluida en el ar- 
tículo 109 del Mensaje Complementario, El fundamento 
de la observación consiste en que mediante dicha perí- 
frasis se quita la certeza de la prohibición de ejercer acti- 
vidades profesionales, admitiendo la discriminación para 
determinadas funciones siendo claro que el beneficio a 
otorgar debe ser en contrapartida a una prohibición ab- 
soluta. 


Artículo 439 
El Poder Ejecutivo observa este artículo ¿39. 


La equiparación propuesta origina un aumento de do- 
taciones que hace necesaria la iniciativa del Poder Eje- 
Cutivo (artículo 86 de la Constitución de la Repuu.ica) 
ya que no es posible aumentar, sin ella, las dotaciones 
propuestas. Téngase presente, además, que la equiparación 
se financia parcialmente con cargo a la partida autorl- 
zada por el artículo 721 del mismo texto legal, previsto 
con el destino específico a inversiones. 


Artículo 452 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa el monto que excede al 
tope de N$ 813.600.000 fijado para los proyectos de inver- 
sión contenidos en el planillado. 


El proyecto original del Poder Ejecutivo (artículo 353) 
fijaba el tope en N$ 813.600.000, que fue incrementado 
por el Senado de la República (artículo 358) a nuevos 
pesos 913.600.000. 


El Poder Ejecutivo en el Mensaje complementario 
(artículo 157) recogió dicho tope, en consideración a que 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G.—289 


el artículo 488 de la Cámara de Senadores, que agregaba 
las nuevas inversiones, las consideraba integrando el pla- 
nillado según disposición de su inciso 12. 


El proyecto finalmente aprobado, en su artículo 721, 
cambia la redacción propuesta por el artículo 488 del Se- 
nado suprimiendo el referido inciso por lo que los nuevos 
proyectos no quedan incluidos en el tope al no formar 
parte del planillado, por lo que corresponde reducir nue- 
vamente el tope a la cifra original. 


Artículo 458 
El Poder Ejecutivo observa este artículo 458. 


El mismo supone un incremento en las dotaciones 
para cumplir satisfactoriamente el servicio, lo que requie- 
re iniciativa preceptiva, que no la tuvo, del Poder Eje- 
cutivo. 


Por otra parte, se entiende que el tema amerita un 
estudio más profundo, que no ha sido posible en la opor- 
tunidad, comprometiéndose a realizarlo en el Ministerio 
de Salud Pública. 


Artículo 467 


El Poder Ejecutivo observa parcialmente este artícu- 
lo, en lo que excede al 25% de la partida del renglón 
031.331. 


Por este artículo se refuerza el financiamiento de los 
montos asignados al Ministerio de Salud Pública con des- 
tino a reestructuras (artículo 5%, literal e) con partidas 
transitorias, destinadas al personal zafral. Estas partidas 
son tan transitorias que por el inciso 3% del artículo 22 
de este texto legal se obliga a dar de baja las mismas a 
medida que ingresen al presupuesto o cesen los funcio- 
narios zafrales. 


El monto autorizado por el artículo es considerado 
excesivo, más allá de lo financiable, por lo que se obser- 
va reduciéndolo a un 25% de la partida total. 


Artículo 480 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa el inciso final del presen- 
te artículo, en cuanto incrementa los gastos en el rubro 
2, en el rubro 3 y en el rubro 4.7 del inciso 12 “Ministe- 
rio de Salud Pública”. 


Este incremento se traduce en un aumento de gastos 
que carece de Ja necesaria iniciativa del Poder Ejecutivo 
y, por ende, contraviene el artículo 215 de la Constitu- 
ción. De todas maneras, el Poder Ejecutivo se propone 
incrementar esas erogaciones mediante el mecanismo del 
refuerzo de rubros, en la medida de las necesidades del 
servicio y de las posibilidades financieras del Tesoro. 


Artículo 481 
El Poder Ejecutivo observa este articulo. 


Supone la creación de Cargos presupuestales que no 
cuenta con la iniciativa correspondiente (artículo 86 de 
la Constitución). 


Por otra parte, la presupuestación de funcionarios 
contratados anuales, zafrales e interinos, no es coherente 
con los criterios precisos establecidos en el artículo 474 
de la Ley de Presupuesto Nacional. 


Artículo 482 

El Poder Ejecutivo observa este artículo 482, 

Por el mismo se limita a la Administración con un 
plazo estableciendo la obligación de provisión definitiva 
de las vacantes y no aclarándose debidamente si tal plazo 
se refiere sólo a los casos de interinatos. 


Por otra parte, el texto es impreciso en cuanto se 
refiere al caso de producción de vacantes presupuestales, 
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lo Que no se entiende configurado mientras dichos car- 
gos están provistos interinamente. 


El Poder Ejecutivo expresa que Comparte el principio 
general que los cargos vacantes sean provistos definiti- 
vamente por concurso, reduciéndose el plazo de los inte- 
rinatos lo que no ha sido recogido claramente en la nor- 
ma que se objeta. 


Artículo 522 
El Poder Ejecutivo observa este artículo 522. 


La recompensa pecuniaria por concepto de viático de 
alimentación, carece de la respectiva iniciativa del Poder 
Ejecutivo exigida por el artículo 86 de la Constitución. 
Por otra parte, al reintegrársele legalmente al Banco de 
Previsión Social la calidad de Ente Autónomo que integra 
el artículo 220 de la Constitución —Ley N? 15.800, de 17 
de enero de 1986— el Poder Ejecutivo señala que es me- 
nester ser coherente con los criterios generales aplicados 
en otros órganos de similar grado de autonomía consti- 
tucional. 


Artículo 524 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa la expresión “el reintegro 
de la cuota mutual” de este artículo 524. 


Lo hace por razones de congruencia en el conjunto 
de las disposiciones de la Ley de Presupuesto Nacional. 
Este artículo reproduce, con un agregado, el artículo 24 
del Decreto de Presupuesto de la Dirección General de la 
Seguridad Social, aprobado por el artículo 523, de la Ley 
de Presupuesto Nacional. 


Corresponde observar la expresión “el reintegro de 
cuota mutual”, que aparece como innovación de este ar- 
tículo 524, en virtud de que se trata de una recompensa 
pecuniaria que requiere de la preceptiva iniciativa del 
Poder Ejecutivo en base al artículo 86 de la Constitución. 
Además, se considera inconveniente, ya que este benefi- 
cio fue suprimido para todos los organismos del artículo 
220 de la Constitución por el propio Poder Legislativo; 
criterio que comparte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 526 


El Poder Ejecutivo observa este artículo 526 por ra- 
zones de fondo y de forma. 


En primer lugar, porque se trata de una transferen- 
cia del sector público al sector privado considerada incon- 
veniente. Asimismo, este artículo supone un incremento 
de los gastos de la Dirección General de la Seguridad 
Social, sin la iniciativa preceptiva del Poder Ejecutivo, 
lo que contraviene el artículo 215 de la Constitución. 


Artículos 220 (inciso 29), 258, 276, 315, 366, 375, 
398 (párrafo 19%), 483 (inciso 1%) y 519 


El Poder Ejecutivo observa estos artículos en cuanto 
exceptúan de la norma general sobre disposición de pro- 
ventos a diversos incisos o unidades ejecutoras de otros 
incisos.  * 


En tal sentido se observan los artículos 220 inciso 29), 
258, 276, 315, 366, 375, 398 (párrafo 1%), 483 (inciso 19%) y 
519 del texto sancionado. 


En lo relacionado con la utilización de los proventos 
que corresponden a cada inciso el Poder Ejecutivo señala 
la conveniencia de formular una solución general en la 
materia. 


Es propósito culminar en el presente semestre un 
estudio, actualmente en ejecución en la Contaduría Ge- 
neral de la Nación, de todos los proventos y excepciones 
necesarias al régimen general. Para culminar el estudio, 
se propuso y fue aprobado en el artículo 75 de la ley, 
extender hasta el 31 de diciembre de 1986 el plazo límite 
fijado a la facultad del Poder Ejecutivo de establecer 
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excepciones a la regla general. Por lo tanto, se observan 
aún aquellos artículos que contaron con iniciativa del 
Poder Ejecutivo a fin de dar una solución uniforme. 


A criterio del Poder Ejecutivo no es conveniente dis- 
poner excepciones legales previas a la culminación del 
estudio en proceso, pero se compromete a disponer de 
inmediato las excepciones que se demuestren necesarias, 
analizando en primer lugar aquéllas respecto de las que 
ha demostrado su interés el Poder Legislativo. 


SECCION V 


Incisos 16 (Poder Judicial), 17 (Tribunal de Cuentas), 18 
(Corte Electoral), 19 (Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo), 25 (Administración Nacional de Educación 
Pública) y 26 (Universidad de la República) 


Con relación a estos incisos las observaciones son de 
conveniencia, básicamente. 


El Poder Ejecutivo en su iniciativa (artículos 400, 
401 y 402, ajustados en su Mensaje complementario ar- 
tículos 408 a 431) presentó los montos que, a su juicio, 
reflejaban las posibilidades de incremento de gastos para 
el Tesoro Nacional compatibles con los objetivos guber- 
namentales de reducción de la inflación y disminución 
del déficit fiscal definidos en su Programa Económico. 


Los textos sancionados suponen gastos para Cada uno 
de dichos incisos que exceden el marco de tales defini- 
clones globales. 


Inciso 16 Poder Judicial 
Artículo 528 
El Poder Ejecutivo observa este artículo. 


La escala de retribuciones de los cargos que se aprue- 
ban por este artículo se observa por los fundamentos ex- 
puestos en la observación realizada al artículo 50. 


Artículo 529 (inciso 2?) 


_. El Poder Ejecutivo observa el inciso 2% de este ar- 
tículo. 


Lo dispuesto en este inciso es incongruente con el 
artículo 8. 


El proyecto presentado por el Poder Judicial hace 
referencia al artículo 158 de la Ley N* 12.803, de 30 de 
noviembre de 1960 y establece en su inciso 2? que la com- 
pensación por dedicación exclusiva es del 45% (porcen- 
taje actualmente vigente). Pero por el artículo 8, el por- 
centaje previsto en el artículo 158 de la Ley N* 12.803 
se lleva al 60%, por lo que se entiende conveniente uni- 
formizar criterios. Al observar el inciso, regirá para el 
Poder Judicial el porcentaje común de 60%. 


Artículos 533 y 534 


El Poder Ejecutivo observa la aprobación de las par- 
tidas a que refieren ambos artículos, en lo que exceden 
respectivamente de N$ 28.200.000 y de N$ 11.862.000. 


El fundamento es de carácter general, sobre el mon- 
to excesivo de gastos y se ha desarrollado en el N* II 
y comentarios a la observación genérica al artículo 1%, 
así como a las referidas a la Sección V de este Mensaje. 


Por otra parte esta reducción corresponde a la obser- 
vación que es realizada a las partidas del planillado apro- 
bado por el artículo 561. 

Artículo 536 
El Poder Ejecutivo observa este artículo. 


Se considera que esta disposición no es conveniente 
ya que en materia de sueldo anual complementario se 
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entiende adecuado no proteder al reconocimiento de re- 
gímenes excepcionales. 


Artículo 539 


El Poder Ejecutivo observa el porcentaje establecido 
en este artículo en lo que excede de 62,50%. 


De acuerdo con la observación realizada del inciso 29 
del artículo 529 el porcentaje de dedicación exclusiva en 
el Poder Judicial pasaría a ser de 60%, por lo que el 
sueldo de los funcionarios que no tengan dedicación ex- 
clusiva debería reducirse de 68,96% a 62.50%. 


Artículo 540 


El Poder Ejecutivo observa el inciso 3% del literal a) 
de este artículo. 


Por el mismo se propicia un sistema de ajustes sobre 
los saldos presupuestales no utilizados en períodos dife- 
rentes a los formulados para el resto de la Administra- 
ción por los artículos 69, 70 y 82 del mismo texto legal 
sancionado. 


Artículo 544 


El Poder Ejecuivo observa las siguientes creaciones 
de cargos en el Poder Judicial: 


— 3 odontólogos y 

2 ayudantes odontólogos 
— 14 jefes de sección 
— 18 administrativos V y 


100 administrativos VI 


Estas economías en las creaciones se hacen con el 
propósito de contención global del gasto público, tal co- 
mo se ha procedido en el resto de los órganos del Presu- 
puesto Nacional. No obstante, desde ya deja aclarado el 
propósito de analizar dichas creaciones en el marco de 
las proyecciones de recursos a partir de 1987, en oportu- 
nidad de la próxima instancia legal en materia de pre- 
supuesto. 


Artículo 549 
El Poder Ejecutivo observa este artículo, 


Por el mismo se preceptúa la entrega por duodécimos 
de las partidas de gastos para funcionamiento del Poder 
Judicial. 


El fundamento consiste en que se entiende proceden- 
te que el pago de las planillas de gastos sea verificado a 
medida que se realicen estos últimos. Adelantarlos me- 
diante el mecanismo de la entrega de duodécimos supone 
un manejo inconveniente de los dineros públicos; en par- 
ticular, dada la situación del Tesoro Nacional. 


Artículo 556 
El Poder Ejecutivo observa este artículo. 


Se fija un plazo inconveniente para la remisión al 
Poder Ejecutivo de los estados demostrativos de la eje- 
cución presupuestal del año anterior, ya que lo determina 
en el 30 de junio de cada año, que coincide con el plazo 
límite fijado por el artículo 214 “in fine” para la presen- 
tación de la Rendición de Cuentas y el Balance de Eje- 
cución Presupuestal. 


De esta manera, el Poder Ejecutivo no tiene plazo 
para apreciar las modificaciones que, de acuerdo al ar- 
tículo 220 de la Constitución, tiene derecho a formular. 


Artículo 551 


El Poder Ejecutivo observa la extensión de la vigen- 
cla de este artículo más allá del 30 de junio de 1986. 
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El artículo habilita a disponer transformaciones de 
cargos y partidas de gastos, de carácter permanente, sin 
limitación. Entiende que no es de buena técnica presu- 
puestaria una norma en tal sentido que carezca de limi- 
tación en el tiempo. Por lo que observa su alcance más 
allá del 30 de junio de 1986. oportunidad de la próxima 
instancia legal en la materia. 


Artículo 552 
El Poder Ejecutivo observa esta norma. 


Entiende procedente mantener el principio general 
que se establece en la materia. 


En materia de inversiones el régimen previsto (ar- 
tículos 78 a 100, del texto sancionado, en particular el 
artículo 85) establece que las asignaciones comprometi- 
das y que no han sido utilizadas al finalizar el ejercicio, 
deben reprogramarse. 


. Por esta norma el Poder Judicial se excepciona de 
dicha disposición general, quedando autorizado para que 
tales asignaciones correspondientes al ejercicio 1985, que 
no hubieran sido utilizadas, acrecienten las disponibilida- 
des del año 1986. 


Artículo 561 


El Poder Ejecutivo Observa la aprobación de las pla- 
nillas de sueldos que forman parte de los programas que 
se anexan, en el monto anual que exceda en el Rubro 0 
del importe de N$ 1.014.938.000 a precios de enero de 
1986. Igualmente el Poder Ejecutivo observa en el plani- 
llado la inclusión de diversas partidas que financian el 
seguro de salud incluidas en la iniciativa del Ente y no 
2probadas por el Poder Legislativo en el texto sancio- 
nado. La observación alcanza al número de Cargos en la 
medida de que los mismos incluyen las creaciones obser- 
vadas en el artículo 544. 


El fundamento es de carácter general y se ha desa- 
rrollado en el Numeral II precedente, la observación ge- 
nérica al artículo 1% así como los Comentarios a la intro- 
ducción a la Sección V de este Mensaje. 


Inciso 17 Tribunal de Cuentas 
Artículo 590 (inciso 2?) 


El Poder Ejecutivo observa el inciso 2% de este ar- 
tículo. 


Por este inciso se establece un sistema de reajuste de 
retribuciones del personal, de gastos e inversiones del Tri- 
bunal de Cuentas de la República diferente de los siste- 
mas generales especialmente determinados por los artícu- 
los 6, 7, 69, 70 y 82 del mismo texto legal, que se entien- 
de inconveniente. 


Artículo 593 
El Poder Ejecutivo observa este artículo. 


El monto de la prima por antigúedad establecido pa- 
ra los funcionarios del Tribunal de Cuentas, no Coincide 
con la aplicada para todos los funcionarios públicos in- 
cluidos en el Presupuesto Nacional por los artículos 12 y 
siguientes de la misma ley. Esta solución general es la 
compartida por el Poder Ejecutivo. 


Asimismo se señala que sistemas excepcionales de pri- 
mas por antigiiedad fueron rechazadas por el Poder Le- 
gislativo en los casos de otros incisos y sólo fue acep- 
tado para el Tribunal de Cuentas. 


Artículo 596 


El Poder Ejecutivo observa la escala de retribuciones 
y el número de cargos a que refiere el planillado incluido 
en el artículo, en la medida que signifique una eroga- 
ción mayor que la establecida en la observación siguiente 
al artículo 597. 
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Los fundamentos son los expuestos en la observación 
realizada al artículo 50. 


Respecto al número de cargos se remite a los funda- 
mentos generales expuestos al tratar el N? 1I precedente, 
las observaciones al artículo 1% y la introducción a esta 
Sección V. 


Artículo 597 


El Poder Ejecutivo observa el artículo 597 en lo que 
exceda de los siguientes montos anuales a precios de ene- 
ro de 1986: 

Rubro 0 — Retribuciones personales N$ 112.598.703 
Rubro 1 — Cargas legales sobre 
servicios personales ” 18.241.000 


Rubro 7 — Subsidios, otras transferencias ” 10.460.000 
Asimismo, el Poder Ejecutivo observa en el planillado 
anexo, en lo pertinente. 


Finalmente, la observación alcanza al número de Car- 
gos, en la medida que suponga una erogación mayor que 
la resultante de la observación a los montos anuales san- 
cionados. 


Los fundamentos son los generales expuestos al tratar 
el N9 11, las observaciones al artículo 19 y la introduc- 
ción a esta Sección V, todos ellos de este Mensaje. 


Inciso 18 Corte Electoral 
Artículo 600 


El Poder Ejecutivo observa la escala de retribuciones 
de los cargos que se aprueban por este artículo 600, por 
los fundamentos expuestos en el artículo 50. 


Se observan también los planillados anexos de las par- 
tidas aprobadas a la Corte Electoral según lo dispuesto 
por el artículo 1% de este texto sancionado, en la medida 
que excedan, a precios de enero de 1986, los importes 
siguientes: 

Rubro 0 — Retribuciones personales N$ 337.357.200 
Rubro 1 — Cargas legales sobre 
servicios personales ” 54.217.200 

La observación alcanza el número de cargos en la 
medida que signifique una erogación mayor que la esta- 
blecida precedentemente. 


Finalmente se observan: 


a. las partidas que financian el beneficio del Seguro de 
Salud incluidas en la iniciativa del Ente y modifica- 
das en el texto sancionado (Renglones 774). 


b. las asignaciones mensuales de los cargos que figuran 
en el planillado adjunto en cuanto exceda los im- 
portes para cada uno de ellos establecidos en el ar- 
tículo 50, 


En relación a los fundamentos se remite a los ex- 
puestos al tratar el N? II, observaciones al artículo 19 y 
en la introducción a la Sección V de este Mensaje. 


Artículo 602 


El Poder Ejecutivo observa el inciso 2% de este ar- 
tículo en el monto que excede el 50% de los gastos de 
representación correspondiente a los Ministros de Estado. 


El inciso 2% de este artículo 602 fija para el Presiden- 
te de la Corte Electoral los mismos gastos de represen- 
tación de los Ministros de Estado. La observación reduce 
al 50% los gastos de representación en base a que tal es 
el criterio adoptado por el literal c) del párrafo segundo 
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del artículo 19 de la Ley N* 15.767, de 13 de setiembre 
de 1985, sancionado recientemente por esa Asamblea Ge- 
neral. Por la Ley N92 15.167 los cargos del Presidente del 
Tribunal de Cuentas de la República y de la Corte Elec- 
toral tienen Como gastos de representación el 50% del 
que Corresponde al Ministro de Estado, criterio que es 
compartido por el Poder Ejecutivo. En el artículo 589 del 
texto sancionado se recoge esta solución respecto de los 
gastos de representación para el Presidente del Tribuna! 
de Cuentas de la República, pero no —mediante este ar- 
tículo 602-— respecto del Presidente de la Corte Electoral. 


Artículo 614 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa parcialmente el sistema 
de reajuste de créditos establecido en el artículo 614. 


__ La observación parcial consiste en objetar la expre- 
sión “en cada ejercicio” del inciso 1? y la palabra “pri- 
mer” del inciso 2% y la frase del inciso 2% “y sucesiva- 
mente a partir del 19 de enero de cada año. Asimismo 
aquellas sumas que constan en moneda extranjera sufri- 
rán las modificaciones que se den en dicha moneda, to- 
mándose siempre como base la cotización del dólar de 
los Estados Unidos de América tipo vendedor a la fecha 
en que se concreta la realización de cada inversión y la 
cotización tomada como base, N$ 100 (nuevos pesos cien) 
el dólar”. 


La ley sancionada establece normas de carácter gene- 
ral que introducen reajustes a los créditos por los artícu: 
los 69, 70 y 82. 


Lo no observado del artículo permite efectuar el rea- 
juste a precios de enero de 1986. Un fundamento de cohe- 
rencia justifica la presente observación. 


Inciso 19 Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
Artículo 617 (inciso 19) 


El Poder Ejecutivo observa la aprobación del plani- 
llado de sueldos correspondientes al Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, mediante el inciso 1% del articu- 
lo 617, en la medida que el monto global anual exceda 
de N$ 34.468.000 el Rubro 0 “Retribuciones Personales” y 
de N$ 5.542.000 el Rubro 1 “Cargas legales sobre servicios 
personales” (a precios de enero de 1986). Se observan 
también las asignaciones mensuales de los cargos que ex- 
cedan las erogaciones precedentes. 


Finalmente, se observa del planillado adjunto las par- 
tidas que corresponden a beneficios no aprobados por la 
Asamblea General en el texto sancionado: 


a. el beneficio del Seguro de Salud; incluido en la ini- 
ciativa del órgano y modificado en el texto sanciona- 
do (renglón 7.5.10); 


b. la prima a la eficiencia (renglón 061.303) incluido en 
la referida iniciativa y modificado en el texto san- 
cionado; y 


c. el incremento por mayor hora permanente (renglón 
011.312) incluido en la referida iniciativa y modifi- 
cado en el texto sancionado. 


El fundamento es de carácter general y se ha desa- 
rrollado en la parte introductoria N? IL, en las Observa- 
ciones al artículo 1% y en los comentarios a la Sección V 
de este Mensaje. 


Artículo 617 (inciso 29) 


El Poder Ejecutivo observa la escala de retribuciones 
de los cargos que se aprueba por el inciso 2% de este ar- 
tículo. 


La misma alcanza a la creación de cargos según pla- 
nillado adjunto en lo que exceda en el Rubro 0 del im- 
porte de N$ 34.468.000 en el Rubro 1 de N$ 5.542.000. 
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Los fundamentos son los expuestos en la observación 
al artículo 50. 


Artículo 618 (inciso 2%) 


El Poder Ejecutivo observa el inciso 2% de este a:- 
tículo. 


Lo dispuesto en este inciso es incongruente con el 
artículo 8. 


El proyecto presentado por el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo hace referencia al artículo 158 de la 
Ley N* 12.803, de 30 de noviembre de 1960 y establece en 
su inciso 2% que el porcentaje de dedicación exclusiva es 
del 45% (porcentaje actualmente vigente). 


Pero por el articulo 8, e! porcentaje previsto en el 
artículo 158 de la Ley N% 12.803 se lleva al 60%, por lo 
que se entiende conveniente unlformizar criterios. Al ob- 
servarse el inciso, regirá para el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo el porcentaje ccmún de 60% por 
aplicación del referido artículo 8. 


Artículo 620 


El Poder Ejecutivo observa en este artículo la refe- 
rencia al literal E) del artículo 18 del Decreto-Ley 
NY 14.189, de 30 de abril de 1974 


La referencia es improcedente, ya que dicho articulo 
18 carece de literal E. En su lugar, la referencia debe 
ser realizada al “literal E) del artículo 16 del Decreto - 
Loy NO 14.189, de 30 de abril de 1974”. 


Artículo 621 
El Poder Ejecutivo observa este artículo. 


Lo hace por razones de conveniencia ya que en ma- 
teria de sueldo anual complementario se entiende ade- 
cuado no proceder al reconocimiento de regímenes ex- 
cepcionales. 


Artículo 624 


El Poder Ejecutivo observa la extensión de la vigen- 
cia de este artículo más allá del 30 de junio de 1986. 


El artículo habilita a disponer transformaciones de 
cargos y partidas de gastos, de carácter permanente, sin 
limitación. Entiende que no es de buena técnica presu: 
puestaria una norma en tal sentido que carezca de limi- 
tación en el tiempo. Por lo que Observa su alcance más 
alá del 30 de junio de 1986, oportunidad de la próxima 
instancia legal en la materia. 


Artículo 626 
El Poder Ejecutivo observa este artículo 626. 


Por él se establece la modificación automática de de- 
terminados rubros de gastos del Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. El fundamento consiste en que ccm- 
parte el régimen vigente referido a todos los Rubros 1 
y 2 (artículos 20 y 21 del Decreto-Ley N* 14.985, de fe- 
cha 28 de diciembre de 1979). 


Artículo 631 
El Poder Ejecutivo observa este artículo 831. 


Por el mismo se preceptúa la entrega por duodéci- 
mos de las partidas de gastos para funcionamiento del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


El fundamento de la observación es que se entiende 
procedente que el pago de las planillas de gastos sea ve: 
rificado a medida que se realicen estos últimos. Adelan- 
tarlos mediante el mecanismo de la entrega de duodéci- 
mos supone un manejo inconveniente de los dineros pú- 
blicos, en particular, dada la situación del Tesoro Na- 
cional. 
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Artículo 632 
El Poder Ejecutivo observa este artículo 632, 


Entiende procedente mantener el principio general 
que se establece en materia de inversiones. 


El régimen previsto (artículos 78 a 100, del texto san- 
cicnado, en particular el artículo 85) establece que las 
asignaciones comprometidas y que no han sido utilizadas 
al finalizar el ejercicio, deben reprogramarse. 


_. Por esta norma el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
tistrativo se excepciona de dicha disposición general que- 
dando autorizado para que tales asignaciones correspon- 
dientes al ejercicio 1985, que no hubieran sido utilizadas, 
acrecienten las disponibilidades del año 1986. 


Inciso 25 Administración Nacional de Educación Pública 


Artículo 635 


El Poder Ejecutivo observa el alcance de la frase fi- 
nal de este artículo: “Derógase el artículo 63 del Decreto- 
Ley N9 14.416, de 28 de agosto de 1975” en la medida que 
incluye en esa derogación total también a los dos pri- 
meros incisos del citado artículo 63. 


La observación es de conveniencia ya que, en primer 
lugar, la disposición excede el ámbito del inciso 25 donde 
está inserta y, en segundo lugar, se entiende que la dero- 
gación procede que sea parcial sólo respecto de los pun- 
tos que afectan su constitucionalidad. 


En virtud de la observación, se mantendría la dero- 
gación sólo de los apartados 3 y 4 del artículo 63 del De- 
ereto-Ley N? 14.416, de 28 de agosto de 1975, mantenién- 
dose la vigencia de los dos primeros apartados que res- 
iS a un concepto de ordenamiento financiero efi- 
ciente 


Artículo 636 
El Poder Ejecutivo observa el artículo 636. 


Entiende que el buen orden de la administración fi- 
ranciera estatal no se beneficia con este tipo de normas 
que habilitan para el ejercicio siguiente disponer las par- 
tidas que no se hubieran utilizado para el ejercicio ante- 
rior en lugar de su reprogramación presupuestal. 


El Poder Ejecutivo ha procurado ser coherente en la 
no aceptación de excepciones al principio general men- 
cionado, lo que justifica otras observaciones (articulos 
552, 632 y 646). 


Artículo 637 


El Poder Ejecutivo observa este artículo 637 que fija 
la dotación presupuestal de los programas del inciso 25, 
en lo que excede los siguientes montos anua'es, a precios 
de enero de 1986, durante todo el periodo de vigencia de 
su presupuesto: 


Rubro 0 —. Retribuciones de 


servicios personales N$ 9.543.677 000 


Rubro 1 — Cargas legales sobre 


servicios personales ”  1,544.000.000 
Rubro “7 — Transferencias a 

unidades familiares ze 616.875.000 
Rubro 9 — Asignaciones globales ”  2.027.766.099 


El Poder Ejecutivo asimismo observa el monto de 
inversiones aprobadas por el planillado de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Primaria —artículo 1? de 
este texto sancionado— en lo que excede de N$ 838.000.000 
anuales. 


En la enumeración de las dotaciones presupuestales 
totales de la Administración Nacional de Educación Pú- 
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blica a que refiere el artículo 637 no se incluyen par- 
tidas para efectuar inversiones. Por ello, se observa que 
en este artículo 637 procede identificar también el monto 
de las inversiones ya que se refiere a la dotación pre- 
supuestal total. 


El fundamento de esta observación es de carácter 
general y se ha desarrollado en la parte introductoria 
NO II de este Mensaje y en los comentarios al articu- 
lo 19 así como a los realizados a la Sección V de la 
ley de Presupuesto Nacional. 


Artículos 638 y 639 


El Poder Ejecutivo observa estos artículos 638 y 639. 
Los montos máximos a que refiere la observación al 
artículo 637 precedente ya incluyen las partidas que esta- 
blecen los articulos 638 y 639. 


Desde que se considera que su reiteración, mediante 
ambos artículos, puede dar lugar a confusión, se formula 
la presente observación. 


Por Otra parte, la partida que aprueba el artículo 638 
cbservado retiere a la prima por eficiencia, que es dero- 
gada por el inciso 22 del artículo 60 del mismo texto 
legal. Y, la partida asignada por única vez para equi- 
pamiento y material didáctico del Consejo de Educación 
Técnico Profesional puede considerarse incluida en las 
inversiones autorizadas por el artículo 637, observación 
mediante, y artículo 642. 


Inciso 26 Universidad de la República 
Artículo 643 


El Poder Ejecutivo observa este artículo que aprueba 
el Presupuesto de la Universidad para el período 1986-89 
en lo que excede de N$ 5.162.147.000 anuales a precios 
de enero de 1986. 


El tope de gastos se refiere a cada uno de los años 
del período y no sólo al ejercicio 1986. 


Los fundamentos son los establecidos genéricamente 
sobre la inconveniencia de incrementar el déficit del Pre- 
supuesto Nacional desarrollados en el N% II de este Men- 
saje, en los comentarios al artículo 1% y a la Sección V 
de la ley sancionada. 


Se entiende asimismo que la referencia al procedi- 
miento de remisión del proyecto del Presupuesto de la 
Universidad de la República está erróneamente identifi- 
cado debiendo decir “Poder Ejecutivo” y no “Poder Le- 
gislativo”, tal como lo dispone el artículo 220 de la Cons- 
titución. 


Artículo 644 


El Poder Ejecutivo observa el importe establecido en 
este artículo en lo que excede de N$ 5.162.147.000 a pre- 
cios de enero de 1986. 


Lo hace para adecuarla a la observación del artícu- 
lo 643 por los mismos fundamentos expresados en dicho 
artículo. 


Observa, asimismo la expresión “estableciendo las eco- 
nomías resultantes sobre el Presupuesto proyectado por 
el Ente”. Se funda en los fundamentos de conveniencia 
que se establecen en el artículo 646 siguiente (literal a) 
de los mismos). 


Artículo 646 


El Poder Ejecutivo observa en este artículo la inclu- 
sión entre las derogaciones previstas, las del “artículo 64 
del Decreto-Ley N? 14.867, de 24 de enero de 1975” y 
del “artículo 105 del Decreto-Ley N? 15.167, de 6 de agosto 
de 1981”. 
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Los fundamentos son los siguientes: 


a. derogación al “artículo 64 del Decreto-Ley N? 14.416, 
de 28 de agosto de 1975”, “en cuanto fuera aplicable 
a la Universidad de la República”, es objetada en 
la medida que eventualmente pudiera interpretarse 
extensivamente que tiene facultades para utilizar en 
un año siguiente las economías resultantes de su 
gestión; 


b. la derogación al artículo 105 del Decreto-Ley N* 15.167, 
de 6 de agosto de 1981, se observa que padece error, 
ya que dicho texto está derogado por lo dispuesto 
por el artículo 109 de la llamada Ley Especial N9 7 
de 23 de diciembre de 1983. 


SECCION VI 
CAPITULO I — Subsidios y Subvenciones 
Artículo 652 (inciso 2%) 


El Poder Ejecutivo observa el inciso 2% de este ar- 
tículo. 


El fundamento es de conveniencia, dada la dificultad 
de determinar el destino del dinero —bien fungible— 
en una administración compleja, bancaria y de inver- 
sión en períodos tan breves. El Banco Hipotecario del 
Uruguay es controlado por el Tribunal de Cuentas y la 
orientación de sus inversiones globales es hecha pública 
a través de numerosas publicaciones oficiales. 


Artículo 654 (incisos 19, 2%, 39 y 6%) 


El Poder Ejecutivo observa los incisos 1%, 2%, 3% y 
la expresión “no estarán sujetos a interdicción ni com- 
pensación alguna” del inciso 6%, 


La contribución anual de N$ 1.040.000.000 de Rentas 
Generales a las Intendencias Municiales del Interior es- 
tablecida por los tres primeros incisos de este artículo no 
tiene iniciativa del Poder Ejecutivo, y tratándose de un 
incremento de gastos la misma debe considerarse de prin- 
cipio de acuerdo al artículo 86 de la Constitución. Por 
otra parte, el Poder Ejecutivo ha propuesto otros re- 
cursos para las Intendencias Municipales del Interior que 
se Consideran suficientes para las necesidades minimas 
formuladas: 


a. la elevación a N$ 360.000.000 de la contribución fiscal 
del impuesto a la nafta (literal c) del artículo 637 
de la Ley N9 14.106, de 14 de marzo de 1973, mediante 
el inciso 4% de este artículo 654; 


b. el incremento al 1,25% de la tasa correspondiente 
a la Contribución Inmobiliaria Rural mediante el ar- 
tículo 687 del texto sancionado; y 


c. la rebaja de la tasa de aporte patronal que tributan 
los Gobiernos Departamentales, mediante el artícu: 
lo 655 de esta ley. 


Los dos ingresos (literales a) y b) responden a la 
iniciativa correspondiente formulada en el Mensaje com- 
plementario (artículo 158 y 160). 


De manera que la partida de N$ 1.040.000.000 refe- 
rida no sólo carece de la preceptiva iniciativa (artícu- 
lo 86 de la Constitución) sino que además no resulta 
necesaria; por lo que se objeta su inclusión. 


El inciso 6 del artículo 654 establece que los recursos 
que se afectan por dicha norma “no estarán sujetos a 
interdicción ni compensación de clase alguna”. La restric- 
ción impone normas reñidas con una Sana administra- 
ción financiera. 


. En virtud de ello, el Poder Ejecutivo estima nece- 
sario objetar dicha expresión restrictiva. 
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SECCION VIII 
Disposiciones Varias 
Artículo 714 


El mismo fue incorporado en la instancia de la Ca- 
mara de Representantes, y el Poder Ejecutivo no ha te- 
nido oportunidad de su análisis en profundidad. Se ha 
señalado por especialistas en la materia que la norma, 
como está redactada, implica una traba importante a 
los negocios inmobiliarios hasta el punto de hacerlos im- 
posibles en muchos casos. En consecuencia, se observa la 
Dorma para permitir un mayor análisis interdisciplinario 
de su contenido. 


Artículo 720 (parcial) 


El Poder Ejecutivo observa parcialmente el presente 
artículo en la medida que reduce en N$ 55.352.000 el 
programa del Inventario Minero Nacional, proyecto 706 
del programa 007 del inciso 8%. Como consecuencia de esta 
observación se entiende que resulta aprobado el monto 
contenido en el planillado vigente de acuerdo al artícu- 
lo 1% del Presupuesto Nacional. 


La observación se fundamenta en que tal reducción 
afecta sustanciales actividades del Ministerio de Indus- 
tria y Energía que el Poder Ejecutivo considera impres- 
cindible continuar. 


Saluda al Señor Presidente con su más alta con- 
sideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI Presidente de la Re- 
pública. Enrique V. Iglesias. Adela Reta. Raúl Ugarte 
Artola. Ricardo Zerbino. Juan Vicente Chiarino. Hugo 
Fernández Faingold. Jorge Sanguinetti. Carlos José 
Pirán. Carlos Manini Ríos. Roberto Vázquez Platero. 


Carp. N?* 19/86 
Rep. 10/86. Anexo IV 


(Texto ajustado de los artículos de la ley de Presupuesto 
ES de prosperar las observaciones del Poder Eje- 
cutivo). 


Artículo 19 — El Presupuesto Nacional para el actual 
periodo de gobierno, se regirá por las disposiciones con- 
tenidas en la presente ley y sus anexos que forman parte 
integrante de la misma. 


Art. 21. — Las partidas fijas de incrementos sala- 
riales otorgadas con vigencia al 19 de setiembre de 1983 
y 1% de abril de 1985, no generarán ningún derecho en 
las pasividades que se regulan en función de porcentajes 
sobre las remuneraciones del personal en actividad. 


Art. 50. — Establécese la tabla de sueldos para seis 
horas de labor a valores de junio de 1985 y los porcen- 
tajes máximos de compensación al grado, que regirán en 
los siguientes escalafones: Profesional Universitario, Téc- 
nico, Administrativo, Especializado, de Oficios, de Servi- 
cios Auxiliares y Docentes de otros organismos: 


Escala lesa al grsdo 
Grado N$ % 
22 17.071 84.51 
21 16.181 80.24 
20 15.305 76.44 
19 14.431 73.26 
18 13.549 70.87 
17 12.665 69.25 
16 11.901 66.78 
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Compensación 
Escala máximo al grado 
Grado N$ % 

15 11.197 65.17 
14 10.346 64.48 
13 9.509 64.66 
12 8.788 57.71 
11 8.136 53.72 
10 7.491 54.60 
9 6.846 56.63 
8 6.208 48.08 
7 5.837 45.80 
6 5.499 43.34 
5 5.130 42.26 
4 4.798 30.41 
3 4,437 20.89 
2 4.066 13.11 
1 3.943 ——— 


La tabla de sueldos precedente se ajustará de acuer- 
do con lo dispuesto por los artículos 6% y 74 de la pre- 
sente ley. A las retribuciones establecidas, se adiciona el 
aumento de N$ 1.200 (un mil doscientos nuevos pesos) 
a valores de junio de 1985. La adecuación de cargos y 
funciones a dicha tabla de sueldos y compensaciones, se 
ON en función de los montos de la escala mencio- 
nada. 


Los funcionarios cuyas compensaciones sean superio- 
res a las que resulten de la aplicación de los porcentajes 
establecidos en este artículo, mantendrán inmodificada la 
diferencia con carácter personal. 


Art. 56. — Declárase que el ejercicio de la función 
pública en tareas permanentes deberá efectuarse en car- 
gos presupuestales y bajo el sistema de la carrera admi- 
nistrativa de acuerdo con las normas constitucionales y 
estatutarias vigentes. 


Art. 60. — Deróganse los artículos 4% y 5% del De- 
creto Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 1981, 


Art. 143. — Queda suprimido. 
Art. 185. — Queda suprimido. 


Art. 220. — El 90% (noventa por ciento) de los pro- 
ventos y otros recursos extra presupuestales disponibles 
por la Dirección Nacional de Identificación Civil y la Di- 
rección Nacional de Migración, deberá volcarse dentro de 
los quince días, a mes vencido, al programa 001 ““Admi- 
nistración”. 

Art. 258. — Queda suprimido. 

Art. 276. — Queda suprimido. 

Art. 305. — Queda suprimido. 

Art. 315. — Queda suprimido. 

Art. 331. — Queda suprimido. 

Art. 332. — Queda suprimido. 

Art. 366. — Queda suprimido. 

Art. 375. — Queda suprimido. 

Art. 376. — Queda suprimido. 

Art. 377. — Queda suprimido. 


Art. 378. — Queda suprimido. 
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Art. 387. — Derógase el artículo 368 del Decreto-Ley 
N? 14.189, de 30 de abril de 1974. 


Art. 398. — Autorízase al SODRE a utilizar hasta el 
porcentaje de un 40 % (cuarenta por ciento) de los pro- 
ventos generados, a mes vencido, para compensaciones a 
los funcionarios, de acuerdo con la reglamentación que, 
a inicitiva del Consejo Directivo, apruebe el Poder Eje- 
cutivo. 


Art. 425. — Los funcionarios del escalafón Profesio- 
nal Universitario, pertenecientes a programas del Minis- 
terio de Educación y Cultura, que no tengan prohibido 
el ejercicio de sus profesiones liberales y cuyos cargos 
estén equiparados en sus retribuciones a los del Poder 
Judicial y que lo tengan prohibido (art. 10), percibirán 
sólo el 62,50 % (sesenta y dos con ciencuenta por ciento) 
de las remuneraciones correspondientes a dicha equipa- 
ración. 


La aplicación del inciso precedente no podrá significar 
en ningún caso que a un cargo de grado superior le co- 
rresponda una remuneración menor que la de un cargo 
de igual o inferior grado del mismo o distinto escalafón, 
de acuerdo a la relación de la tabla de sueldos estableci- 
da por los artículos 50 y 51 de la presente ley. En este 
caso, la remuneración del cargo superior se fijará toman- 
do como base la remuneración correspondiente al cargo 
con el que se le compara, incrementada en un 5% (cin- 
co por ciento), respetando siempre la escala jerárquica. 


No obstante lo dispuesto en el primer párrafo del 
inciso primero, a los funcionarios que a la fecha de vi- 
gencia de la presente ley estuvieren percibiendo sus do- 
taciones sobre la base del 68,96 % (sesenta y ocho con 
noventa y seis por ciento) de las correspondientes a la 
escala de equiparación de sus respectivos cargos, por apli- 
cación del Decreto N% 465/985, de 2 de setiembre de 
1985, se les continuará aplicando este último porcentaje. 


Art. 439. — Suprimido. 


Art. 452. — Los proyectos de inversión contenidos 
en el planillado anexo a la presente ley se podrán ejecu- 
tar en el ejercicio 1986 hasta N$ 813.600.000 (ochocien- 
tos trece millones seiscientos mil nuevos pesos), quedando 
excluidas de dicho monto las inversiones financiadas con 
proventos y fondos propios. 


Art. 458. — Suprimido. 


Art. 467. — El monto resultante de lo dispuesto en 
el literal e) del art. 53 se incrementará hasta el 25 % 
de la partida del renglón 031.331. 


Art. 480. — Asígnase al inciso 12 “Ministerio de Sa- 
lud Pública” una partida anual de N$ 265.484.000 (dos- 
cientos sesenta y cinco millones cuatrocientos ochenta y 
cuatro mil nuevos pesos) para incremento de “Retribu- 
ciones de Servicios Personales” y “Cargas Legales” res- 
pectivas. 


El Poder Ejecutivo distribuirá dicha partida entre los 
distintos programas, rubros, subrubros y renglones, sezún 
corresponda, dando cuenta a la Asamblea General. 


La referida distribución deberá ser comunicada a la 
Contaduría General de la Nación. 


Art. 481. — Suprimido. 
Art. 482. — Suprimido. 


Art. 483. — Los fondos extrapresupuestales recauda- 
dos por el Ministerio de Salud Pública (Inciso 1% del art. 
75 de esta ley), se distribuirá de la siguiente manera: el 
80 % (ochenta por ciento) para la unidad ejecutora que 
generó dicha recaudación y el 20% (veinte por ciento) 
restante se destinará a la creación de un fondo central 
para atender necesidades de unidades que no recauden. 


El 5% (cinco por ciento) de comisión a los recau- 
dadores, se liquidará con cargo a los proventos recauda- 
dos por la unidad ejecutora respectiva (art. 32 de la Ley 
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N9 9.892, de 1% de diciembre de 1939). En ningún otro 
caso lo recaudado podrá destinarse a retribuciones per- 
sonales. 


Art. 519. — Suprimido. 
Art. 522. — Suprimido. 


Art. 524. — Los funcionarios de la Dirección Gene- 
ral de la Seguridad Social tendrán derecho a percibir 
primas por nacimiento, matrimonio, hogar constituído, y 
otros beneficios sociales, de acuerdo a los montos y con- 
diciones establecidos para los funcionarios de los organis- 
mos públicos de similar naturaleza jurídica. 


Art, 526. — Suprimido. 
Art. 528. — Suprimido. 


Art. 529. — Los cargos con dedicación total se regu- 
larán por lo dispuesto en el art. 158 de la Ley N? 12.803, 
de 30 de noviembre de 1960. Será compatible con la de- 
dicación total, la enseñanza pública superior en materia 
jurídica, siempre que sea expresamente autorizada por la 
Suprema Corte de Justicia. 


A partir de la vigencia de la presente ley, en el Po- 
der Judicia! tendrán dedicación total sólo los cargos así 
previstos en ella, derogándose todas las normas anteriores 
al respecto. 


Art. 533. — Fíjase en N$ 28.200.000 (veintiocho mi- 
llones doscientos mil nuevos pesos) Ja partida para re- 
tribuciones adicionales por trabajos en horas extras, la 
que será distribuida por la Suprema Corte de Justicia. 


Art. 534. — Auméntase la partida para “Retribucio- 
nes Básicas de Personal Contratado para Funciones Per- 
manentes” del inciso 16 “Poder Judicial”, en la suma de 
N$ 11.862.000 (once millones ochocientos sesenta y dos 
mil nuevos pesos). 


Art. 536. — Suprimido. 
Art. 538. — Suprimido. 
Art. 539, — Suprimido. 


_ Art. 540. — Fíjanse para el Poder Judicial, las si- 
guientes partidas de gasto: 


a) Gastos de funcionamiento (excluidos Suministros y 
Arrendmientos) N$ 100.000.000 (cien millones de 
nuevos pesos). 


El monto referido está expresado en valores al 30 de 
junio de 1985 y será actualizado por la Contaduría 
General de la Nación a la fecha de entrada en vi- 
gencia de la presente ley, según las variaciones del 
índice de precios al consumo fijado por la Dirección 
General de Estadística y Censos. 


b) Suministros por otros organismos estatales y paraes- 


tatales: 
N$ 

ANCAP 10.000.000 
ANTEL 12.000.000 
OSE 1.000.000 
UTE 10.000.000 
AFE 300.000 
CIA. DEL GAS 1.000.000 


Los montos referidos están expresados en valores al 
30 de junio de 1985 y serán actualizados automáti- 
camente por la Contaduría General de la Nación en 
caso de variaciones de los precios o tarifas respecti- 
vas, O por extensión de servicios. 
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N$ 
c) Arrendamientos 20.195.000 
La partida corresponde a los montos de los arrenda- 
mientos vigentes al 30 de junio de 1985 y. será ac- 
tualizada automáticamente por la Contaduría Gene- 
ral de la Nación, en función de las modificaciones de 
precios resultantes de la aplicación de las normas vi- 
gentes, así como la celebración de nuevos contratos 
o la entrega de locales actualmente arrendados. 
N$ 
d) Inversiones 180.000.000 
Esta partida está expresada en valores al 30 de junio 
de 1985 y deberá ser actualizada de acuerdo a lo 
dispuesto en el apartado a) de este artículo. 


Art. 544. — Créanse los siguientes cargos en el Po- 
der Judicial: 


3 Ministro de Tribunal de Apelaciones 

1 Director General Administrativo 

1 Subdirector General Administrativo 

1 Director de División Contador 

Director de División 

Secretario 1 Abogado 

Actuario Juzgado Letrado de Primera Instancia 


Defensor de Oficio 


A 


Director de Departamento Registro Nacional de 
Antecedentes Judiciales Dactilóscopo 


o 


Actuario Adjunto de Juzgado Letrado de Prime- 
ra Instancia 


Asesor 111 Abogado 
Asesor III Escribano 
Director de Departamento 
Oficial Alguacil 

Jefe de Sección 
Subintendente 


Chofer 1 


O X] >» J O 60 asa 


Administrativo V 
50 Administrativo VI 
2 Auxiliar Morgue 
10 Auxiliar HI 

Art. 549. — Suprimido. 
Art. 550. — Suprimido. 


Art. 551. — La Suprema -Corte de Justicia podrá dis- 
poner hasta el treinta de junio de 1986 las transforma- 
ciones de cargos y partidas de gastos que requiera el ser- 
vicio, sin que ello signifique aumento del crédito pres:- 
puestal lo que comunicará a la Contaduría General de 
la Nación, dando cuenta a la Asamblea General y al Tr:- 
bunal de Cuentas de la República, a sus efectos. 


Art. 552. — Suprimido. 
Art. 561. — Apruébanse las planillas de sueldos, gas- 


tos, cargos, transformaciones y cambios de denominación 
de los mismos que figuran en los anexos y que forman 
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Parte integrante de la presente ley, salvo en lo que a 
continuación se establece: 


a) El Rubro 0 (retribución de servicios personales) se 
fija en N$ 1.014,938.000 a precios de enero de 1986; 


b) las partidas incluídas en la iniciativa del Poder Ju- 
dicial que financian el seguro de salud no son apro- 
badas; 

ce) tampoco son aprobadas las partidas que financian las 
creaciones de los siguientes cargos: 3 odontólogos, 2 
ayudantes de odontólogos, 14 jefes de Sección, 18 ad- 
ministrativos V y 100 administrativos VI. 

Art. 590. — Las partidas de los rubros que se elevan 
por este Presupuesto corresponden a valores del 1% de 
julio de 1985. 

Art. 593. — Suprimido. 


Art. 596. — Establécense los cargos cuyo escalafón, 
grado y denominación se determinan en la siguiente escala: 


ESCALAFON AaA 
E-6 Director División Contador 
E-8 Director División Abogado 
E-5 Subdirector División Contador 
E-5 Subdirector División Abogado 
E-3 Director Departamento Contador 
E-3 Director Departamento Abogado 
E-3 Director Departamento Escribano 
E-2 Subdirector Departamento Contador 
E-2 Subdirector Departamento Abogado 
E-1 Técnico 1 Contador 
E-1] Técnico 1 Abogado 
E-1 Técnico 1 Escribano 
E-1 Técnico 1 Médico 
ESCALAFON AaB 
06 Jefe Sección Biblioteca 
04 Técnico 1 Procurador 
04 Analista Programador 
04 Especialista Organización y Método 
ESCALAFON Ab 
E-7 Director División 
E-6 Subdirector División 
E-5 Director Departamento 
E-4 Subdirector Departamento 
E-2 Jefe Sección 
E-1 Oficial 
12 Administrativo 1 
11 Administrativo II 
10 Administrativo III 
Administrativo IV 
8 Administrativo V 
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ESCALAFON AcA 
09 Ayudante Técnico 
ESCALAFON Ad 

E-6 Intendente 

E-5 Subintendente 

E-4 Encargado l 

E-3 Encargado II 

E-2 Auxiliar Servicio I 

E-1 Auxiliar Servicio 

07 Auxiliar Servicio 

06 Auxiliar Servicio 

Las retribuciones de los cargos precedentes serán fi- 
jadas de acuerdo al artículo 50 y dentro de las limita- 
ciones de las partidas establecidas en el artículo siguiente. 

Asimismo el número de cargos presupuestados y de 
funcionarios contratados incluído en el Presupuesto que- 
darán reducidos en función de los montos fijados tam- 
bién por el artículo 597. 

Art. 597. — Establécense las asignaciones presupues- 
tales del ejercicio 1% de enero de 1986 al 31 de diciem- 
bre de 1986 en los siguientes valores: 


Rubro Denominación Importe N$ 


O Retribución de Servicios Personales 112:598.700 


1 Cargas Legales sobre Servicios 


Personales 18:241.000 
2 Materiales y Suministros 6:980.000 
3 Servicios No Personales 8:120.000 
4 Máquinas, Equipos y Mobiliarios nuevos 5:035.000 
6 Construcciones, Mejoras y 

Reparaciones Extraordinarias 9:365.000 
7 Subsidios y otras transferencias 10:460.000 
9 Asignaciones Globales 1:820.000 


Estas asignaciones se ajustarán de acuerdo a lo esta- 
blecido en los artículos 590 y 591 de la presente ley. 


Art. 600. — Los cargos presupuestados y funciones 
contratadas para funciones permanentes de los progra- 
mas 001 y 002 del Inciso 18 “Corte Electoral”, se ajus- 
tarán a los escalafones siguientes: 


ESCALAFON Cj 


Observaciones Grado Denominación del cargo 
(c) Presidente 
(c) Ministro de Corte 
ESCALAFON AaA 

Cargos 

de confianza -(c) Secretario Letrado Abogado 

igual grado E3 Director Departamento 


diferente función Contador 


E3 Director Departamento 
Abogado 
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Observaciones 


igual grado 
diferente función 


igual grado 


diferente función 


cargo 
de confianza 
igual grado 


diferente función 


igual grado 


diferente función 


igual grado 


diferente función 


igual grado 


diferente función 


igual grado 


diferente función 


contratados 
permanentes 


(1) Son Director y Subdirector O.N.E. cargos de confianza. 


Grado 


E2 


E2 


E2 
06 
06 
06 
05 
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Denominación del cargo 


Subdirector Departamento 
Contador 


Subdirector Departamento 
Abogado 


Asesor I Escribano 
Asesor 111 Médico 
Asesor 111 Abogado 
Asesor III Arquitecto 
Técnico 1 Médico 


ESCALAFON Ab 


-(c) 


(c) 
EG 
E6 
E6 
E5 
E5 
E5 
E4 
E4 
E4 
Es 
E4 


E3 
E3 
E3 


E2 
E2 


El 
12 
11 
10 
09 
08 
07 
06 


03 


Director Departamento (1) 
Subdirecor Departamento (1) 
Director Departamento 
Inspector 1 

Jefe de Sección OED 1 
Subdirector Departamento 
Secretario OED I 

Jefe de Sección OED II 
Inspector 1I 

Secretario O.N.E. 
Secretario OED Il 

Jefe de Sección OED III 


Jefe de Sector Archivo Electo- 


ral I 
Jefe de Sección 
Secretario OED III 


Jefe de Sector Archivo Electo 


ral II 
Subjefe de Sección 


Jefe de Sector Archivo Electo- 


ral II 

Jefe de Sector 
Administrativo 1 
Administrativo II 
Administrativo III 
Administrativo IV 
Administrativo V 
Administrativo VI 
Administrativo VII 


Administrativo X 


ESCALAFON AcB 


E3 
E2 


Jefe de Sección Imprenta 
Subjefe de Sección Imprenta 
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Observaciones Grado Denominación del cargo 


igual grado El Oficial 1 Imprenta 
diferente función El Subjefe de Sección Talleres 
igual grado 12 Oficial 11 Imprenta 


diferente función 12 Jefe de Sector Talleres 
12 Jefe de Sector Choferes 


igual grado 11 Oficial 1 Talleres 

diferente función 11 Oficial I Chofer 

igual grado 10 Oficial IV Imprenta 

diferente función 10 Oficial II Talleres 
ESCALAFON AcC 
E4 Jefe de Sección Dactiloscópico 


igual grado 
diferente función E3 Subjefe de Sección Dactiloscópico 


E3 Jefe de Sección 
igual grado E2 Analista Programador 
diferente función E2 Jefe de ¡Sector Dactiloscópico 
El Especialista 1 Dactiloscópico 
igual grado 12 Especialista II Dactiloscópico 
diferente función 12  Canterista de datos 


11 Especialista 111 Dactiloscópico 
09 Oficial 111 (Telefonista) 
08 Oficial IV (Telefonista) 
ESCALAFON Ad 
E6 Intendente 
E5 Subintendente 
E3 Encargado lI 
cargo permanente El Auxiliar I 
cargo contratado El Auxiliar I (Portero suplente) 
cargo permanente 07 Auxiliar 11 
cargo contratado 07 Auxiliar 11 (Portero) 
06 Auxiliar III 
04 Auxiliar IV 
03 Auxiliar V 
contratados 01 Auxiliar VII 
permanentes 00 Auxiliar VII (1) 
00 Auxiliar VII (2) (Suplentes) 
00 Auxiliar VII (2) 
Nota: (1) 2/3 de horario 
(2) 1/2 de horario 
Las retribuciones de los cargos precedentes serán fi- 
jadas de acuerdo con el artículo 50, quedando establecido 
el Rubro 0, Retribuciones personales, en N$ 337:357.000 


a precios de enero de 1986, y el Rubro 1, Cargas Lega- 
les sobre servicios personales, en N$ 54:217.200 a pre- 


cios de enero de 1986. 
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_ Art. 602. — Las retribuciones mensuales de los Mi- 
nistros de la Corte Electoral serán iguales a las Que per- 
ciban los Ministros de Estado, ajustándose simultánea- 
mente con éstos. A dichas remuneraciones sólo podrán 
acumularse el sueldo anual complementario los beneficios 
sociales y la prima por antigúedad. 


Art. 614. — Los créditos de los arts. 612 y 613 son a 
precios al 30 de junio de 1985 y se ajustarán de acuerdo 
a la variación que se opere en el índice general de los 
precios al consumo elaborado por la Dirección General de 
Estadística y Censos. 


: El ajuste se realizará tomando en cuenta la varia- 
ción sufrida en dicho índice entre la fecha antedicha 
y la entrada en vigencia de la presente ley. 


Art. 617. — Apruébanse los planiilados de gastos co- 
rrespondientes al presupuesto del Inciso 19 “Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo”, con excepción de los si- 
guientes beneficios incluidos en la iniciativa del Tribunal! 
de lo Contencioso Administrativo: 


1) De Seguro de Salud (Renglón 7.5.10), 
2) De la Prima a la Eficiencia (Renglón 061.303) y 


3) Del incremento por mayor horario permanente 
(Renglón 011.312). 


Establécense las asignaciones anuales de los Ru- 
bros 0 y 1 del Inciso 19 “Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo” a precios de enero de 1986, en los si- 
guientes valores: 

Rubro 0 “Retribuciones Personales” N$ 34:468.000 
Rubro 1 “Cargas Legales sobre Servicios 


Personales” N$ 5:542.000 


Las retribuciones de los cargos y funciones contra- 
tadas permanentes serán fijadas de acuerdo con el ar- 
ticulo 50 y dentro de las limitaciones de partidas esta- 
blecidas precedentemente. 


Los sueldos referidos serán ajustados en la misma 
forma y oportunidades en que lo haga el Poder Eje- 
cutivo para los restantes Incisos incluidos en la presente 
ley, a partir del 19 de enero de 1986. 


Art. 618. — Los cargos de Director de Departamento 
y Chofer están comprendidos en el régimen de dedica- 
ción total. 


Art. 620. — Inclúyense en el régimen previsto por 
el literal e) del art. 16 del Decreto-Ley 14.189, de 30 de 
abril de 1974, los cargos de Secretario de Ministros. 


Art. 621. — Suprimido. 


Art. 624. — El Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo podrá disponer hasta el 30/6/86 las transforma- 
ciones de cargos y partida de gastos que requiera el ser- 
vicio, sin que ello signifique aumento del crédito presu- 
puestal, lo que comunicará a la Contaduría General de 
la Nación, dando cuenta a la Asamblea General y al 


Tribunal de Cuentas. 
Art. 626. — Suprimido. 
Art. 631. — Suprimido. 
Art. 632. — Suprimido. 


Art. 635. — El Consejo Directivo Central de la Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública distribuirá 
los créditos presupuestales entre sus programas y deter- 
minará los gastos y asignaciones de sus escalafones, co- 
municándole al Tribunal de Cuentas y al Ministerio de 
Economía y Finanzas, dentro de los noventa primeros 
días de cada ejercicio. Igualmente dará cuenta a la 
Asamblea General. Los apartados 3 y 4 del art. 63 del 
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Decreto-Ley 14.416 de 28 de agosto de 1975, no serán de 
aplicación a la Administración Nacional de Educación 
Pública. 


Art. 636. — Suprimido. 


Art. 637. — Fijase la dolación presupuestal de 12 
totalidad de los programas del Inciso 25 “Administracion 
Nacional de Educación Pública” a precios de enero de 
1986 y para el ejercicio de 1986 en los siguientes: 


N$ 


Rubro 0 Retribución de Servicios Perso- 
nales 9.543.677.000 


Rubro 1 Cargas Legales sobre Servicios 
ercasión 1.544.000.009 


Rubro 7 Transferencias a unidades fami- y 

liares 616.875.000 

Rubro 9 Asignaciones Globales 2.027.766.009 

Fíjase en hasta N$ 838:000.000 a precios de enero 

de 1986 el monto anual de las inversiones incluidas en 

el presupuesto remitido por el Ente al Poder Ejecutivo 

en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 220 de 
la Constitución de la República. 


Art. 638. — Suprimido. 
Art. 639. — Suprimido. 


Art. 643. — Apruébase el Presupuesto 1986-1989 por 
un monto total anual de N$ 5.162:147.000 (cinco mil 
ciento sesenta y dos millones ciento cuarenta y siete mil 
nuevos pesos) a precios de enero de 1986 del Inciso 26 
“Universidad de la República” en los términos remitidos 
por dicho Ente al Poder Ejecutivo en cumplimiento de 
lo dispuesto por el artículo 220 de la Constitución de 
la República. 


Art. 644, — La Universidad de la República no podrá 
sobrepasar por la totalidad de los créditos afectados a 
su presupuesto la suma de N$ 5.162.147.000 (cinco mil 
ciento sesenta y dos millones ciento cuarenta y siete mil 
nuevos pesos) a precios de enero de 1986, los que distri- 
buirá entre sus programas, y determinará los gastos y 
asignaciones de sus escalafones todo lo cual comunicará 
al Tribunal de Cuentas y al Ministerio de Economía y 
Finanzas, dentro de los noventa primeros días de cada 
ejercicio. Igualmente dará cuenta a la Asamblea General. 


Art. 648. — Deróganse los artículos 12 al 11 del Decreto- 
Ley N? 14.867 de 24 de enero de 1979 y 107 y 108 de Ja 
llamada Ley Especial N9 7 de 23 de diciembre de 1983; 
en cuanto fueren aplicables a la Universidad de la Re- 
pública. 


Art. 652. — Asígnase al Banco Hipotecario del Uru- 
guay para el ejercicio 1986 un subsidio de Lasta nuevos 
pesos 4.052.000.000 (cuatro mil cincuenta y dos millones 
de nuevos pesos) a fin de promover la vivienda de ca- 
rácter social o cooperativo. 


Art. 654. — Elévase a N$ 363.000.000 (trescientos se- 
senta millones de nuevos pesos) anuales la contribución 
fiscal que el Estado presta a las Intendencias Municipa- 
les, establecida en el literal C) del artículo 637 de la 
Ley N% 14.106, de 14 de marzo de 1973. 


La Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Portland (ANCAP) depositará quincenalmente en las 
cuentas respectivas de las Intendencias Municipales del 
interior el producido de dicha contribución. 


Los recursos provenientes de lo dispuesto en este ar- 
tículo, se distribuirán entre las Intendencias del Inte- 
rior de la siguiente manera: 


a. Años 1986 y 1987: 75 % (setenta y cinco por ciento) 
y años 1988 en adelante 100 % (cien por ciento) de 
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acuerdo con los índices establecidos por el artículo 22 
de la Ley N* 14.082, de 29 de agosto de 1972. 


b. El restante 25% (veinticinco por ciento) de los años 
1986 y 1987, en base a los porcentajes determinados 
por el déficit financiero establecido por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto para el ejercicio 1983. 


Art. 714. — Suprimido. 


Art. 720. — Redúcense las partidas de inversiones 
que se detallan en los importes que se expresan: 


Pro- N*de 
In- gra: Pro- 
ciso ma yecto 


Denominación Importe N$ 


03 003 84 Ada. Buque Oceanográfico e 
Hidrográfico 135.600.020 
03 008 763 Grupo electrógeno 2.712.000 
05 016 “46  Adq. de inmuebles 8.814.000 
012 002 716 Aumento Canje Energético 2.712 000 
012 002 719 Est. Proy. de Inversiones 1.356.000 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración. 


Consulto a los integrantes de la Comisión Bicameral 
sobre si existe informe verbal. 


SEÑOR PEREYRA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. — Señor Presidente: la Comi- 
sión no designó miembros informantes, porque no arribó 
a ninguna conclusión como para poder aconsejar alguna 
decisión a este Cuerpo. 


En la primera reunión que realizó la Comisión, de- 
signó un grupo de trabajo a los efectos de analizar todos 
los aspectos referentes a las observaciones interpuestas 
por el Poder Ejecutivo al proyecto de Ley de Presupues- 
to. Se analizaron allí los aspectos de procedimiento de 
interpretación constitucional y también el contenido de 
las diversas observaciones interpuestas por aquel Poder. 
Se contó con el asesoramiento de representantes del equi- 
po económico del Gobierno, los que concurrieron en di- 
versas oportunidades, pero, en determinado momento, el 
grupo se vio obligado a suspender su actividad en virtud 
de que los artículos que eran parcialmente vetados que- 
daban sin una redacción adecuada, truncos, en condicio- 
nes de muy difícil interpretación, por no decir imposible. 
Por lo tanto, hubo que esperar que se rehiciera el trabajo 
de redacción de los artículos parcialmente observados. 


Una vez que la Comisión tuvo en su poder todo ese 
material volvió a deliberar, sin lograr ningún acuerdo 
sobre el fondo del asunto porque no pudo hallarse coin- 
cidencia en el enfoque de las citadas observaciones. 


Las posiciones que se habían marcado en ambas Cá- 
maras por los partidos políticos también quedaron evi- 
denciadas, tanto en el seno del grupo de trabajo como 
en el plenario de la Comisión. 


Debo señalar que la Comisión también recibió a la 
Suprema Corte de Justicia, la que a través de su Pre- 
sidente y de algunos de sus miembros presentaron un 
exhaustivo informe sobre la posición que este Poder del 
Estado sostiene en cuanto a las observaciones interpues- 
tas por el Poder Ejecutivo, tanto en lo referente a la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad del procedimien- 
to como en cuanto a las necesidades vitales que tendría, 
este Poder. 


También se recibió en la última sesión de trabajo a 
los representantes de la Universidad de la República, 
quienes plantearon sus necesidades y las carencias a que 
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se verían enfrentados, de aprobarse las observaciones in- 
terpuestas al proyecto de Presupuesto. 


En definitiva, señor Presidente, la Comisión no pudo 
confeccionar ningún informe y ha puesto a consideración 
de la Asamblea General todos los antecedentes que reu- 
nió para el estudio del mismo. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR MELO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
Jegislador. 


SEÑOR MELO. — Señor Presidente: al iniciar esta 
sesión, queremos, en nombre da la bancada del Frente 
Amplio, hacer algunas consideraciones respecto a alguno 
de los aspectos que fundamentan el mensaje del Poder 
Ejecutivo, introduciendo modificaciones a la Ley de Pre- 
supuesto Nacional, aprobada por ambas Cámaras. 


Si leemos la extensa exposición contenida en sus tres 
primeras páginas, surgen dos aspectos que preocupan al 
Poder Ejecutivo. Uno es la inconstitucionalidad de las 
normas del texto sancionado; otro el incremento del dé- 
ficit fiscal, producto de la “liviandad” entre comillas con 
que el Parlamento encaró el estudio del Presupuesto. Por 
regla general, señor Presidente, ambos conceptos van 
unidos: existe inconstitucionalidad, por cuanto se omitió, 
en algunos casos, la iniciativa preceptiva del Poder Eje- 
cutivo, que a su vez no fue enviada para no incrementar 
el déficit. 


El Poder Ejecutivo, en su mensaje dice que las nor- 
mas que se observan incrementan el déficit fiscal. Sin 
embargo, la gran mayoría de las observaciones, poco tie- 
nen que ver con esta afirmación. Más adelante, señor 
Presidente, daremos algunos ejemplos de por qué afirma- 
mos tal cosa. 


Por otra parte, se maneja el concepto de que la he- 
rencia recibida por el actual Gobierno, ha procurado ser 
reducida por una severa política de disminución del gas- 
to público. En nuestro concepto no se compadece con 
algunas iniciativas del propio Poder Ejecutivo. A modo 
de ejemplo cito que todavía en el mensaje complementa- 
rio que el Poder Ejecutivo envió a la Cámara de Repre- 
sentantes —esto sucedió cuando había transcurrido el 
50 % del plazo constitucional que el Parlamento tenia 
para el tratamiento del tema— venían gastos por nuevos 
pesos 5.000.000.000.-, el 50% de los cuales son para 
el inciso 0.3, Defensa Nacional. En ese mensaje, señor 
Presidente, se propone al Parlamento la creación de car- 
gos en el mismo inciso, sin recurrir al procedimiento 
perfectamente viable y válido de transformar cargos del 
escalafón militar, como lo señaláramos en esta misma Sa- 
la. A modo de ejemplo cito los N$ 135.000,€00.-, que 
la Cámara de Representantes rechazó destinados a la ad- 
quisición de vehículos en diversos Ministerios y los nue- 
vos pesos 1.000.000.000.- en inversiones postergables no 
esenciales, que la Cámara de Representantes, oportuna- 
mente quitara del Presupuesto. Esta suma se destinaba a 
equipamiento de oficinas, equipos de computación, a am- 
pliaciones de las obras del Hospital Militar, a equipos de 
radio comunicaciones para la policía y de video para la 
Oficina de Prensa de la Presidencia de la Repúb'ica. 


Todo esto, señor Presidente, nos habilita a puner en 
tela de juicio el propósito de reducción del gasto púb'ico 
a que hace referencia el mensaje del Poder y 'etutivo. 
Este ratifica, también en el mensaje, el propósito de re- 
ducir el déficit global de! sector público. Se Pace refe- 
rencia expresa a los déficit fiscal y para-fiscal, y los sitúa 
en el umbral del 5% del producto bruto interno. 


Como lo señaláramos eu oportunidad de la discusión 
general del proyecto de Presupuesto Nacional, esto supc- 
ne el cumplimiento puntual de los compromisos asumidos 
por el Uruguay con el Fondo Monetario Internacional. 

extualmente, ese compromiso dice: la piedra ansjular del 
programa radica en lograr que el déficit agregado del 
sector público no financic:o y del Banco Central se re- 
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duztan del nivel del 10,25% del P.B.L. a un raéximo del 
6% dei producto bruto interno en el Ejercicio final:zado 
el 30/6/986. 


No es ocioso destacar, señor Presidente, que de este 
5% de déficit, el Presupuesto Nacional es responsable 
únicamente del 2%. Quiere decir que hay un 3% rele- 
rido a! producto bruto interno de déficit para-fiscal. atri- 
buible —como también lo menciona el Mensaje del Po- 
der Ejecutivo— al Banco Central, en el que seguramente 
juega un papel importante el famoso episodio de la ad- 
quisición de carteras pesadas. 


No conocemos —porque el Mensaje no lo inenciona 
para nada— los esfuerzos del Poder Ejecutivo por reducir 
ese 3% de déficit para-Tiscal; en cambio tenemos muy 
palpables las reducciones que el Poder Ejecutivo, a través 
Ge las observaciones, pretende introducir al Presupuesto 
Nacional aprobado por el Parlamento. 


£n números redondos se le quitan Ng$ 1.000.000.000 al 
Presupuesto del Poder Judicial, nada voluminoso, por cier- 
to, a pesar que el propio organismo había propuesto me: 
idas tributarias que, por lo menos, cubrían esa cantidad. 


Por ctra parte, señor Presidente, se le reduce al Tri- 
bunal de Cuentas el 50% de lo aprobado por el Parla- 
mentc; se le quitan nada menos que N$ 5.911.000.000 a 
la Enseñanza Pública, y a la propia Universidad de la 
República, cuyo proyecto inicial era del orden de los 
N$ 16.900.000.000 que luego terminó reclamando un Presu- 
puerto que calificó de “crítico” de N$ 2.997.000.000, que 
el Parlamento votó en una cifra de N$ 8.000.090.000 el 
que finalmente, por efecto de estos vetos, quedará en 
N$ 5.662.000.000. 


Tengo en mi poder un resumen del efecto que Jos 
vetos tienen sobre tres grandes áreas presupuestales. 


Respecto a los Rubros 0 y 1, es decir, Retribuciones 
Personales y Cargas Legales, el total de los vetos suma 
N$ 8.653.221.700, de los cuales N$ 335.953.300, esto es, el 
3.88%. afectan a los incisos de la Administración Cen- 
tral. El resto, N$ 8.317.268.400, o sea el 96.12%, correspon- 
de a los organismos comprendidos en el artículo 220 de 
la Constitución de la República De los casi N$ 336.090.030 
vetados a la Administración Central en los Rubros 0 y 1, 
repito, N$ 24.227.800 afecta al inciso 11, Ministerio de 
Educación y Cultura; siendo el resto, NS 211.725.500 en 
perjuicio del inciso 12, Ministerio de Salud Pública. 


En cuanto a gastos de funcionamiento, es decir, la 
suma de Jos Rubros 2 al 9 del Presupuesto Nacional, el 
total de vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo llega 
2 N$ 4.822.689.100. De esto, N$ 1.500.100.000, es decir, el 
51.10% corresponde a la Administración Central y nue- 
vos pesos 3.322.589.100, o sea el 68.90% a los crganismos 
del artículo 220 de la Constitución Los N$ 1.500.100.00N 
Ce la Administración Central se concentran en un cien 
por ciento en un solo Ministerio, el de Salud Pública. 


Respecto a inversiones. el total de los vetss suma 
N$ 311.392.000, de los cuales N$ 29.648.000. o sea el 9.5%, 
corresponde a la Administración Central y el resto, nue- 
vos pesos 281.744.000, o sea el 905%, a los organismos del 
artículo 220 de la Constitución. 


Al comienzo de mi exposición señalaba que muchos de 
los vetos interpuestos por el Poder Ejecutivo poco tienen 
que ver —en algunos casos nada— con algo que pueda 
parecerse a desfinanciamiento o a inconstitucionalidad, 
como es el caso de la observación interpuesta al artículo 
143 de la ley Presupuestal en el que el Poder Ejecutivo 
Se agravia porque limita sus potestades al estarle seña- 
lando dos oficinas del inciso 02, a las que el Parlamento 
entendió que debían destinarse los fondos para la res- 
tructura escalafonaria. Cabe señalar, sin embargo, que la 
cpción que en su momento el Parlamento hizo respecto 
de este tema está ampliamente justificada. Además, tie- 
ne referencia específica a la Dirección General de Esta- 
distica y Censos y a una oficina en formación que tiene 
Gue ver con la Comisión Técnico-Mixta de la Laguna 
Merín. TAE 
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Es notorio el desnivel que existe entre la Direccion 
General de Estadística y Censos y las demás dependexn- 
cias del inciso 02. El mismo obedece, naturalmente, a la 
cercanía que algunos de los organismos comprendidos en 
el inciso 02 tienen con los centros de decisión en maste- 
ria presupuestal Pero en lo que no puede caber ninguna 
duda es en que, aún vigente el artículo 143 de la Ley Pre- 
supuestal, la Dirección General de Estadística y Censos 
seguiría siendo la Cenicienta del inciso. 


El Poder Ejecutivo también observa el artículo 185 de 
la Ley Presupuestal que se refiere a organismos Civiles que 
dependen del Ministerio de Defensa Nacional Como en 
los demás casos, a nuestro entender, el Poder Ejecutivo 
no lo hace dando argumentos válidos. 


La revisión de competencias ministeriales bien puede 
hacerse cuando le plazca, independientemente de la rela- 
ción de dependencia que estos servicios civiles que la dic- 
tadura colocó bajo la órbita del Ministerio de Defensa 
Nacional tengan en el futuro. En esencia, ese es el argu- 
mento que da el Poder Ejecutivo para observar el artícu- 
lo 185. 


Esto, además, es llamativo por cuanto para nada se 
toma en cuenta la voluntad del Constituyente por parte 
del Poder Ejecutivo, dado que la Disposición Transitoria 
de la Constitución de 1967, en el parágrafo tercero del 
literal E) dice claramente: “La Comisión Nacional de Tu- 
rismo, la Dirección General de Correos, la Dirección Ge- 
neral de Telecomunicaciones, la Dirección General de 
Aviación Civil del Uruguay y la Dirección General de 
Meteorología del Uruguay, pasarán a depender, en calidad 
de servicios centralizados, del Ministerio de Transporte, 
Comunicaciones y Turismo”. 


El Poder Ejecutivo observa también el artículo 305 
que nada tiene que ver con desfinanciamiento, con défi- 
cit o con iniciativa privativa de ese Poder. En los hechos, 
se trata de una segunda prescripción de un pequeño gru- 
po de funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
a quienes ahora se les aplican las normas que la dicta- 
dura dictó mediante el Decreto-Ley N* 14.206 para impe- 
dir la reparación plena de las arbitrariedades por ella 
cometidas. Sin embargo, ese decreto no impide que aque- 
llos funcionarios que permanecieron prestando servicios 
en ese Ministerio pudieran ascender al amparo de sus 
normas. 


Otro artículo que se observa es el 331 que tiene que 
ver con la imprenta de la Dirección de Suelos del Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca que actualmente 
está en poder del Ejército. 


Quiero recordar que en oportunidad de considerarse 
este tema en la Comisión de Presupuesto integrada de la 
Cámara de Representantes esta iniciativa, que contó con 
nuestro patrocinio, fue aceptada por el señor Subsecreta- 
rio de Defensa Nacional y por el señor Ministro de Agri- 
cultura y Pesca. 


Se observa también el artículo 332 que tampoco nada 
tiene que ver con desfinanciamiento o con iniciativa pri- 
vativa del Poder Ejecutivo. Este artículo se refiere a pro- 
piedades inmuebles en poder del Ministerio de Detensa 
Nacional; más específicamente, a las unidades militares 
del Parque Roosevelt. Quiero recordar que cuando este 
asunto fue tratado en la Comisión de Presupuesto Inte- 
grada de la Cámara de Representantes, el Subsecretario 
de Defensa Nacional, ante denuncias concretas formula- 
das por algunos señores representantes, que no pertene- 
cen a nuestro sector político, sobre la acción depredadora 
que cometieron efectivos militares en la riqueza forestal 
de dicho parque, prometió al p'eno de la Comisión una 
rápida investigación y un informe, respuestas que aún 
estamos esperando. 


El Poder Ejecutivo observa también los artículos 376 
y 377 apelando al artículo 86 de la Constitución de la 
República, según el cual el Parlamento no estaría en con- 
diciones —y en realidad no lo está— de crear nuevos Car- 
gos. Deseo aclarar que en estos artículos, como en otros 
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que oportunamente indicaré, no estamos creando nuevos 
cargos, sino regularizando situaciones de personal contra- 
tado —con muchos años de antigúedad— en, práctica- 
mente, todos los incisos de la Administración Central. De 
manera que los cargos ya están creados; hace años que 
esta gente está trabajando y no es el Parlamento quien 
está creando estos cargos, sino que meramente está posi- 
bilitando que se regularice esta situación. 


El mismo argumento se utilizó para vetar el artículo 
387. Acá también tenemos que señalar que no se trata 
de creación de nuevos cargos —como dice el artículo 86 
de la Constitución de la República-—- sino de regulariza- 
ciones, posibilitando la incorporación del personal contra- 
tado del SODRE al Presupuesto Nacional. 


Asimismo, se observa el artículo 378, que tiene que 
ver con la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infra- 
estructura Aeronáutica. El veto se fundamenta en razones 
similares a las que se exponen con respecto al artículo 
185, al que hacíamos mención anteriormente. Sin embar- 
go, ya. sutilmente, en el texto de este Mensaje, el Poder 
Ejecutivo define de alguna manera la permanencia en 
el Ministerio de Defensa Nacional de este organismo civil 
al que ingresó desde que fue promulgada una ley en el 
año 1940. Es decir, por una ley dictada en época de la 
segunda guerra mundial y que seguramente influyó en 
esta decisión. Como en el caso del artículo 185, aquí tam- 
bién se saltea la voluntad del Constituyente a la que se 
muestra —y, naturalmente, con razón— adicto el Poder 
Ejecutivo en otras circunstancias, cosa que entendemos es" 
tá muy bien. Se saltea además el dato de que en todo 
el mundo, este es un servicio civil en el que nada tienen 
que hacer los militares. Solamente Chile, Argentina y 
Uruguay hacen depender del Ministerio de Defensa Na- 
cional y de su Fuerza Aérea Militar, un servicio de este 
tipo Ni siquiera países notoriamente militaristas, o en un 
estado, diríamos, de guerra casi permanente, confunden 
lo Que €s la actividad aeronáutica civil con los intereses 
de las fuerzas del aire militares. Como tampoco confun- 
den lo que es la actividad de la marina comercial, civil 
o mercante, con la de la marina de guerra. 


El Poder Ejecutivo también observa el artículo 439. 


Si bien la equiparación de los docentes y no docentes 
de Educación Física a sus similares de Enseñanza Prima- 
ria implica, en primera instancia un mayor gasto, es de 
hacer notar que el Parlamento, simplemente declaró vi- 
gentes normas legales que la dictadura arrasó y que, ade- 
más, señalaban específicamente las fuentes de financia- 
ción de esta equiparación. 


Los docentes fueron equiparados por el artículo 71 de 
la Ley N9 13.320, de 28 de diciembre de 1964. Los no do- 
centes lo. fueron por el artículo 162 de la Ley N% 13.892, 
de 19 de octubre de 1970. El costo de esta equiparación 
—y reítero, el Parlamento lo señaló específicamente— es 
de aproximadamente N$ 100.000.000 al año. 


También se observa el artículo 481, basándose, al 
igual que en otros articulos anteriores que ya cité, en lo 
establecido por el artículo 86 de la Constitución de la 
República, entendiendo que por dicho procedimiento se 
estaban creando nuevos empleos. En este caso simplemen- 
te cabe reiterar que tanto en éste como en los casos ante- 
riores, el Parlamento no está creando cargos ni empleos 
sino que, por el contrario, está tratando de implementar 
los mecanismos indispensables para regularizar situacio- 
nes de cargos extrapresupuestales vigentes desde hace mu- 
cho tiempo. 


Asimismo se observa el inciso segundo del artículo 
652. 


Deseamos señalar, señor Presidente, que no es lo mis- 
mo el control que ejerce el Tribunal de Cuentas que el 
gue el Parlamento pretende ejercer sobre las inversiones 
del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Nosotros fuimos quienes patrocinamos, junto con otros 
compañeros, este artículo. Como todos recordarán, venía 
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a replantear, digamos, en su totalidad, el monto inicial 
que el Poder Ejecutivo habla previsto como subsidio al 
Banco Hipotecario del Uruguay. Lo hicimos en los térml- 
nos en que fue aprobado por las Cámaras de Represen- 
tantes y de Senadores. El artículo 632, aprobado por am- 
bas Cámaras, incluía este inciso segundo que ahora obser- 
va el Pcder Ejecutivo y contó con el voto concordante de 
los legisladores del Partido Colorado que nos vinieron a 
consultar sobre la posibilidad de la aprobación de un 
texto de este tipo. De no haber sido por ello, de ninguna 
manera hubiéramos acompañado este texto tal como apa- 
rece en la Ley Presupuestal y que ahora cercena, me- 
diante una observación parcial, el Poder Ejecutivo. Sus- 
traer esa información al Parlamento, tiene para nosotros 
el significado de que estos fondos no estarían destinados 
a los fines esenciales del Banco Hipotecario del Uruguay, 
que son los de construir viviendas, sino a cubrir —como 
se manifestó en Sala por parte de legisladores de Otras 
bancadas— desaguisados de tipo financiero de dicho 
Banco. 


El Poder Ejecutivo observa una serie de artículos re- 
feridos a proventos y, entre ellos, algunos como el ar- 
tículo 276 que destinaba el 100 % de los recursos extra- 
presupuestales a la Dirección Nacional de Subsistencias. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Debo informar a los señores 
legisladores que dado el ruido existente hay dificultades 
para tomar la versión taquigrátfica. Ruego se haga el si: 
lencio correspondiente. Puede continuar el señor legis- 
lador. 


SEÑOR MELO. — Gracias, señor Presidente. 


Tal como ya dije, el artículo 276 de la Ley Presu- 
puestal otorga a la Dirección Nacional de Subsistencias 
la libre disponibilidad de todos sus recursos, como es na- 
tural, tratándose de un organismo con un giro comer- 
cial que por naturaleza debe ser dinámico, y, por lo tan: 
to, no puede iniciar un expediente cada vez que tiene que 
reponer una bolsa de papas o un cajón de fideos. Digo, 
también, que tan era así de inobjetable esta decisión del 
Parlamento que el propio Poder Ejecutivo en el Decreto 
de 30 de enero de 1986 reimplanta la disponibilidad del 
100% de estos proventos por parte de la Dirección Na- 
cional de Subsistencias. 


SEÑOR SENATORE. — ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MELO. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el senor 
legislador. 


SEÑOR SENATORE. — Deseo hacer alguna acotación 
con referencia a lo que ha manifestado el señor legista- 
dor Melo Santa Marina. 


Evidentemente, el Poder Ejecutivo está demostrando, 
con actos como éste, que no ataca por inconvenientes las 
disposiciones adoptadas por el Parlamento, sino porque tal 
vez el Poder Ejecutivo estima que es mejor que la Direc- 
ción Nacional de Subsistencias tenga la posibilidad de 
utilizar los proventos en forma íntegra por una decisión 
del Poder Ejecutivo y no por una resolución del Poder 
Legislativo, adoptada con las mayorías que determina la 
Constitución. Las disposiciones que están incluidas en la 
Ley de Presupuesto fueron adoptadas por las mayorías 
del Parlamento, lo que quiere decir que fueron tomadas 
por la mayoría del país. 


El Poder Ejecutivo observa las disposiciones que esta- 
klecian determinadas soluciones para los proventos de 
organismos que están indicados en los distintos artículos 
que veta. El 21 de enero envía al Parlamento la dispo- 
sición vetando —vamos a concretarnos a la Dirección 
Nacional de Subsistencias— la resolución del Parlamento 
que le había otorgado en el artículo 276 la autorización 
del uso del 100% de los ingresos que obtuviera €se orga- 
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nismo. Esto sucedía el 21 de enero; el 30 del mismo mes 
el Poder Ejecutivo recién se da cuenta de que no es posi- 
ble privar a esa Dirección de los proventos. Entonces, en 
un Decreto de esa fecha, dictado a través del Ministerio 
ae Economia y Finanzas, establece que es evidente que 
paa cumplir sus cometidos —quiero dar a los señores 
iegivladores los “importantes” fundamentos que el Poder 
Ejecutivo descubre— la Unidad Ejecutora mencionada de- 
ke invertir los ingresos provenientes de las ventas en nue- 
vas adquisiciones de un modc rápido y Oportuno. 


Eso era lo que decia el artículo que el mismo Poder 
Ejecutivo vetaba, alegando en una forma bastante curiosa 
que trataba de hacer un examen general y, desde luego, 
señala con mucha cortesía, que el criterio del Poder Eje- 
cutivo es el de que no es conveniente disponer excepciones 
legales previas a la culminación del estudio en proceso, 
es decir, el de la adjudicación de los proventos. Se com- 
prometbz a disponer de las excepciones que se consideren 
necesarias analizando, en primer lugar, aquéllas respecto 
de las cuales el Poder Legislativo ha demostrado su inte- 
rés. Digo que en esta disposición, el Poder Ejecutivo —en 
cuanto hace uso de una facultad no establecida por el 
artículo 7% del Decreto-Ley N? 14.867, de 24 de setiembre 
de 1979— comete un nuevo error ya que invoca una nor- 
ma que no está vigente de acuerdo a la Ley N? 15.767, de 
Rendición de Cuentas del año 1984 aprobada en 1985. En 
el artículo 37 de esta norma legal, que está vigente, se 
dice que en lo que se refiere a lo establecido por los ar- 
bículos 35 y 36, que permitía a las respectivas unidades 
ejecutoras disponer del 50% de sus proventos, regirá lo 
preceptuado en los artículos 6 y Y del Decreto N* 14.867, 
de 24 de enero de 1979 hasta el 31 de diciembre de 1985, 
E cuenta, en todos los casos, a la Asamblea Ge- 
neral. 


No cabe duda, señor Presidente, que esta disposición 
limita la utilización de esa facultad del Poder Ejecutivo 
hasta el 31 de diciembre de 1985. Esta norma de la Ley 
de Rendición de Cuentas, tenía un sentido muy claro: 
regulaba transitoriamente una materia en el Presupuesto 
Nacional se esperaba establecer el sistema completo de 
lodos los proventos. 


El Poder Ejecutivo, cuidadoso de todos estos detalles, 
incurre en un error similar con respecto a la Dirección 
de Loterías y Quinielas. 


Con respecto a esta Dirección, el artículo 258 obser- 
va, por la misma razón, la disponibilidad de los proven- 
tos. Pero resulta que frente a la necesidad de resolver 
un conflicto provocado por el veto —no siempre los fun- 
cionarios que reclaman son los responsables de los con- 
Mictos— establece, aplicando la misma disposición que, a 
mi juicio no rige, que exceptúa hasta el 31 de diciembre 
de 1986 a la Dirección de Loterías y Quinielas de lo dis- 
puesto en el artículo 2% de la Ley N? 14.867, de 24 de ene- 
ro de 1979, en cuanto a los fondos referidos en los artícu: 
los 7 y 9 del Decreto-Ley NO 15.716, de 16 de febrero de 
1985. Estos eran, precisamente, los fondos que se adjudi- 
caban a la Dirección de Loterías y Quinielas —los pro- 
ventos—- por el artículo 258 que votó por mayoría el Par- 
lamento y que el Poder Ejecutivo veta. Con el argumento 
de que se está examinando una organización general en 
materia de proventos, en definitiva, se desconoce la vo- 
luntad mayoritaria del Parlamento. 


El Poder Ejecutivo veta el 21 de enero y modifica 
luego ese criterio en los decretos del 30 de enero de 1986. 
Es decir; 9 días después de rechazar un criterio afirmado 
por el Parlamento, utiliza la vía del decreto para impo- 
nerlo, invocando normas legales que han perdido vigen- 
cia. El procedimiento no requiere mayor comentario. 


Señor Presidente: a veces se tiene que hacer alguna 
crítica —que puede parecer severa— a la actuación del 
Poder Ejecutivo, pero los hechos demuestran que ella es 
necesaria porque, en resumen. tal procedimiento lleva a 
anular la opinión de las mayorías del Parlamento. Se 
utiliza un instrumento que es constitucional, pero que 
desvirtúa lo planteado por esas mayorías, y la decisión 
queda en manos de la minoría, que no puede disponer 
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más que de esa manera en contra de las decisiones apro- 
baúas por las mayorías del Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Melo. 


SEÑOR MELO. — Señor Presidente: continuando con 
este grupo de observaciones, señalaremcs muy rápidamen- 
te que el Poder Ejecutivo también objeta el artículo 315 
Que se refiere a la disponibilidad de recursos extrapresu- 
puestales en algunas dependencias del Ministerio de Agri- 
cultura y Pesca, entre otras en el Instituto de Investiga- 
ciones Rubino. 


También observa el artículo 375 relativo a la dispo- 
nibilidad del Fondo de Fomento de la Marina Mercante 
Nacional. Creo que con esto quedan contestadas, en cuan- 
to a la credibilidad, algunas versiones que circulan en 
relación a la reactivación de la Marina Mercante. 


Se observa además, el artáculo 398 relacionado con la 
disponibilidad de fondos presupuestales en el SODRE. Es- 
to es únicamente comparable al veto que se interpone 
al artículo 276 y que afecta a la Dirección Nacional de 
Subsistencias, tal como he mencionado anteriormente. 
Pregunto cómo puede el SODRE montar buenos progra- 
mas si, aparte de Jas ridículas tarifas que cobra por sus 
espacios. se le priva de la disponibilidad de estos escasos 
recursos extrapresupuestales. ¿No se temerá, entonces. que 
el SODRE empiece a producir buenos programas? 


Por otra parte, se observa el artículo 483 referente 
a la disponibilidad de recursos extrapresupuestales en el 
Ministerio de Salud Pública. Este veto no merece comen- 
tarios; habla por sí solo. 


SEÑOR SENATORE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR MELO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR SENATORE. — Señor Presidente: en este te- 
ma de los proventos a veces uno tiene que señalar dite- 
rencias que no acaba de entender. Se quiere organizar to- 
do el sistema de los proventos y su disponibilidad, etcétera; 
se estudia el asunto y el Poder Ejecutivo cree convenien- 
te vetar lo resuelto por el Parlamento, pero pasa por alto 
todo lo que se refiere a la utilización de los proventos en 
el inciso 03. Desde luego, señor Presidente, se trata de un 
inciso muy especial. Así, por el artículo 151, la Armada 
Nacional podrá atender con sus proventos el pago de la 
compensación por trabajos realizados fuera del área de 
servicios, construcciones y reparaciones, así como el pago 
de las horas extras del personal, jornaleros y contrata- 
dos. con cargo a créditos presupuestales. 


El artículo 156, dispone que en el programa Aeropuer- 
tos Nacionales, con cargo a rentas afectadas a los aero- 
puertos, el personal contratado podrá integrar las plani- 
las presupuestales de la referida unidad ejecutora, sin 
que ello signifique lesión de derechos para los actuales 
funcionarios. Para la reestructura administrativa, en lo 
que se da plena prioridad al esclafón AaB, no regirá lo 
dispuesto en los incisos e) y g) del artículo 53 de la pre- 
sente ley. El monto del planillado mensual más sus Car- 
gas sociales. será reembolsado a Rentas Generales —es 
una Curiosa forma de reintegrar a Rentas Generales— 
por la Dirección General de Infraestructura Aeronáutica, 
con cargo a rentas afectadas a aeropuertos por el artículo 
52 de la Ley N*% 13.737. 


Señor Presidente: éstos también son proventos y, a 
mi modo de ver, están comprendidos en el estudio gene- 
ral que el Poder Ejecutivo ha anunciado. 


El artículo 157 vuelve a disponer de proventos. Desde 
luego, todo esto siempre dentro del inciso 03. En el ar- 
tículo 158 se dispone lo mismo para atender pagos, etcé- 
tera, que serán reembolsados a Rentas Generales con car- 
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go a las rentas afectadas. Lo mismo sucede en el artículo 
159. 


En el artículc 190 se da un hecho curioso que tam- 
bién se vincula con proventos. Se autoriza al Poder £je- 
cutivo 2 adquirir o a arrendar con opción de compra e 
incorporar a la Armada Nacional un buque tanque en sus- 
titución d-1 Repúb'ica Oriental del Uruguay, Presidente 
Rivera, cvya financiación estará basada en el producido 
de la venta de este último y en fondos provenientes de 
su explotación. De acuerdo con lo que sé en esta materia, 
los fondos provenientes de la explotación, son proventos. 


De manera que todo esto se establece en un inciso 
en el que se hace uso de los proventos, determinándose 
su disponibilidad sin tener en cuenta —y pienso que esto 
no debe de haber pasado desapercibido al Poder Ejecu- 
tivo—- que estaba por culminar un estudio general sobre 
adjudicación de los proventos, tal como lo anuncia al 
interponer vetos a las disposiciones que sobre este tema 
adopió la mayoría del Parlamento nacional. Esta es una 
diferencia, pues, en faver de un determinado inciso que 
se ve, lamentablemente, demasiado acentuada en este pro- 
yecto de Presupuesto que estamos considerando. 


SEÑOR PRESIDENTE — Puede continuar el señor 
legislador Melo. 


SEÑOR MELO. — Ta] como lo acaba de señalar el 
señor legislador Senatore, el afán vetador del Pcder Ere- 
cutivo alcanza incluso a iniciativas del propio Poder Eje- 
cutivo enviadas a este Par amento. Sin embargo, ese afán 
no es suficiente como para afectar proventos en el inciso 
03, Ministeric de Defensa Nacional. 


No quiero extenderme demasiado en esta primera in- 
tervención; simplemente deseo traer algunos ejemplos 
acerca de que no todo este enorme paquebe de observa- 
ciones que nos envía el Poder Ejecutivo tiene relación 
con el manido argumento de la desfinanciación y aún de 
la falta de la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. 


Para finalizar voy a hacer una breve referencia a la 
observación del Poder Ejecutivo al artículo 544 de la Ley 
Presupuestal, más allá de la polémica de tipo juridico 
que evidentemente se ha planteado. Entendemos que exis- 
te un elemento fundamentalmente de sentido común. El 
Poder Ejecutivo rechaza la creación de 137 cargos en el 
Poder Judicial. 


Más allá de la polémica jurídica desatada en torno 
a la posibilidad de que el Poder Ejecutivo pueda o no 
vetar lo referente a los organismos comprendidos en el 
artículo 220 de la Constitución —-y, en especial, el Poder 
Judicia' — me pregunto si ésto es lo que quiso en realidad 
el constituyente Porque si a través de este procedimien- 
to —-combinado con la dependencia financiera que evi: 
dentemente tienen tanto el Poder Judicial como el resto 
úe los organismos comprendidos por el artículo 220 de 
la Constitución— se pudieran dictar normas relativas a 
la cantidad y calidad de los cargos que dicho Poder pue: 
de presupuestar, ¿dónde va a parar la independencia y 
la autonomía que, sin duda, todos queremos y que en 
primer lugar el constituyente quiso dar a aquél? 


A mi entender, esta no es una pregunta baladí. Dejo 
planteada esta interrogante porque, evidentemente, por 
este procedimiento, de ser avalado por la Asamblea Gene- 
ral, estamos transitando por un camino Que puede resul- 
tar peligroso en cuanto puede “encorsetar”, de alguna 
manera, la actuación libre e independiente de la Justicia 
Uruguaya. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador García Costa, 


SEÑOR GARCIA COSTA. — En primer lugar, quiero 
manifestar que no es mi intención abundar mayormente 
en aquellos detalles que ya han sido extensamente dis- 
cutidos, tanto en el ámbito parlamentario como en el na- 
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cienal. Hemos estado estudiando este Presupuesto desde 
setiembre de 1985 y es de presumir que hoy, a 6 meses 
de esa fecha, estamos en la última etapa. 


Hemos de procurar encontrar e! hilo conductor de 
la circunstancia a la que hemos llegado, a estc entrenta: 
miento entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo —que 
es lo que motiva la reunión de hoy— y que, se fue dando 
paulatinamenie desde el primer día de la consiuerac:ión 
del ivnia En materia presupuestal hubo CGesde el princji- 
pio del trámite dos enecaramientos, tesis, o propuestas di- 
versas-— más allá de aspectos acietivos, trascendentes o 
de poca monta que pudieran registrarse en el estudio de 
un asunto con un volumen como el que tiene este pro: 
vezto Ce Presupuesto— que pienso se ref'ejan en el aná- 
lisis de los vetos que son la continuidad o el remate. si 
se Quiere de esa dualidad de criterics au: ha venido dis- 
curriendo como un “leit motiv” repetitivo. 


El Partido Nacional ha estado en forma vigorosa en 
una de esas posiciones. Recuerdo que a los 15 días de lle- 
gado el texto presupuestal a manos del Senado —que fue 
el primer Cuerpo que lo consideró— nuestro Partido dejs 
constancia en la Comisión de los obietíivos sustanciales a 
“cs que aspiraba en esta materia. 


De ahí en más y hasta hoy, siempre hemos reiterado 
esas líneas programáticas muy claramente. ¿Cuáles eran 
esos Objetivos? Vale la pena recordarlo porque es lo que 
vamos, en buena parte, a dirimir hoy: si se cumplen nues- 
tros propósitos e si triunfa el criterio del Poder Ejecutivo. 


Eran ¡res puntos sustancia 'es. El primero dice relacion 
con los tuncionarios públicus y sobre este tema hicimos, 
a través de toda la marcha del Presupuesto, reiteradas 
incursiones en busca de lograr nuestros propósitos. Era 
en primer lugar, nuestra intención la de cambiar lo que 
el régimen hakia establecido durante todos estos años 
—que, por cierto, fueron muchos— en que tuvo en sus 
manos ¡a Administración Pública, tratando de recuperar 
para los funcionarios la carrera administrativa que para 
vastos sectores del funcionariado se había perdido tota!- 
mente. Sustancialmente la solución buscada ha sido la 
presupuestación de los funcionarios. Si se examina el Pre- 
supuesto —no sólo en lo que hace a los vetos, sino en 
muchos otros aspectos— se van a encontrar muchas nor- 
mas que determinan presupuestetiones de funcionarios 
contratados o zafrales que significan la incorporación de 
los mismos a la carrera administrativa, a aquellos a los 
que el régimen anterior había condenado a vivir pen- 
dientes de la dádiva o del dedo que los señalaba con sim- 
patía o desdén, que en definitiva les permitía arbitra- 
riamente tener mayores o menores ingresos, a veces con 
prescindencia total de la tarea que realizaban y por mo- 
tivcs espúrios. 


Otro de los puntos que nuestro Partido procuró fue 
el relatívo a los recursos. Aspirábamos a que ei pais co- 
rrigiera el esquema altamente injusto que tiene en ma- 
teria de tributación. Este es un concepto compartido por 
todos los partidos —incluído el de gobierno— no sólo por 
el Partido Nacional, por lo menos hasta que se llegó a la 
instancia del Presupuesto. Fue unánime la opinión de 
que dicho esquema era, repito, altamente injusto, que iba 
en contra de una justicia en la carga tributaria enten- 
diéndose por todos como justa la tributación mayor para 
quien más tiene, etcétera. Todos coincidíamos en que la 
tributación nacional debía ser cambiada. Nuestra inten- 
ción fue la de corregir esta situación y una de las vías 
para ello era la creación sustitutiva de impuestos que 
gravaran a quienes podían pagarlos en los sectores que 
tienen capacidad contributiva y, a la vez, evitando, en 
la medida de lo posible, crear inflación. Naturalmente que 
para ésto el Partido Nacional no era ni el único habili- 
tado ni podía realizar solo la tarea. Precisábamos volun- 
tad política, coincidente de parte del Poder Ejecutivo que 
es, en definitiva, el que tiene los medios, Jos conocimien- 
tos, y hasta los técnicos para lograr una transformación 
eficaz del sistema impositivo. 


Por último —quizás el punto más importante o el que 
más ha llamado la atención pública— nuestra voluntad 
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es la de alterar los conceptos de distribución del gasto 
público, e incrementarlos en determinados sectores. ¿Y 
cuáles eran éstos? Tengo la impresión de que a esta aitu- 
ra de los acontecimientos queda muy poca gente que no 
10 spa, pero de tedos mudos lo voy a mencionar. Ellos 
som: las Intendencias Municipales del interior de la Re- 
pública, el Ministerio de Salud Pública, el Poder Judi- 
cial, la Enseñanza, tanto ANEP como la Universidad 
y las otras instituciones comprendidas en el artículo 220 
de la Constitución. ¿Y por qué éstos? Porque no estaba 
en nuestro ánimo el adcoptar algún camino que nos pare- 
ciese Oportunisticamente redituable sino que habian mo- 
tivos suficientes para ello. Formalmente sutede que sin 
Mensaje del Poder Ejecutivo el Parlamento no puede mo- 
diticar la distribución de recursos, por lo menos, en lo 
cue hace a los sueldos de los funcionarios. Es decir, exis- 
tía la posibilidad para proteder así con relación a algu: 
nas instituciones públicas y su presupuesto. 


Aparte de eso, que nos permitía, vía Mensaje presu- 
puestario de los organismos comprendidos por el artícu'o 
220 de la Constitución, acceder a otra alternativa presu- 
puestal que no existía lamentablemente en otras áreas, 
había otras motivaciones. 


Veamos por separado los diversos sectores presupues- 
tales en los que el nacionalismo procuró cambios. El pri- 
mero de ellos: las 18 Intendencias del interior —excepto 
rra— tienrr eraves problemas de desfinanciamiento. En 
alguna legislatura anterior a 1973 —tuve oportunidad en 
esas épocas de discutir'o en el Parlamento— aleunos atri- 
buían las culpas a las propias Intendencias. 


Como organismos dotados de continuidad en el tiem- 
po —aunque cambien sus titulares— la culpa de su des- 
financiamiento la tenían en ese punto de vista las pro- 
pias Intendencias del interior. Y por ser su crisis finan- 
Ciera reswtado de su mala administración no se justifi- 
caba la asistencia que reclamaban. Traigo a colación el 
argumento peorgue hoy el mismo ha perdido totalmente 
vigencia y eficacia. 


Puesto que ahora ¿qué culpa tienen las Intendencias 
de sus carencias financieras? Hay algunas que tienen un 
déficit muy grande y otras, uno menor. ¿Por qué ocurre 
eso? Eso sucedió porque hubo un Intendente interventor 
que les envió el régimen que gastó de más o tomó obli- 
gaciones que no podía financiar. Por lo tanto, ya no hay 
ni presunta ni concreta responsabilidad de los Municipios 
en sus dificultades, ella es enteramente imputable a la 
dictedura. Expresado este criterio, dejo el tema. 


A pesar de! vigoroso empuje elector del departamento 
de Montevideo, aún siguen siendo mayorías los diputados 
electos por el interior. De manera que estoy repitiendo 
algo que ya se sabe por la amplísima mayoría del Par- 
lamento y que deriva en la necesidad de llegar a una 
solución en esta materia. 


Otro aspecto que nos preocupó y nos preocupa es el 
vinculado a la Salud Pública. No vamos a Cansar a la 
Asamb:.ea, señor Presidente, hablando del decaecimiento 
de todo el sistema de la Salud Pública y por qué éste es 
necesario para el país. Omitimos la argumentación por- 
(ue son notorios los trágicos extremos que vivimos en la 
materia. 


En otro orden, se encuentra el Poder Judicial. Re- 
cuerdo, precisamente, un día de singular, grande y Col: 
mada expectativa, cuando en esta Sala todos aplaudimos 
de pie, a rabiar, al presentar el país nueve personas que 
iban a acceder a los organismos superiores de la Justicia 
del Estado, quienes habían sido electos por representan- 
tes del pueblo. Los elegimos y les encomendamos la tarea 
de dictar justicia. Posteriormente, ese Poder del Estado 
proyectó un Presupuesto, del que alguien puede decir que 
no es bueno pero es el que crearon quienes nosotros aplau- 
dimos de pie en esta Sala. Este es discutible, por supues- 
to, para el Poder Ejecutivo, el que naturalmente está en 
su derecho. Desgraciadamente, para defender su criterio 
diverso, el Poder Ejecutivo no celebró ni una sola entre- 
vista oficial con los integrantes de la Suprema Corte de 


306—A G. 


Justicia para exponerles cuáles eran las circunstancias 
económico-financieras del país por las que el Ejecutivo 
estimaba que la Corte debia moverse dentro de ciertos 
parámetros. Ese elemental contacto, que no es deferencia 
sino obligación, nunca se hizo. Simplemente, se vetó, se 
le dijo a la Corte: “Está mal hecho; no sirve”. El único 
contacto que realizó e: Ejecutivo con otro Poder del Es- 
tado fue, por interpósita persona, le requirió proyectara 
recursos para finantiar aumentos. Esos recursos se pro- 
yectaren por la Corte y están aprobados en este Presu- 
puesto, pero no son para la Corte, porque a ésta se le 
rechazó sin más su proyecto presupuestal. 


Pediría a los que aplaudieron —que éramos todos— 
que reflexionen si ese es el tratamiento acorde en las 
relaciones entre un Poder y otro, si esa es la conducta 
natural que debe revestir el Poder Ejecutivo para con el 
Judicial en un tema de esta gravitación. 


Otro de los temas era el de la enseñanza y con res- 
pecto a él no quiero abundar más sobre lo ya extensa- 
mente dicho. Al respecto, aquí ya se ha repetido varias 
veces que ANEP hizo un Presupuesto que, quizás no sea 
tan ambicioso como el que realizaron los tres institutos 
desconcentrados que actúan dentro de ella, pero hicieron 
igualmente algo de gran significación y que nos fue cui- 
dadosamente explicado. Lo único que se hacía con él era 
aumentar las posibilidades de que el país pudiera tener 
enseñanza acorde con nuestro pasado y nuestro destino. 


En relación a la Universidad de la República, no 
quiero abundar sobre si es mucho o peco lo que gasta 
o si lo hacen el Hospital de Clínicas o las Facultades. 
Lo que sé es que la Universidad de la República antes 
tenía 20.000 estudiantes y ahora tiene 45.000 activos, pero 
hay 70.000 incluyendo los “seudo” que van de vez en 
cuando. Pero en esa época en que eran 20.000 también 
se incluía a esos mismos “seudo-estudiantes”. Entonces, la 
capacidad se ha multiplicado por tres y el Presupuesto 
que requiere la Universidad es para el Poder Ejecutivo 
exactamente el mismo y no hay por qué subirlo, contra- 
dicción insólita. 


En éste recinto hay algunas personas que son de mi 
generación y recordarán que cuando concurríamos a la 
Facultad de Derecho, ella era tradicionalmente la más 
poblada, y eso desde siempre. Personalmente concurrí a 
clases en las que había cien alumnos; nos rasgábamos 
las vestiduras y ahora, sin embargo, a las que asisten 
1.500 alumnos son las de poco número. Los muchachos 
dicen: “Tengo suerte; estoy en una en la que somos nada 
más que mil, lo que me permite acceder más fácilmente 
a la exposición del profesor”. A eso hemos llegado. Y, 
además, también hay que tener en cuenta a lo que han 
quedado reducidos los exámenes en tiempo y profundidad 
porque no hay otra manera de rendirlos. 


Tal la situación presupuestal de la Universidad, apli- 
cable también. a los demás institutos del artículo 220 co- 
mo la Corte Electoral y el Tribunal de Cuentas. 


Alguna vez ya he manifestado por qué queremos me- 
jorar el Presupuesto de estas instituciones. Primero, por- 
que tenemos la oportunidad, lo que nos permite analizar- 
lo, pero además, porque sus jerarcas tienen razón en lo 
que proponen. Estas son victimas preferidas del régimen 
que estaba dispuesto a matarlas por consunción. ¿Qué le 
interesaba al régimen lo que ocurría con la Corte Elec- 
toral? ¿Darle recursos para que la gente vote? Partiendo 
de ese concepto decidieron menguarles los recursos y al 
final, que sus funcionarios se jubilen, o que se vayan y 
cesarán sus funciones. Lo mismo ocurría con el Tribunal 
de Cuentas. La pregunta obvia del régimen era: ¿Alguien 
que nos controle? Se dan cuenta ustedes el gesto de ad- 
riración gue habrían tenido algunos gobernantes que e€s- 
tuvieren antes del año pasado ante un organismo que les 
controlara en sus gastos. Con ese motivo y de esa forma 
lo llevaron al nivel en donde se encontraba. es decir, al 
borde de la absoluta desaparición e imposibilidad de cum- 
plir sus funciones. 


Esa era nuestra posición sobre los obietivos sustancia- 
les que procurábamos introducir en el Presupuesto y en 
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algunos aspectos ella fue contemplada. En materia de 
funcionarios, por ejemplo; creemos que aún gueda mucho 
por hacer y que, sin embargo, se ha progresado, en par- 
ticular, merced al trabajo del Parlamento que fue logran- 
do la desaparición, no total pero si en un gran porcen- 
taje, de esas partidas extrañas de remuneraciones que 
eran digitadas por la voluntad de los jerarcas que incre- 
mentaban arbitrariamente los sueldos de algunos funcio- 
narios. Se han presupuestado muchos funcionarios even: 
tuales zafrales o contratados, con la dificultad que ello 
implica, puesto que no es fácil, al incrustar nuevos fun- 
cionarios en los escalafones presupuestales que son ya 
preestablecidos, y las peligrosas lesiones de derecho, y 
eventual reclamación que producen. 


En la materia de los recursos presupuestales, señor 
Presidente, para la que intentábamos los cambios que se- 
ñalamos oportunamente, se ncs contestó que no habia 
por qué cambiar el esquema esencial de la tributación 
nacional. El Poder Ejecutivo no la ve ni como necesaria 
ni como posible. Diría, con aquello que ha perdido el ver- 
so castellano, con un poco de cadencia que la respuesta, 
era: ¡viva el IVA! Es suficiente con el IVA que lo pagan 
Lodos, y siempre se cobra. 


Con respecto a los demás sectores pudientes, las re- 
flexiones del Poder Ejecutivo estiman los mismos como 
inabordables; y no se puede llegar a ellos. En la materia 
pues, el país no puede cambiar y, por lo tanto, seguirá 
pagando los tributos, no de acuerdo a la capacidad con- 
tributiva, sino a la de sobrevivencia que tienen los uru- 
guayos, ya que, por más buena voluntad que haya, los 
muy ricos comerán dos veces por día y los pobres una, 
pero el estómago sigue siendo aproximadamente el mis- 
mo. De modo que el pago del IVA sigue siendo el mismo, 
al margen de la capacidad contributiva. 


En materia de incrementar rubros con el destino que 
entendíamos plausible, lo hicimos con las Intendencias. 
En ello hubo al final una sola coincidencia con el Poder 
Ejecutivo; a la que llegamos luego de mucho luchar pero 
que importa: el Poder Ejecutivo está de acuerdo en el 
volumen de aportes que requieren las Intendencias. Esto 
no lo sostuvo siempre. Lo recuerdo perfectamente porque 
es un tema que me fue encomendado estudiar y analizar 
y traté de seguirlo atentamente. Las expresiones formula- 
das por los jerarcas del Ministerio de Economía y Finan- 
zas y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto eran du- 
bitativas en cuanto a cifras de necesidad de las Inten- 
dencias. La tesis era que las Intendencias no necesitan 
lo que reclaman, están exagerando; muchas veces mal- 
gastan y quieren se cubran sus errores; y el Poder Eje- 
cutivo no puede ser responsable de ellas. Ese fue el estilo 
de argumentación. Y afortunadamente en ese sentido he- 
mos adelantado mucho. Luego de vetar las normas de 
financiamiento de las Intendencias, el Poder Ejecutivo 
nos envió hace pocos días un documento, y el propio Mi- 
ristro lo informó en Comisión. por el que nos demuestra 
que volviendo a subir la Contribución Inmobiliaria Rural 
en un altísimo grado, el Poder Eiecutivo aceptó final- 
mente que lo que precisan las Intendencias del interior 
son N$ 1.400.000.000 


Los señores legisladores que han seguido el proceso 
en una y otra Cámara, ciertamente lo recuerdan: siem- 
pre pedimos N$ 1.400.000.000 y constantemente se nos dijo 
por los jerarcas gubernamentales que la cifra era exa- 
gerada y que hay algunas Intendencias que precisan y 
otras que malgastan, no aceptando el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas ser responsable de esa situación y que 
no podía pretenderse Gue el Poder Ejecutivo destine una 
parte de sus ingresos a solventar estos déficit. 


Después viene la etapa de los vetos y durante la mis- 
ma cambia —porque el Poder Ejecutivo tiene la posibi- 
lidad legal de hacerlo— la tributación en el sector inmo- 
biliaric rural. Vamos a decir'o con exactitud: le asesta 
un mandoble que le va a doler a este sector. Y entonces 
ncs informa en Comisión y nos envía —lo tengo acá y 
Jo tendrán también todos los señores legisladores en sus 
carpetas— una especificación relativa a lo que reciben 
en más las Intendencias Municipales por distintos con- 
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ceptos, y la cifra total es de N$ 1.407.000.000. Como dicen 
los contadores, da igual de los dos lados: lo que requeria 
el Parlamento con lo otorgado vía Poder Ejecutivo. Aho- 
ra cierra, pero ¿no nos habían dicho durante tres meses 
que no cerraba? Prácticamente se insinuó que los legis- 
sadores vinculados al interior, se dejaban llevar por el 
entusiasmo localista y el frenesí de gastar. Se nos dijo 
en cien oportunidades que no era esa cantidad de 1.400 
millones de nuevos pesos y que, en todo caso, alcanzaba 
con N$ 720.000.000 provenientes del descongelamiento del 
impuesto a la nafta destinado a las Intendencias; y que 
lo demás era exageración nuestra. 


Ahora resulta no ser exageración; se acepta la cifra 
de N$ 1.400.000.000, aunque para llegar a la misma con 
la solución del Poder Ejecutivo, las Intendencias tienen 
que publicar avisos conminatorios para Que la gente que 
pagó 400% de aumento el año pasado, sepa que este año 
tiene un 125% más en la Contribución Inmobiliaria. 


Naturalmente, todos sabemos que la Intendencia pue- 
de decir a ese contribuyente que es una disposición adop- 
tada por el Poder Ejecutivo y no es su culpa. Esto fun- 
ciona para doscientos propietarios rurales que tienen un 
escritorio en Montevideo con abogado, escribano, conta- 
dores, y mucho campo. Ese no se va a enojar con el In- 
tendente pcr aumentos que no le son propios, Pero los 
Otros -—y aquí veo muchas caras de legisladores del Inte- 
rior que saben que es así-- ¿van a creer que el aumento 
es porque el Poder Ejecutivo subió el Valor Real de Ca- 
tastro y subió la tasa como está autorizado por la ley? 
No; pensarán que es la Intendencia la que, habiendo co- 
brado cuatro veces más el año pasado, ahora va a per- 
cibir cuatro veces por dos y pico. 


Insólitamente pues, llegamos por suerte, a la cantidad 
de N$ 1.400.000.000. Digo “por suerte” —y hablo en nom- 
bre del Partido Nacional en este tema— porque si el veto 
a los recursos de las Intendencias queda confirmado, va- 
mos a presentar un proyecto de ley para otorgarles esos 
recursos, tal como debe ser, y por el monto que debe ser, 
y evitando que se castigue a sectores que no van a poder 
pagar esos aumentos, y que lo único que van a provocar 
son enfrentamientos entre los Municipios y los contribu- 
yentes. Luego de todo el trámite por lo menos adelan- 
tamos que no se va a discutir la cifra, porque ahora con- 
cordamos todos due son N$ 1.400.000.000 que fueron acep- 
tados por el Poder Ejecutivo recién cuando se interpusie- 
ron q0 vetos, al aumentar drásticamente la contribución 
rural. 


Finalmente recordemos todas las Instituciones perte- 
necientes al artículo 220 de la Constitución —y agregue- 
mos a las mismas el Ministerio de Salud Pública— con 
los aumentos irrisorios del Ejecutivo y las diferencias abis- 
males con el Parlamento, de las due hago omisión para 
no ser repetitivo. 


Planteado un tanto desordenadamente, ese era el pa- 
norama presupuestal desde el ángulo parlamentario nues- 
tra aspiración, el camino del Partido Nacional y de la 
mayoría de la ciudadanía, porque el Frente Amplio com- 
binaba esfuerzos con los nuestros en ese sentido. Eso era 
lo que queríamos como modificaciones presupuestales la 
mayoría del Parlamento. 


El Poder Ejecutivo, en cambio, no compartía estos 
criterios. ¿Cuál era su motivación? ¿Qué pasó en defini- 
tiva con el Presupuesto? ¿Por qué estamos considerando 
estos vetos? Y acá vamos llegando al hilo conductor de 
todo el trámite presupuestal. El Poder Ejecutivo podría 
haber discutido argumentando legítimamente que la Op- 
ción de gastos era errónea. Puedo decir a quienes quere- 
mos gastar en Salud Pública que la prioridad está en 
Obras Públicas, o a quienes desean gastar en el Poder 
Judicial, que se debe dar prelación a la contención de 
los delitos de rapiña, y por ende reforzar gastos en Po- 
licía ejecutiva. Esto sería discutible, pero es Una actitud 
destinada a evitar gastar de más en sectores que no son 
—a juicio del Gobierno— los correctos. Esta actitud ha- 
bría dado lugar a una interesante confrontación de cri- 
terios. No fue eso lo que se planteó por el Poder Ejecu- 
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tivo. Lo que se nos repitió machacona, pesada, e insis- 
tentemente estaba referido a otro tipo de argumentacio- 
nes. Se afirmó conjuntamente a otros argumentos que no 
habia posibilidad de aumentar la presion tributaria na- 
cional, porque el pais había llegado al límite en este as- 
pecto, y cualquier otro impuesto, más allá de dos o tres 
de monto reducido, excederia el volumen de tributación 
compatible con el arte del buen gobernar y provocaría 
consecuencias imposibles de soportar por el país. 


El otro argumento esgrimido, fue: “¡Cuidado con el 
monto del déficit! En el proyecto de Presupuesto llega- 
mos a los N$ 24.000.000.000 de déficit y ese es un monto 
infranqueable”. 


Confieso que soy ignorante en la materia, y por ello 
quizás nunca pude lograr que me explicaran porqué en 
un Presupuesto que va a alcanzar la suma de N$ 140.000 
millones de gasto efectivo, y dentro de ello un déficit de 
N$ 24.000.000.000 es soportable, no lo es en cambio, un 
presupuesto con N$ 2.000.000.000 más, y por ende un dé- 
ficit de N$ 26.000.000.000. 


Y no digo esto con el ánimo de hacer hipótesis, sino 
porque pedimos esa cantidad para mejorar Salud Pública 
y se ncs contestó que no se podía admitir por aumentar 
el déficit previsto. ¿Ello resulta de alguna norma de esas 
poquísimas en las que los economistas del mundo entero 
están de acuerdo? No; surge de un criterio particular de 
nuestro Poder Ejecutivo. Insistimos muchas veces en la 
necesidad de llegar a los N$ 26.000 000.000 y se nos volvió 
a ccntestar reiteradamente que era imposible, que había 
una valla infranqueable en la cantidad ya prevista. 


Ante nuestra posición de crecimiento de algunos gas- 
tos presupuestales también hemos oído hasta el cansan- 
cio el argumento de que no puede destinarse al gasto 
público, mayor porcentaje del Producto Bruto Interno 
Que el que hoy se afecta a tal fin. El país puede llegar 
hasta acá en ese porcenatje y el Poder Ejecutivo no está 
dispuesto a seguir más adelante, se nos repitió hasta el 
cansancio. 


A] referirme a los argumentos que determinan la 
actitud del Gobierno me he limitado a traer el Mensaje 
del Poder Ejecutivo. Son los conceptos directos del Poder 
Ejecutivo. Así, el Mensaje que acompaña el Presupuesto 
establece: 


“Uno de los objetivos prioritarios del actual Gobierno 
es reducir el déficit del sector público a niveles compa- 
tibles con las posibilidades de su financiamiento en el 
marco de una reducción gradual de la inflación y una 
reactivación productiva interna. En la medida en que el 
gasto del Gobierno no puede ser financiado por impues- 
tos, debe ser financiado a través del endeudamiento o de 
la emisión de moneda”. Continúa más adelante: “La re- 
ducción al 25% sobre el Producto Bruto Interno del dé- 
ficit fiscal requiere, sin embargo, una política muy res- 
trictiva en materia de gastos y un gran esfuerzo por el 
lado de la recaudación impositiva”. 


Después el Ministro habla sobre estos tópicos en la 
Comisión del Senado y son interesantes sus expresiones 
porque es un hombre de gran capacidad y por represen- 
tar al Gobierno. 


El día 19 de setiembre, en versión sin corregir, ex- 
presa: “El Presupuesto llega al 28 % del Producto Bruto 
Interno”. “Para nosotros, este es un nivel bastante críti- 
co. Creemos que en lugar de bensar simplemente en 
cómo aumentar las dotaciones, debemos elevar un poco 
la mira” —que es la que nosotros teníamos baja, me 
permito acotar— “y esforzarnos en administrar los recur- 
sos que poseemos”. 


“Digo —realizando un enfoque global y yendo a los 
planteos que se han formulado hasta ahora— que en 
materia de Salud Pública no podemos menos que com- 
partir el criterio de que hay aue mejorarla”. Continúa 
diciendo, y lo repite varias veces: “pero no podemos; 
no es que no queramos; no podemos”. Posteriormente, 
en el Mensaje que acompaña a los vetos vuelve a repe- 
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tir similares argumentos. Este, que es de hace pocos días 
expresa lo mismo. Esgrime fundamentos de conveniencia 
que justifican el ejercicio de la facultad de vetar. En 
efecto, “las normas que se observan incrementan el dé- 
ficit fiscal vigente, de una manera altamente inconve: 
niente. El resultado de caja entre los recursos y los gas- 
tos ya es, de por sí, suficientemente negativo como para 
suponer un llamado de atención por parte del pais”. Se 
nos vuelve a decir que no es que el Poder Ejecutivo no 
quiera, sino que no puede atender un incremento de 
gastos. 


Recuerdo que cierto señor senador, que no está en 
Sala en este momento, realizó en el Senado una sentida 
intervención —no sé si la recuerdan los señores senado- 
res— haciendo una referencia casi coloquial sobre este 
problema de si se puede o no aumentar los gastos, al de- 
cir: “Usted, señora enfermera, que espera un aumento 
de sueldo, no se deje engañar” —y lo recuerdo porque 
me quedó grabado— “es un aumento mentiroso. El único 
aumento posible es aquel que no es inflacionario, que no 
afecte el Producto Bruto Interno, que se pueda financiar 
adecuadamente y que no hiera de muerte la vida del 
país; porque cada aumento que le demos, se lo sacamos 
por otro lado”. Palabras casi textuales que oímos en el 
Senado. 


Evidentemente, los argumentos manejados por el Po- 
der Ejecutivo para no acrecentar ciertos gastos, se 
los comparta o no, son formalmente correctos y reposan 
sobre principios de alto interés público. Cabe ahora pre- 
guntarnos: El Poder Ejecutivo ¿se ciñó a esa conducta? 
isa es la pregunta que tenemos que formularnos, porque 
si esos principios son válidos, también y esencialmente lo 
deben ser para el Poder Ejecutivo. En realidad, terminó 
siendo válido sólo para rehusar y decir no a cualquier ini- 
ciativa de este Parlamento. Sirvió para decirnos que no 
en el Senado, para decirnos que no en Cámara y para de- 
cir no acá. Con respecto al propio Ejecutivo ya no se 
da la misma situación, porque cuando él tiene que gastar, 
ya es Otra cosa; y la tesis no se aplica. Se nos dice: 
“Nosotros somos obcecados, tozudos, defensores de la teo- 
ría de no aumentar el déficit, de que la tributación está 
colmada, de que el Producto Bruto Interno ya está de- 
dicado en demasiado volumen. Esto, siempre que sea el 
Parlamento quien quiera acordar con nosotros alguna 
fórmula que modifique el Presupuesto que yo, Poder Eje- 
cutivo, le enviara; pero cuando me corresponde asumir 
posición unilateral el asunto cambia y no aplico mis pro- 
pios argumentos”. 


Hago remedo, porque vale la pena, de muchas expre- 
siones que oímos en Sala y en Comisión, por parte del 
Poder Ejecutivo que alegaba: “No se puede, se me caen 
las lágrimas pero no puedo. ¡Cómo no he de querer me- 
jorar la instrucción, la salud pública y el Poder Judicial! 
¿O acaso nosotros somos gente que disfruta impidiéndole 
al país mejorar?”. Pienso que es verdad cuando nos lo 
decían los señores legisladores colorados pues tengo la 
impresión de que en esta materia tan sorprendidos que- 
damos nosotros como el Partido de Gobierno cuando el 
Ejecutivo desmentía sus propios argumentos. De lo con- 
trario, no hubiéramos oído veinte veces el mismo tipo 
de argumentación al negarse a modificaciones los legis- 
ladores oficialistas: “¿Creen que lo hacemos por maldad? 
Es imposible. No hay dinero, límite al déficit, presión 
impositiva, etcétera, etcétera”. 


Veamos concretamente: ¡Del Mensaje que llegó al 
Parlamento, a las normas del Mensaje Complementario, 
hay un aumento de N$ 5.409:000.000. Se trata de un 
aumento respetable en el Presupuesto, que se cumplirá 
porque no es una mera autorización, sino que es un gas- 
to concreto en cada Ministerio que recibe la partida de 
aumento. Aclaro que fui el primer gran sorprendido por 
la actitud del Poder Ejecutivo. En definitiva ella signi'i- 
caba que no aceptó que el Parlamento arbitrara mayores 
gastos, y en su lugar lo aumentan el Poder Central. 


Dinero pues hay, pero no para el Poder Judicial, para 
ANEP, para la Universidad, ni para Salud Pública, sino 
para los rubros o Incisos que determina el Poder Eje- 
cutivo. De esa cifra, el 52 % se deztina al Ministerio de 
Defensa Nacional. No quiero entrar a considerar si está 
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bien gastado o no. Simplemente digo que ro es el criterio 
que el Parlamento ha expresado a través de sus mayo- 
rías; sino que es el criterio estricto del Poder Ejecutivo, 
el mismo que decía: “No me digan que hay que gastar 
en eso; cómo no lo voy a saber yo”. Ese Poder Ejecutivo 
encontró el dinero, pero no para lo que le hacía lamen- 
tarse por la imposibilidtd de cumplir; ahoza continúa la- 
mentándo:e y los fondos los gasta en otra cosa. 


Viene luego la etapa de los vetos al proyecto y en 
una actitud que sería muy discutible —aclaro que esta- 
mos dejando de lado el arte de la interpretación de las 
normas— el Poder Ejecutivo aumenta nuevamente el 
monto total de los gastos. Los aumenta en nuevos pesos 
2.518:000.000, pero aquí sí, lo hace con un buen destino. 
Aquí sí, lloraba y trató de remediar su dolor. Lo hace 
esencialmente -—no totalmente— en destinos con los que 
nosotros coincidimos. Por jo menos, es algo más de dine- 
ro con buen destino, y no como en la otra oportunidad 
en que había dinero pero no con el destino que el Par- 
lamento deseaba. Con lo cual, a estar a sus expresiones 
implica aumentar el déficit y dejar que el Producto Bru- 
to Interno se desbarate al ir en tan alto porcentaje al 
gasto improductivo —eomo lo denominan los economis- 
tas— O que la presión tributaria adicional destinada a 
estos destinos ocasione el desbarajuste total de la econo- 
mía del país. ¿O acaso habrá una inflación devoradora y 
una emisión incontrolada? Como se nos dijo en el Sena- 
do —y presumo igual en la Cámara de Representantes-— 
como si poco menos que estábamos pidiendo la inaugura- 
ción de una gran imprenta de billetes, para atender la 
locura que nos había atacado por querer mejorar las do- 
taciones de determinados organismos. Además el Poder 
Ejecutivo, aparte de disponer esos aumentos de gastos, 
anticipa desde ya, en una actitud que me parece buena 
pero sorprendente —está en el Mensaje y además lo dijo 
el titular de la Cartera de Salud Pública— que en uso 
del arbitrio legal contenido en el artículo 29 de una 
vieja disposición van a colmar la necesidad de mayores 
rubros para el Ministerio de Salud Pública. Lo aplaudo, 
me parece bien; pero nuevamente vale la pena acotar: 
¿No habíamos quedado en que no había recursos? ¿O es 
que hay cuando el. Poder Ejecutivo maneja la bolsa, y 
no cuando el Parlamento lo dispone? El sistema es ade- 
más erróneo porque es violatorio de la ley, no siendo 
para esas situaciones que está legislado el artículo 29. El 
hecho de que el Poder Ejecutivo anticipe en el Mensaje 
que nos mandó hace un mes y algo, que tendrá circuns- 
tancias extraordinarias en el correr del ejercicio presu- 
puestal de este año, por las cuales va a gastar fondos no 
previstos es insólito. Supcngo que debe haber anticipado 
que en Salud Pública va a producirse una epidemia; si 
no es así, no puede gastar con cargo a los destinos ex- 
tras del artículo 29. Creo que es una forma muy errónea 
de gastar dineros públicos, porque es de muy difícil con- 
tralor para el Parlamento. Quizá para el Poder Ejecuti- 
vo sea, como sistema de gasto, especialmente agradable. 
“Tengo autorización para circunstancias extraordinarias 
y lo destino para lo que a mí se me ocurra; no para 
lo que el Parlamento quiso”. El Parlamento quería —y 
será un “quería” si es que los vetos quedan aprobados— 
incrementar determinados gastos en Salud Pública, pero 
nos dijeron que no bor esos motivos de fuerza mayor 
que nos informaron. Pero ahora el Poder Ejecutivo en el 
Mensaje —y el señor Ministro de Salud Pública lo co- 
rrobora— dice “no”, cuando ustedes lo votan y dice “sí” 
cuando a mí me parezca prudente, anticipándome a decir 
de antemano ——<on todo caradurismo, si cabe la expre- 
sión— que no me importan los criterios de ustedes. 


Es un poco la misma forma de actuar que señalaba 
el señor legislador Senatore, de que se veta pero que 
después se saca el decreto estableciendo lo vetado, porque 
el gobierno es el que manda, y los demás hacen lo que 
pueden, y lo soportan. 


Desde el envío del Mensaje presupuestal, el Poder 
Ejecutivo expresó que no tenía un peso más, que no po- 
día hacer más. Sin embargo, lleva prácticamente aumen- 
tado lo proyectado inicialmente en N$ 10.000:000.000 pa- 
ra diversos destinos a los requeridos por el Parlamento. 
Con esos fondos acrectentando en forma importante lo 
que llamaría los gastos “movibiles” —entre comillas — 
que tiene el Estado, porque hay otros que son inamovi- 
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bles como el aporte a la Dirección General de la Segu- 
ridad Social, el pago de la deuda externa, el pago de 
intereses y amortizaciones, etcétera, 


Ese Poder Ejecutivo que nos dijo a todos —no sólo 
a nosotros que somos la oposición— que no tenía más 
dinero, siempre lo encuentra cuando el momento le llega 
a él Cuando sus representantes venían a las Comisiones 
o a Sala de sesiones siempre arguía que no existían fon- 
dos ni posibilidad de obtenerlos. Es importante que que- 
de esto claro porque es el hilo conductor de este lamen- 
table trámite presupuestal. 


El Poder Ejecutivo deliberadamente, amparado en 
disposiciones legales y constitucionales —aclaro que el 
tema no está ahí; no siempre la facultad implica el de- 
recho de hacer, ni la violación de la ética tiene por qué 
estar prohibida— deliberadamente, amparado, repito, en 
razones no valederas ni compartibles, sustrajo la posibi- 
lidad de discusión entre él y el Parlamento sobre el uso 
de aumentos presupuestales. 


Recurro a la memoria de los señores legisladores, so- 
bre todo de aquellos que actuaron en las Comisiones de 
Presupuesto respectivas, que son muchos, porque son Co- 
misiones muy numerosas. Aparte de alguna disposición 
de tono menor, de esas en las cuales más vale no perder 
el tiempo. El Poder Ejecutivo mantuvo una sola posición 
negativa sobre cualquier cambio. ¿En alguna cosa im- 
portante en materia de gastos el Poder Ejecutivo, a tra- 
vés de sus representantes, nos dijo que estaba de acuer- 
do? ¿En algún gasto de entidad que deseábamos reforzar 
O crear nos dijeron que sí? Sistemáticamente siempre nos 
manifestaron que no, sin perjuicio de que en algunos 
casos, como en el de Salud Pública, decían que luego 
arreglarían. 


SEÑOR LOMBARDO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR LOMBARDO. — Señor Presidente: a esta 
altura de la exposición del señor legislador García Costa 
quisiera marcar una clara contradicción en su línea de 
pensamiento. 


El señor legislador acaba de señalar que el Poder 
Ejecutivo en ningún momento estaba dispuesto a encon- 
trar mecanismos de conciliación o de entendimiento. Al 
respecto quiero significar que no fue el Poder Ejecutivo 
el que dijo: “ni un peso atrás”. 


Como integrante de la Subcomisión que, junto con 
los señores legisladores Forteza y Cataldi integramos en 
la Cámara de Representantes a los efectos de lograr un 
entendimiento, puedo asegurar que buscamos los cami- 
nos posibles para encontrar una solución política al asun- 
to, y puedo afirmar también, que “ni un peso atrás” no 
lo dijo el Poder Ejecutivo. 


De todas maneras, si eso no fuera válido y fuera real- 
mente como el señor legislador García Costa lo está plan- 
teando ¿a qué responden los incrementos que produjo el 
Poder Ejecutivo. a través del Mensaje complementario, si 
había tanta inflexibilidad? No todos los aumentos respon- 
den a lo que el Poder Ejecutivo quiso hacer, sino a lo 
que pusieron de manifiesto los partidos de oposición en 
el seno de este Parlamento. Por ejemplo, se incrementa- 
ron las partidas para Salud Pública y para los organis- 
mos de enseñanza. 


Asimismo, es bueno aclarar que de ese cincuenta y 
pico por ciento del Mensaje complementario que respon- 
día a los gastos que el Poder Ejecutivo quería hacer, es- 
taban las inversiones del Ministerio de ¡Defensa Nacional 
que dicho Poder había anunciado que no iba a enviar en 
el Mensaje inicial. Por lo tanto, eso no se puede medir 
en esos términos, sino que simplemente hay que remitirse 
al Mensaje original donde faltaban las inversiones del Mi- 
nisterio de Defensa Nacional 
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Para mayor abundamiento en el tema, deseo señalar 
que las inversiones del Ministerio de Defensa Nacional 
fueron votadas en este Parlamento. Como se sabe, el Par- 
tido Colorado no contaba con la mayoría necesaria para 
aprobar esas inversiones y, por lo tanto, es claro que 
ellas fueron aprobadas con los votos de los partidos de 
oposición. 


Ya que nos estamos introduciendo en el manejo de 
la situación, debemos convenir en que si hubo avaricia 
política quizás ésta haya provenido de todos lados. No 
se le puede acusar al Poder Ejecutivo de no haber que- 
rido negociar, ni de haber buscado un camino, cuando se 
acaba de decir que el propio Poder Ejecutivo produjo los 
aumentos a que se hizo referencia. 


Creo que en esto debemos realizar un esfuerzo con 
el fin de entendernos y esclarecer las cosas. Aquí estamos 
hablando de la forma como enfocar el Presupuesto. El 
punto de partida del Poder Ejecutivo fue que el Presu- 
puesto no podía incrementarse más allá de determinados 
niveles porque está sobredimensionado para las posibili- 
dades del país. En el año 1981 llegamos a tener un déficit 
del 28 % del producto, que es una verdadera aberración. 
En esos términos debemos ser todos conscientes de que 
en un país empobrecido y con una recesión muy grande, 
se tiene que ajustar el tamaño del Estado a las circuns- 
tancias del caso. 


¿Cómo podemos modificar la composición del gasto 
del Estado? ¿La podemos cambiar reduciendo los gastos? 
¿Podemos reducir los gastos del Estado? En aquellos ru- 
bros que es posible se hizo y se hará, pero todos somos 
conscientes de la rigidez del gasto del Estado. 


Entonces, la tendencia a la reestructura del gasto pú- 
blico la tenemos que hacer en los incrementos que pue- 
dan producirse. En la medida en que podamos incremen- 
tar el gasto público, variamos la tendencia de transfor- 
mación del perfil del gasto público. Precisamente ese es 
el dato más significativo de esto, porque si analizamos el 
incremento de los gastos, de los rubros 2 al 9 del Pre- 
supuesto Nacional, notaremos claramente que el incre- 
mento que significa este Presupuesto respecto del ante- 
rior está distribuido de esta forma: el 50% de ese au: 
mento de gasto está destinado a Salud Pública; el 20 % 
a los organismos de Enseñanza y lo que queda está dis- 
tribuido entre todo el resto del Presupuesto. 


Quiere decir, entonces, que el Poder Ejecutivo, en la 
medida de sus posibilidades incrementó el Presupuesto 
en un margen muy pequeño, es cierto, porque así lo ad- 
miten las condiciones del país. Sin embargo, en ese por- 
lO está la verdadera tendencia del incremento del 
gasto. 


Ya que estamos haciendo referencia a los organismos 
del artículo 220 de la Constitución, debo decir que nues- 
tra bancada, hasta con dolor, va a tener que acompañar 
los vetos interpuestos. Seguramente, quisiéramos brindar 
las mayores posibilidades para el fortalecimiento del Po- 
der Judicial, de los organismos de enseñanza, etcétera. 
Pero en esos entes fue donde se produjeron los mayores 
incrementos en retribuciones personales. No se debe olvi- 
dar que en la Administración Central el incremento des- 
tinado a aumentar los sueldos es del 5 % por vía de rees- 
tructura, y este porcentaje va a empezar a regir a partir 
del 19 de julio. Sin embargo en los organismos del 220, 
el incremento es del 20 %, y del 17,8 % en el caso del 
Poder Judicial. 


A nadie se le ocurrió reducir determinados gastos 
porque, naturalmente, ello iba a producir una distorsión 
muy seria, ya fuera a nivel de gastos o político. Feliz- 
mente, fuimos muy consecuentes en este aspecto en el 
seno del Parlamento y aprobamos una serie de disposi- 
ciones que, de alguna forma "mantenían la situación vi- 
gente. 


Quería hacer estas precisiones, señor Presidente, por- 
que considero que no podemos incurrir en este tipo de 
contradicciones cuando lo que estamos analizando es la 
conducta de los distintos partidos. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Oyendo al señor legis- 
lador Lombardo recordaba que las expresiones que oí de 
parte del Poder Ejecutivo en el trámite presupuestal eran 
exactamente ésas; o sea: no se pueden aumentar los 
porcentajes destinados a gastos públicos, no es posible 
aumentar la presión tributaria, etcétera. En fin, todas 
las consideraciones que anteriormente traje a colación. 
Pero lo que ocurre es que el señor legislador Lombardo 
está muy cerca del Poder Ejecutivo, lo que encuentro 
espléndidamente bien, pero yo estoy muy lejos, por lo 
que no coincido con esas manifestaciones. 


Las expresiones del señor legislador Lombardo nos 
llevan a plantear lo que es una entelequia. 


Partiendo de la base que el monto presupuestal que 
aprobó la mayoría del Senado superaba el Mensaje del 
Poder Ejecutivo en N$ 14.000:000.000 y además hay in- 
gresos que no habían sido computados, y siguen sin com- 
putarse y que por vía de crecimiento de los gastos el Po- 
der Ejecutivo ha aumentado su propuesta en nuevos pe- 
sos 10.000:000.000 quizás fuera posible hallar una solu- 
ción no tan distante entre esas sumas, y con ello cumplir 
íntegramente con el Presupuesto que aprobó la mayoría 
del Senado. Repárese la escasa diferencia entre lo que 
votó el Senado y lo que el Ejecutivo incrementó al Pre- 
supuesto durante el trámite. 


Todos los incrementos para ANEP, la Universidad y 
el Poder Judicial, quedan cubiertos. Naturalmente para 
cumplir tal hipótesis el Poder Ejecutivo tiene que com- 
partir que, aparte de llorar abrazados con nosotros en el 
deseo desesperado aunque imposible de allegarle fondos 
a la Enseñanza, a Salud Pública y al Poder Judicial, exis- 
ten recursos que los tendrá que destinar a esos fines y 
no a otros, como lo hiciera con N$ 10.000:000.000, con 
lo que estaríamos a centímetros de un acuerdo, Para lle- 
gar al equilibrio total recordemos algunos de los impues- 
tos que el Partido Nacional propuso, que no son inflacio- 
narios, que tienen certeza en la recaudación y que fue- 
ron rechazados porque se nos dijo que la presión tribu- 
taria no podía incrementarse. Pero con algunos de estos 
impuestos propuestos, más los N$ 10.000:000.000 que ya 
tenía el Poder Ejecutivo estamos en cifras iguales y ello 
permitiría aprobar de total acuerdo el Presupuesto Na- 
cional, aunque no sería exactamente el que quería el 
Poder Ejecutivo. Aprobaríamos el Presupuesto que que- 
ría la mayoría del Senado. Presumo que quienes habían 
dicho: “No podemos”, al demostrarse en esa hipótesis 
que habían posibilidades ciertas, podrían ahora sí votar 
favorablemente. 


Cuando se examina esta realidad no se sabe la causa 
de tal proceder pero es evidente que tal conducta logra 
habilitar al Poder Ejecutivo para procurar ser el rector 
esencial del Presupuesto. Asume así una actitud negativa 
frente al Parlamento en cuanto a las modificaciones y 
una actitud positiva cuando le corresponde en el proce- 
dimiento presupuestal decidir a él. 


Considero esa actitud un tremendo error, una pésima 
manera de conducir las relaciones entre un poder y otro. 
En el Parlamento había buena voluntad y muchas veces 
lo demostramos recortando gastos que se nos proponían, 
como ocurrió con ANEP, Universidad y Poder Judicial. 
En esa oportunidad, podríamos haber dicho que aceptá- 
bamos íntegramente las propuestas de esos Institutos y 
que otros pagaran el gasto. Nuestra actitud fue muy dis- 
tinta, aceptamos y votamos aumentos imprescindibles, pa- 
ro disminuimos lo posible. La posición del Ejecutivo fue: 
“Yo mando y hago lo que quiero cuando a mí me con- 
cierne disponer”. 


Esos fondos que finalmente aparecen en la propuesta 
del Ejecutivo hubieran permitido todas las soluciones que 
deseaba el Legislativo sin ninguna clase de problema. Po- 
dríamos haber evitado este enfrentamiento, los vetos y 
modificado este Presupuesto que se aprobará, quiérase 
O no con graves defectos por los criterios encontrados de 
Ejecutivo y Legislativo. 
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Ninguna ley —y el Presupuesto lo es— puede ser 
efectiva en su redacción cuando existen artículos que han 
sido podados o cambiados en un enfrentamiento de cri- 
terios. Por lo tanto, este no puede ser un buen Presu- 
puesto; es producto de la actividad no combinada, anta- 
gónica de los dos Poderes. Podríamos haber logrado, si 
se hubiera actuado de otra forma, que no se produjeran 
en el país los conflictos funcionales que hoy se viven. 
¿Por qué? Porque lo que nosotros advertimos también 
lo advierten los funcionarios. Los funcionarios a los que 
se les niega el aumento que el Parlamento les concedió 
por mayoría, saben que el dinero está. Lo que ocurre es 
que el Poder Ejecutivo lo destina a otros rubros que a él 
le parecen mejor. 


. SEÑOR LOMBARDO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR LOMBARDO. — Confieso que me sigue re- 
sultando contradictorio el hilo del pensamiento que está 
desarrollando el señor legislador García Costa. 


Daría la impresión, de acuerdo a sus palabras, que 
el Poder Ejecutivo hubiera actuado por capricho y hubie- 
ra gastado lo que "de le pedía en el Parlamento en otras 
cosas que en nada hacían a las reclamaciones que se ha- 
bían efectuado desde este Poder. Creo que esto es una 
contradicción. No resulta lógico. 


El Poder Ejecutivo está pagando el costo político de 
su responsabilidad, la que ha asumido enteramente. 


La responsabilidad del Poder Ejecutivo era la de 
mantener determinados parámetros en el nivel de tribu- 
tación y en el de déficit fiscal. Por lo tanto, no se puede 
plantear aque haya habido un incremento ni en la tribu- 
tación ni en el déficit fiscal, La tributación sigue estando 
en el orden del 18 % del producto y el déficit fiscal, tal 
como estaba establecido de acuerdo a los vetos, en el 5 %. 


Entonces, si el Poder Ejecutivo estaba dispuesto a 
violar esos topes que había establecido como cota, ¿para 
qué iba a pagar ese costo político de tener que aplicar 
los vetos y, mediante esta fórmula, asumir este tipo de 
responsabilidad? Más cómoda hubiera sido la posición del 
cesar Ejecutivo si contemplara las aspiraciones plan- 
teadas. 


El Poder Ejecutivo se ha visto obligado a plantear 
los vetos como consecuencia de esa actitud, de ningún 
paso atrás, que fue planteada por distintos sectores po- 
líticos del país. 


SEÑOR LAMAS. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR LAMAS. — Le agradezco al señor legislador 
García Costa la oportunidad que me concede de dirigir- 
me al Cuerpo y, al mismo tiempo, hacer alguna reflexión 
sobre su exposición. 


Debo señalar, en primer término, que el señor legis- 
lador García Costa está incurriendo en un error cuando 
cita el artículo 22 por el cual se reduce la autorización 
que tiene el Poder Ejecutivo para hacer gastos por cir- 
cunstancias extraordinarias, porque esa disposición que 
se votó en el Senado, fue eliminada en la Cámara de 
Representantes. O sea, que hay una etapa del proceso 
presupuestal que el señor legislador García Costa está 
ignorando en este momento. 


Quiere decir que la autorización para gastos que tiene 
el Poder Ejecutivo, más allá de lo previsto en el Presu- 
puesto, no es del 2 %, como a pedido de dicho Poder se 
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había acotado en la Cámara de Senadores, sino que es 
del 6 %, como quedó definitivamente establecido en el 
texto aprobado por la Cámara de Representantes. Este 
Parlamento, con el voto unánime de sus integrantes vota 
el he % y no el 2%, como había solicitado el Poder Eje- 
cultivo. 


Deseo hacer esta aclaración porque el señor legisla- 
dor García Costa, repito, está incurriendo en un error. 
Por otra parte debo mencionar algunas cifras ante el ar- 
gumento del señor legislador García Costa. Según él ha- 
bía recursos, que el Poder Ejecutivo tendría escondidos 
y habrían aparecido en el curso del proceso parlamenta- 
rio del Presupuesto. Eso no es así y poseo algunas cifras 
que lo demuestran. 


El proyecto original del Poder Ejecutivo era de 
N$ 155.715:176.000. El proyecto tal cual queda aprobado 
—si es que prospera la totalidad de los vetos— es de 
N$ 163.672:000.000; quiere decir que hay un incremento 
que está ubicado en los N$ 8.000:000.000. Esa es la dife- 
rencia entre lo que el Poder Ejecutivo pidió en su Men- 
saje original y lo que resulta del Presupuesto aprobado 
por el Poder Legislativo, incluyendo los vetos del Poder 
Ejecutivo. 


Quiere decir que el Poder Ejecutivo tiene la obliga- 
ción -——siguiendo el argumento del señor legislador Gar- 
cía Costa— de explicar esa diferencia de nuevos pesos 
8.000:000.000. ¿Por qué ahora hay N$ 8.000:000.000, que 
antes no había? 


Me remito a loz hechos: N$ 1.626:000.000, corres- 
ponden a inversiones que se pagan con recursos extra 
presupuestales, básicamente las inversiones en la Direc- 
ción General de Infraestructura Aeronáutica, aque todos 
sabemos, hoy dependen del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal. Parte de esta suma fundamentalmente se destina a 
la construcción de los aeropuertos nacionales, nuevos pe- 
sos 1.303:000.000, y otra parte N$ 41:000.000, a la Avia- 
ción Civil O sea que hay en aumento N$ 1.626:000.000 
que —repito— se pagan con recursos extra presupues- 
tales y no aumentan el déficit. 


Además, hay N$ 4.336:000.000, que fueron incorpo- 
rados en el trámite parlamentario, por la vía de creación 
de recursos. Esa es una realidad. En el trámite parla- 
mentario se encontró la posibilidad de crear nuevos re- 
cursos que suman N$ 4.436:000.000. Esta suma no la te- 
nía el Poder Ejecutivo, la creó el Parlamento. 


Existen asimismo, N$ 1.069:000.000 que resultan del 
siguiente cálculo: de los N$ 8.000:000.000 de aumento 
presupuestal, más del 50 % corresponde a mejoras sala- 
riales, puesto que hay N$ 4.000:000.000, destinados a ese 
rubro. Todos sabemos que las mejoras salariales incluyen 
los gastos que debe pagar el organismo respectivo, a 
Previsión Social. Eso, dentro de la estructura global del 
Presupuesto, significa una transferencia, es un movimien- 
to de caja y no un gasto real. Y este gasto, que no es 
tal, asciende a la cifra referida: N$ 1.069:000.000. 


Es decir que si comparamos lo que presentó el Po- 
der Ejecutivo y lo que salió aprobado más los vetos hay 
apenas una diferencia, de N$ 925:000.000, que, en el 
A del Presupuesto, creo que no tiene demasiada 
entidad. 


Debo señalar todo esto, señor Presidente, porque 
aquí hay una posición por lo menos consecuente del Po- 
der Ejecutivo entre lo que fue su Mensaje original y lo 
que ha sido el Mensaje final, incluyendo los vetos. No se 
trata de N$ 10.000:000.000, sino que son nuevos pesos 
8.000:000.000. De esta cifra, que fue el aumento presu- 
puestal, N$ 4.000:000.000 están financiados con recursos 
creados por el Parlamento. Aproximadamente nuevos pe- 
sos 1.500:000.000, tiene financiación extra presupuestal y 
e de N$ 1:000.000, no son gastos, sino transferencias 

e caja. 


El único aumento del déficit entre el Mensaje original 
y este texto que resultaría aprobado, de no prosperar el 
levantamiento de los vetos, es inferior a los nuevos pe- 
sos 1.000:000,000. 
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Todo esto es lo que quería acotar referido a las ex- 
presiones del señor legislador García Costa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Muy brevemente, se- 
ñor Presidente, voy a hacer referencia a las “acotacio- 
nes” que mencionaba el señor legislador Lamas. 


El legislador me entendió mal. No dije que se trataba 
de un 2%. Hablé simplemente, del procedimiento; puesto 
que sé que es el 6 %. Precisamente tengo aquí en mi 
banca el del artículo 29 que da lugar al tema. 


Expresé que la utilización de ese arbitrio, como for- 
ma de complementar lo que en otras disposiciones se le 
negaba al Ministerio de Salud Pública, en primer lugar 
era altamente cuestionable legalmente; y en segundo lu- 
gar es discutible desde el punto de vista de la relación 
de Poderes, porque, deliberadamente, se escamotea la in- 
tervención del Poder Legislativo y se la reserva para el 
Poder Ejecutivo. 


Agregue usted —si es que desea sumar algo más— 
que esto queda en el arbitrio del Ministerio de Economía 
y Finanzas, puesto que no es una obligación sino una 
facultad legal. Por lo tanto, si ese destino no le parece 
atendible a Economía, no lo cumple y “Santas Pascuas”. 
A diferencia de lo que es una asignación de gasto que la 
ley obliga a cumplirla, esto es meramente un anticipo del 
criterio que utilizará, o no, el Poder Ejecutivo. 


El aumento a que hice referencia, llega casi a 
N$ 10.000:000.000, porque agrega a los N$ 8.000:000.0009, 
que mencionó el señor legislador Lamas, los nuevos pe- 
sos 2.000:000.000 a los que hace referencia el Mensaje 
de los vetos y que el Poder Ejecutivo, a través de su 
Ministro de Salud Pública, confirmara públicamente: “nos 
van a compensar lo necesario para complementar la par- 
tida de gastos que requerimos”. 


Lo que anoté y reitero, es que el país tendrá, me- 
diante las modificaciones estrictamente originadas en el 
Poder Ejecutivo, un Presupuesto mayor, en nuevos pesos 
8.000:000.000, más una partida que, eventualmente pro- 
mete el Poder Ejecutivo por N$ 2.000:000.000, que el que 
originalmente propusiera este último al Parlamento. 


Finalmente el señor legislador expresa que tan es la 
buena voluntad, o la circunstancia que vive el Poder Eje- 
cutivo que naturalmente hubo que aprobar impuestos pa- 
ra poder gastar más. Esto es así. 


Pero no olvidemos que el Poder Ejecutivo dijo que 
la capacidad tributaria estaba agotada, que era imposi- 
ble aumentar la presión tributaria nacional y que el país 
está al borde de su capacidad de pago cuando el Parla- 
mento procuraba recursos para los aumentos. Este Poder, 
cuando precisó dinero, trajo un impuesto que le rinde, 
de acuerdo a sus propios cálculos, N$ 2.700:000.000, en 
valores a enero de 1986, pero cuando el Poder Legislativo 
procuraba fórmulas tributarias manifestaba su absoluta 
imposibilidad. 


Considero que el problema radica en que el Poder 
Ejecutivo nos dijo demasiadas cosas que no cumplió lue- 
go en el trámite presupuestal, y una de las que expresó 
—y el señor legislador Lombardo lo termina de confir- 
mar-— es que no era posible aumentar la presión tribu- 
taria y se contradice. Sin embargo ello era harto posible 
y la prueba más flagrante es que no vetó este impuesto. 
Difícilmente lo iba a hacer si él mismo lo ha traído y 
fue introducido por él en el ámbito parlamentario. 


Esas soluciones eran las que el Parlamento aspiraba 
que nos dieran fórmulas tributarias para allegar fondos 
con determinados destinos. Pero el Poder Ejecutivo decía 
que no, que lo lamentaba, que lo deploraba, pero que no 
había capacidad tributaria, ¿Qué otra solución quedaba 
no habiendo capacidad tributaria ni posibilidad de au- 
mentar el déficit? Era someternos a la triste consecuen- 
cia de que no habiendo fondos y siendo absolutamente 
imposible conseguirlos tendríamos que remediarnos con 
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lo que había, y eso conlleva a que lo que el Parlamento 
procuraba, que es mejorar determinados sectores, fuera 
imposible. 


Ese fue el “leit-motiv” desde el primer día hasta 
hoy, del desacuerdo entre Poder Ejecutivo y Parlamento. 
Es de presumir que el señor legislador Lamas va a se- 
guir respetándolo y en el momento de votar los vetos, 
los acompañará porque cree en la política del Poder Eje- 
cutivo. En cambio, yo no creo en ella, porque en materia 
presupuestal fue totalmente obcecada, incapaz de mirar 
hacia adelante y de llegar a lo que el país precisaba, O 
sea, un Presupuesto hecho entre todos, lo que no era tan 
difícil, salvo si cada uno se encasillaba, aceptando lo su- 
yo y nada más. Nosotros no hicimos eso; el que lo hizo 
fue el Poder Ejecutivo. Se nos dice ahora que se intentó 
acercamientos en procura de soluciones. Inclusive el se- 
ñor legislador Lombardo manifiesta que hizo gestiones. 
Yo también las hice. Pero, vale la pena no preguntarnos 
qué gestiones iban a dar resultados positivos ante un Po- 
der Ejecutivo representado por un Ministro de Economía 
y Finanzas y por un Director de la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto, que son exquisitas personas, pero 
que se habían propuesto llegar al Presupuesto que ellos 
tenían en mente con abstracción de lo que sostuviera el 
Parlamento. Tengo la impresión —y no creo decir nada 
ofensivo— además, de que alguien les sopló al oído que 
no se preocuparan porque el Poder Ejecutivo contaba 
con los dos quintos de votos en la Asamblea, por lo que 
podría vetar cualquier cosa, y les dijeron: “Hagan el 
Presupuesto que quieran; no el que puedan en acuerdo 
con el Parlamento”. 


Todo eso es muy desgraciado porque llevó a que se 
hiciera un Presupuesto de enfrentamientos que resultó 
ser cojo, tuerto y mal orientado. Las consecuencias que 
traerá las vivirá el país durante años porque es muy 
difícil modificar el Presupuesto en el correr del quin- 
quenio de su vigencia. 


Ya ahora resulta que las dificultades son tantas que 
los diarios dicen con cierto entusiasmo que se modifica- 
rán en la Rendición de Cuentas muchos aspectos, y cu- 
yos cambios hoy son inasequibles para el Poder Ejecu- 
tivo. Claro está que esos mismos diarios, tal como lo 
dice el Ejecutivo, agregan: “si fuere posible”. Práctica- 
mente, es como no decir nada, porque solo se afirma 
que se solucionarán los problemas si se puede. ¿Y quién 
es el juez de ese “si fuere posible”? “Yo” dice el Poder 
Ejecutivo. 


No deseo extenderme más y particularmente en ma- 
teria de cifras porque creo que no se trata de un pro- 
blema de números. Estimo que a ninguno de los 25 óú 
30 legisladores que participaron en las Comisiones de 
Presupuesto les cause ninguna impresión que se diga que 
hubo un “leit-motiv” repetitivo de parte del Poder Eje- 
cutivo en cuanto a sus dificultades para aumentar el dé- 
ficit, los tributos, o el volumen global del Presupuesto. 
No se trata de un descubrimiento de quien habla; lo es- 
cuchamos todos de boca de los jerarcas de Economía y 
Planeamiento decenas de veces. Tampoco puede sorpren- 
der que diga que N$ 10.000:000.000 aumentó el Presu- 
puesto el mismo Ejecutivo que decía de la imposibilidad 
total de mayores gastos. Así como que no es novedad que 
digamos que las modificaciones no son el resultado de io 
que deberían haber sido, o sea de aunar criterios entre 
los dos Poderes. 


SEÑOR LAMAS. — No es cierto. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Quería dejar sentadas 
esas circunstancias. 


Es muy lamentable —no es culpa de ningún partido 
en particular, sino del Parlamento— que algunos inte- 
grantes de la bancada del Partido Colorado repitiendo 
los criterios de Economía y Planeamiento nos hayan di- 
cho que no valía la pena intentar modificaciones de ma- 
yores gastos presupuestales, puesto que no había dinero, 
ni siquiera un centésimo, y que no había posibilidad de 
aumentar la tributación para esos fines. Pienso que al- 
gunos no hubieran dicho algunas cosas que marcan su 
incongruencia con la actitud final del Poder Ejecutivo. 
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SEÑOR LAMAS. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR LAMAS. — Me veo en la obligación de ha- 
cer algunas precisiones ante lo expresado por el señor 
legislador García Costa, porque creo que su discurso 
—que es muy afectista— no se ha apegado a la realidad 
de los números. 


De la información que he brindado surge que el au- 
mento del Presupuesto es de N$ 8.800:000.000, por lo que 
el señor legislador está agregando N$ 2.000:000.000 que 
ya están incluidos en el cálculo. De manera que está 
equivocado en su apreciación, porque esa cifra ya está 
comprendida y no aumenta el Presupuesto. 


En cuanto a lo que señala el señor legislador acerca 
de que no existió una interrelación o un acuerdo entre 
el Poder Ejecutivo y el Legislativo, debo decir que no 
es cierto, porque en una materia en la que el Parla- 
mento tiene iniciativa ilimitada, como es la de creación 
de recursos, algún sector de la oposición propuso crear 
un impuesto a la renta de los bancos en un momento 
en que no constituyen una actividad rentable. Lo fue- 
ron pero en otro momento; ahora ya no lo son, o 
sea que se proponía crear un impuesto que no iba a ge- 
nerar un solo peso para las arcas del Estado. En cam- 
bio, el Poder Ejecutivo propuso, en su lugar, ese impuesto 
a que se refiere el señor legislador García Costa, que 
generará N$ 2.704:000.000 y que gravará al activo de 
los bancos. Es decir que los bancos tendrán que pagar, a 
propuesta del Poder Ejecutivo, ese dinero que el Parla- 
mento estaba reclamando para hacer mejoras, entre otras, 
en las retribuciones de los funcionarios públicos. 


No se trataba de proponer iniciativas fantásticas co- 
mo se le ocurrió a alguien, que dijo que se podría crear 
un impuesto a la renta de los bancos, con lo que se de- 
jaba contentos a todos y en especial a los bancos que no 
pagarían nada, ya que sabido es que ese impuesto sólo 
se paga cuando existen rentas. Lo que aquí hemos crea- 
do, es un impuesto que genera recursos reales y que 
surgió del intercambio de ideas, porque fue propuesto 
por el Poder Ejecutivo y votado por el Parlamento. De 
la misma forma podría referirme respecto a los otros 
impuestos que alcanzan, en la cifra total los nuevos pe- 
sos 4.182:000.000, o los recursos nuevos que fueron crea- 
dos y surgieron de la discusión que hubo entre los par- 
lamentarios y los miembros del Poder Ejecutivo. 


Quiere decir que no puede afirmarse que no hubo 
diálogo; él existió y permitió crear recursos para finan- 
ciar más de la mitad del incremento que sufrió el Pre- 
supuesto. 


Pienso que también debe señalarse otro hecho. Esa 
oposición que dice que el Poder Ejecutivo se cerró en su 
postura y no admitió el incremento del Presupuesto —lo 
que no es cierto porque se permitió el incremento cuan- 
do estaba financiado— también se cerró en la banda y 
dijo que iba a votar en forma demagógica y libre todo 
lo que correspondía a los organismos comprendidos en 
el artículo 220 de la Constitución, porque es un campo 
en el que puede cultivar sin mayor inconveniente, lo 
que inclusive ha reconocido el señor legislador García 
Costa. Ahí no se trataba de crear ningún recurso, sino 
de dar lo que la enseñanza, el Poder Judicial o el Tri- 
bunal de Cuentas pedía. 


Si vamos a atender todos los requerimientos —<que 
son muy justos y válidos— evidentemente, llegaremos a 
un Presupuesto totalmente desfinanciado como el que 
aprobó este Parlamento. 


También deseo resaltar un hecho que hasta ahora no 
se ha mencionado y que considero importante precisar 
porque hay cosas que a veces no llegan a conocimiento 
de la opinión pública. 


Cada uno de los organismos del Estado, ya sea ANEP 
o el Poder Judicial, así como también el Ministerio de 
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Trabajo y Seguridad Social, el de Economía y Finan- 
zas, el de Salud Pública o los organismos dependientes 
de la Administración Central prepararon y presentaron 
su propio proyecto de presupuesto. Pero por disposición 
constitucional, el Poder Ejecutivo tuvo oportunidad de 
recortar las distintas solicitudes de los Ministerios al en- 
viar el Mensaje al Parlamento, o sea que no pudieron 
recibir lo que pidieron, sino lo que se les podía dar. Pero 
eso no sucedió con los organismos comprendidos en el 
artículo 220 de la Constitución, por propio imperio de la 
norma. 


Además, si el Presupuesto de inversiones del Minis- 
terio de Defensa Nacional llegó tarde fue porque había 
sido tan inflado que el Poder Ejecutivo se vio en la 
necesidad de recortarlo; por eso lo envió en el Mensaje 
Complementario. 


Repito que aquí se están diciendo cosas que no son 
exactas. Se podrá decir que la política seguida es válida 
o no; pero el Poder Ejecutivo ha sido consecuente con 
ella, porque ha dicho que se podía gastar hasta deter- 
minado límite y no más, y que si se gastaba más era 
porque aparecían los recursos que así lo permitían. 


Y la oposición dijo: Vamos a gastar más; vamos a 
gastar todo lo que nos permitan nuestros votos, inde- 
pendientemente de los recursos. Y eso fue lo aue se hizo 
al votarlo. Esto tenemos que señalarlo porque se están ge- 
nerando expectativas. Es muy fácil decir que le vamos 
a aumentar el sueldo a todos los funcionarios de acuerdo 
con lo que cada organismo aspira. Tenemos a la vista 
las planillas y sabemos de las pretensiones de los orga- 
nismos, pero era imposible atenderlas en su totalidad, y 
pese a los vetos, el Poder Ejecutivo destinó al mejora- 
miento de los sueldos de los funcionarios dependientes de 
la Administración Central un incremento real del 7 % 
en valores constantes a enero de 1986, mientras en los 
organismos del 220, el aumento, promedialmente, llega 
al 20%, en los rubros 0 y 1. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. — Hay rebajas. 


SEÑOR LAMAS. — Más allá de que se diga que hay 
rebajas, los números no engañan y señalan un incremen- 
to mayor para los funcionarios de los organismos del 220 
ya que el Poder Ejecutivo tiene clara conciencia que 
estaban y siguen estando sumergidos. Este incremento 
poa Pe is las dependencias de la Administración 

entral, 


Puedo señalar al señor legislador —y existe una ra- 
zón de justicia— que, por ejemplo, los funcionarios del 
Consejo del Niño, que no están aquí presentes porque 
ya se aprobó el Presupuesto del Ministerio de Educación 
y Cultura -——y en este caso no hubo posibilidades de vo- 
tar más allá de la iniciativa del Poder Ejecutivo— ga- 
nan sueldos aún inferiores a los que perciben los del Po- 
der Judicial y aquí nadie se acuerda de ellos, aunque es 
una realidad. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES. — ¡Cómo no! 


SEÑOR LAMAS. — Vamos a ser realistas. Con res- 
pecto al tema de la votación de los recursos, el Poder 
Ejecutivo pensó para el país —en el acierto o en el 
error— elaborando un presupuesto posible y este Parla- 
mento, con el consenso de la oposición, votó un presu- 
puesto desfinanciado. Pienso que lo que tenemos que de- 
finir, porque es la esencia del asunto, es si vamos a apun- 
tar a una política continuista como la que tuvo el régi- 
men en el último año, que tuvo un presupuesto desfinan- 
ciado en un porcentaje cercano al 30% y que generó 
muchos de los males que heredó después el gobierno 
constitucional, o si vamos a tener una política de con- 
tención presupuestal que, en otras palabras, significa gas- 
tar lo que se tiene, no lo que se quiere y lo que no se 
tiene. Creo que esa es la política a la que ha apuntado 
el partido de gobierno, y la que ha defendido. En con- 
secuencia, no hay, pues, ninguna inconsecuencia, sino que 
por el contrario, esa política ha sido muy consecuente. 
Se le ha dicho al país: Acá está la realidad. Y la reali- 
dad es dura. Todos lo sabemos. No hay recursos debajo 
de la manga que permitan financiar, como dice el señor 
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legislador García Costa, a voluntad del Poder Ejecutivo. 
Los números son los que demuestran —y no la literatura 
que ha expresado con la brillantez que lo caracteriza 
el señor legislador García Costa— que el Poder Ejecuti- 
vo, al hacer su planteo realista, tiene razón, y no la tiene 
la oposición tal conío ha manifestado el señor legislador, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador. p 


SEÑOR GARCIA COSTA. — El señor legislador La- 
mas, en primer término, utilizó una expresión totalmen- 
te fuera de lugar y, en segundo lugar, inadecuada. No hay 
ningún carácter demagógico en lo que hemos manifesta- 
do, ni en lo que hizo nuestro partido en materia presu- 
puestal. Cuando votamos un Presupuesto pensando en lo 
que la gente realmente debe ganar, lo hacemos porque 
nos parece justo. Con dicha actitud no estamos compran- 
do a nadie. Puede ser que el señor legislador confunda 
nuestro proceder con el de otra gente que él ha cono- 
cido. Pero, repito, mi partido no compra funcionarios di- 
ciéndoles que pueden ganar más. Cuando nosotros diji- 
mos que los organismos del 220 nos daba la oportuni:- 
dad, era porque realmente es así. Quizás el señor legis- 
lador Lamas pretende que salgamos a decir que como 
el Poder Ejecutivo condena al hambre a los funciona- 
rios del Consejo del Niño, debemos hambrear a todos. 
¿Por dónde cortamos? ¿Por dónde le gusta cortar al se- 
ñor legislador? ¿Cortamos de abajo o de arriba? Si te- 
nemos la oportunidad constitucional de evitar una in- 
justicia con algunos ¿por qué no la vamos a utilizar? 


Antes de usar esas expresiones el señor legislador 
Lamas debe recordar que este Cuerpo está constituido 
por ambas Cámaras. 


Recuerdo —y los señores senadores presentes tam- 
bién lo deben recordar— que durante el trámite del es- 
tudio del Presupuesto, pasó una cosa insólita: la oposi- 
ción proponía impuestos y financiábamos hasta el últi- 
mo centésimo de lo que gastábamos en más. También 
recuerdo la contestación, porque resultaba difícil para 
la bancada del Partido Colorado darla, ya que se le aca- 
baban los argumentos. Primero que íbamos a crear dé- 
ficit, pero los financiábamos. Entonces, se nos dijo: Esos 
son impuestos imposibles; el país no tiene más capa- 
cidad tributaria. Ese era uno de los argumentos que el 
Poder Ejecutivo tenía en su arsenal y que usaba reite- 
radamente cuando le propusimos nuevos impuestos para 
financiar mayores gastos. 


El señor legislador Lamas no tiene derecho a decir- 
me ni a mí ni a mi partido que hacemos demagogía 
cuando proponemos impuestos que están financiados y 
que usted no vota porque está en la misma 'obcecación 
del Poder Ejecutivo y porque usted quiere manejar el 
Presupuesto como lo hace el Partido Colorado, desde el 
gobierno. Pero, nosotros, por el contrario, creemos que 
el Parlamento también tiene derecho a opinar; esta es 
la diferencia. Entonces, no prorrumpamos en ese tipo de 
expresiones que nada tienen que ver con el tema. No he 
faltado el respeto a ningún miembro del Poder Ejecuti- 
vo. Decir que una persona es obcecada o tenaz no creo 
que sea ofender. Tengo amistad personal con el contador 
Zerbino y pienso que reiría, pero no se sentiría ofendido 
si le dijera que es un obcecado. ¿Qué tiene de ofensivo? 
Es una manera de ser, un carácter. 


Demagogia es otra cosa. Ni mi partido ni yo com- 
pramos votos de funcionarios públicos; por el contrario 
lo que estamos haciendo es tratar de ayudar a arreglar 
un tema que también le preocupa al señor legislador La- 
mas. No arreglamos nada diciendo que nos olvidamos de 
los funcionarios del Consejo del Niño. ¿Qué quiere? ¿Que 
haga un discurso para ellos, puesto que no tengo solu- 
ción constitucionalmente posible? Eso sí es demagogia. 
¿Cómo arreglamos el problema? Vote usted con nosotros 
el levantamiento de los vetos y así solucionamos el proble- 
ma de muchos; lo del Consejo del Niño ni usted ni yo 
lo vamos a poder arreglar en esta etapa. 


Me habían solicitado interrupciones los señores le- 
gisladores Fuentes, Batlle y ahora, por último el señor 
legislador Lescano. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador Fuentes. 


SEÑOR FUENTES. — En forma muy breve deseo 
hacer una referencia. 


Como bien dijo el señor legislador García Costa, 
creo que la expresión del señor legislador Lamas respec- 
to a que la oposición votó libre y demagógicamente, es 
desafortunada. Pero además creo que los números pue- 
den avalar la inexactitud de esa información. 


ANEP eleva un presupuesto de N$ 28.876:000.000 
que ya era menos que el preparado por los Consejos Des- 
concentrados. El Parlamento no aprueba el 100% de lo 
que propone ANEP, sino que vota N$ 21.261:000.000. 


La Universidad de la República propone nuevos pe- 
sos 16.871:000.000 para su presupuesto y el Parlamento 
no vota esa cantidad demagógicamente, sino que en fun- 
ción de su responsabilidad, vota N$ 8.000:000.000. 


De manera que no es verdad que el Parlamento, en 
forma libre y demagógica, vote a tapa cerrada, prácti- 
camente, los presupuestos de los organismos del 220. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Batlle. 


SEÑOR BATLLE. — Señor Presidente: sin ninguna 
duda, a lo largo de esta discusión sobre el Presupuesto 
estamos entrando poco a poco en el tema político y quizá 
algo de lo que aquí se ha dicho obedece a lo que ya se 
ha manifestado. 


El estilo particularmente eficaz del señor legislador 
García Costa cuando dice: “obcecación”, tiene un sentido 
y una connotación muy distinta a la que ahora le da. 
La palabra obcecación supone una negativa a considerar 
racionalmente un tema; un obcecado es aquel que porque 
sí, dice que no. El Poder Ejecutivo no ha sido obcecado 
y supongo que el señor senador García Costa tampoco 
ha incurrido en obcecación cuando ha mantenido sus 
puntos de vista con respecto al tema en discusión. 


Por lo tanto, “hasta igualar envido”, y eliminamos 
la palabra de ambas partes. Cuando manifiesta, en esos 
diálogos en que él se mueve, “haz lo que quieras”, “no te 
preocupes que no tienen los tres quintos” está, sin nin- 
guna duda, manejándose en un tono diminutorio con res- 
pecto, no sólo a las personas a quienes en forma literaria 
imagina que tienen ese diálogo, sino a la consideración 
que le merecería el Poder Legislativo a los integrantes del 
Poder Ejecutivo, cuando preparan un presupuesto, con los 
comentarios que él supone se hicieron entre el Ministro 
Zerbino y el contador Davrieux diciendo: “haz lo que 
quieras, no te preocupes porque igual no tienen los tres 
quintos”. 


No creo que esa sea la forma más adecuada de plan- 
tear un tema. 


Digo además, señor Presidente, que aquí no hay 
N$ 8.000:000.000 de diferencia, sino que hay N$ 20.000 ma- 
llones. El presupuesto que se votó en el Senado era del 
orden de los N$ 180.000:000.000. Por lo tanto, lo que aqui 
faltan son los N$ 20.000:000.000. Si falta esa cantidad y el 
Partido Nacicnal y el Frente Amplio tenían los votos 
para aprobar esos impuestos, que, por otra parte votaron 
—yo que no participé en la discusión de la Cámara así 
como tampoco lo hice en la Comisión de Presupuesto ya 
que en virtud de que el señor Presidente estuvo de viaje, 
tuve el gusto de ejercer una breve suplencia como Presi- 
dente de la Asamblea General— ¿por qué no las usaron 
para mantener los impuestos y poder dar a los ciudadanos 
que están dentro de los organismos del artículo 220, es- 
tos N$ 20.000:000.000 de diferencia entre el presupuesto 
votado y el otro? Quiere decir que se avinieron a la tesis 
del Poder Ejecutivo en el sentido de que solamente se 
podían poner impuestos por N$ 4 336:000.000 a pesar de 
que tenían los votos para volver a Crear los gravámenes 
que se habían aprobado en el Senado y donde se votaba 
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una cantidad de impuestos muy importantes como, por 
ejemplo el arancel aduanero y el IMESI que, sin duda, 
aumentaban todos los costos generales del país y que re- 
percutirían sobre el nivel de ingresos globales. 


Digo que en esta materia lo que ha tenido el Poder 
Ejecutivo no ha sido obcecación, como lo ha demostrado 
a lo largo de este año en todos los temas, tanto políticos 
como financieros. Discutimos la Refinanciación, la Ren- 
Gición de Cuentas y nos reunimos una, dos, diez veces y 
todas las cosas fueron el fruto de transacciones. Pero 
llega un instante, en materia no de letras, ni de retórica 
sino de número, que el aceptar determinados criterios su- 
pone lanzar al país a algo que hemos visto ya han vivido 
países más fuertes y muy próximos al nuestro. Significa 
llevarlo a un sistema que determina una inflación que 
va mucho más allá de lo que pueda ser tolerable por cual- 
quier sistema. Unicamente por esa razón digo que éste 
es un presupuesto pobre para un país que aún está pobre. 
Dije esto en el Senado cuando inicialmente se discutió 
este presupuesto. Repito que éste es un presupuesto po- 
bre para un país que aún no ha salido de sus dificulta- 
des. Esto es algo que todos tenemos que tener presente 
y para que el país pueda remontar estas dificultares no 
pos iniciar la tarea con un déficit de esta natura- 
eza. 


Esta es la razón por la cual el Poder Ejecutivo, por 
motivos económicos, políticos y, fundamentalmente socia- 
les ha tomado este camino. Es verdad que no se trata del 
camino más agradable. Lo vuelvo a repetir, porque lo dije 
en Comisión, lo manifesté en el Senado y lo expreso nue- 
vamente porque lo siento y creo que es verdad. No es el 
camino más agradable. Habitualmente sucede lo contra- 
rio. Es decir, que es el Poder Ejecutivo el que quiere gas- 
tar y gastar y es la oposición quien dice que no se debe 
hacer. Aquí es al revés, Es el Poder Ejecutivo quien dice: 
“tanto no podemos gastar” a los partidos que no están 
manejando las variables económicas, porque no tienen 
esa responsabilidad. No dice que no se pueda gastar nada, 
dice que no se puede gastar tanto. Inclusive, cuando se 
trató este tema en el Senado, actuando quien habla en 
representación del Partido Colorado y, por lo tanto, del 
Gobierno, en conversaciones con el señor legislador Grar- 
cía Costa y otros legisladores, establecimos la posibili- 
dad de buscar algún recurso para aurentar algo los gas- 
tos, partiendo del nivel en que estaban propuestos, pero 
sin llegar al que finalmente fue sancionado. 


Esta es la razón de fondo del problema, señor Pre- 
sidente, y no existe ninguna otra. Pienso, además, que 
si la situación económica mejora y si como creemos quie- 
nes estamos trabajando en estas cosas el año 1986 es 
mejor, tal como lo pensamos y si hay más recursos, los 
habrá para toda la Administración por igual. Yo res- 
peto a los funcionarios de todos los organismos públicos 
por igual y creo que todos tienen las mismas necesidades. 
Por lo tanto, aun cuando hubiera más recursos, tam- 
poco me parecería correcto que los funcionarios ganen 
en forma desigual en funciones similares. Por esta razón 
creo que el Poder Ejecutivo ha hecho bien y no nos es 
violento sostener esta conducta. Decimos además, como 
lo ha expresado el Poder Ejecutivo que en la medida 
en que el país mejore económicamente, en que el pro- 
ducto bruto interno crezca y se liberen recursos vamos 
a estar en condiciones de mejorar la situación de todos. 


Debemos saber que cada vez que ponemos un peso 
más de impuesto, ese dinero se lo estamos sacando del 
bolsillo a cada uno de los ciudadanos que lo precisa para 
poder vivir. Esta es la razón por la Cual el Poder Eje- 
cutivo en esta circunstancia ha asumido esta posición 
política, de carácter económico y de evidentes repercu- 
siones sociales. Aquellos que Creen que esto les hace mal 
porque no les da lo que necesitan o lo que su esperanzada 
demanda les hacía pensar que podían llegar a tener, 
dentro de pocos meses van a advertir cómo, si el control 
del presupuesto hubiera escapado de manos del Poder 
Ejecutivo y la conducta económica que el Gobierno le 
imprimió el año pasado al sistema y la que pretende 
imprimir este año fuese otra, en lugar de recibir un be- 
neficio obtendrían un perjuicio. Tendrían un aumento 
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nominal pero con una inflación que llegaría, como ha 
sucedido en países limítrofes al 15% mensual, lo que 
determinaría la necesidad de aplicar una política de 
choque que es mucho más grave y penosa y de la cual 
sufren mucho más los que menos tienen, que son los 
que reciben un salario. 


Sentimos que esto no se puede cambiar de un día 
para otro y creemos también que todos los uruguayos 
hemos hecho un esfuerzo para mejorar el nivel del sa- 
lario real durante el año pasado. Además, creemos que 
si nos salimos de esta línea, incurriríamos en un error 
que, por otro lado, nos parece muy grave. Pensamos que 
no estamos equivocados, aunque debamos tener una ac- 
titud dura, que es muy distinta a una actitud obcecada, 
porque se funda en razones y no en obcecaciones. 


Con esto no hacemos más que asegurar el crecimiento 
del salario real en el país y tratar de que en 1986 no 
se produzca solamente un aumento del ingreso real, sino 
un crecimiento del producto. Bien sabido es que el Cre- 
cimiento del salario real del año pasado no obedeció a 
un aumento del producto; este año, para que eso suceda 
nuevamente, habrá que aumentar el producto. Si incu- 
rrimos en un grave déficit ese aumento no tendría lugar. 


Esas son las razones, más allá de las discrepancias 
que existen. Había diferencias en las cifras y ese era el 
problema del país, no lo otro. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — El señor senador Batlle 
nos pregunta por qué no aprobamos impuestos en la 
Cámara de Representantes. Esa pregunta tendría que 
hacérsela a los integrantes de la Suprema Corte de Jus- 
ticia, a quienes se les pidió que para financiar el aumento 
de presupuesto del Poder Judicial propusieran algunas 
tributaciones que, vinculadas a su actividad, permitieran 
suplir los gastos en cuestión. Debo señalar que aportaron 
esos proyectos tributarios, pero el Poder Ejecutivo vetó 
los aumentos del Poder Judicial, pero no los impuestos 
que había aportado la Suprema Corte de Justicia, preci- 
samente con el fin de posibilitar los mayores gastos. Por 
eso digo que esta pregunta no me la tiene que formu- 
lar a mí. 


Mi partido puede cometer muchos errores, pero no 
somos tontos. Cuando haya una voluntad recíproca de 
llegar a un presupuesto en común votaremos los impues- 
tos que sean necesarios. Pero crear impuestos para que 
después nos veten los gastos, no es una conducta que 
vayamos a asumir. 


SEÑOR BATLLE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Batlle. 


SEÑOR BATLLE. — En primer lugar, quiero destacar 
que estoy muy lejos de suponer que el señor legislador 
sea tonto; al contrario, creo que “fuma debajo del agua”. 
Todo el mundo es testigo de su habilidad. Lo acabamos 
de escuchar y lo podemos percibir permanentemente. 


Pienso que una forma muy graciosa de no contestar 
la pregunta, es hacer una referencia al presupuesto y al 
impuesto sugerido por nosotros para dotar de recursos 
al Poder Judicial. No tengo más remedio que hacer una 
aclaración porque el señor legislador repitió algunas ex- 
presiones formuladas públicamente por alguno de sus co- 
egas. En efecto, el señor Presidente de la Comisión de 
Presupuesto del Senado, legislador Don Carlos Julio Pe- 
reyra, y quien habla, mantuvimos una reunión —solici- 
tada por nosotros— con los Presidentes de la Suprema 
Corte de Justicia, del Tribunal de Cuentas y del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo a los efectos de ver 
en qué medida podían colaborar con recursos para satis- 
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facer las necesidades por ellos planteadas. Inclusive, en 
alguna oportunidad el Presidente del Tribunal de Cuentas 
sugirió la posibilidad de que el Estado hiciera las audi- 
torías de los préstamos y cobrara a las propias oficinas, 
con lo que obtendría recursos. 


Por otra parte, hablamos con los señores Presidentes 
del Tribunal úe lo Contencioso Administrativo y de la 
Suprema Corte de Justicia, acerca de la necesidad de 
modificar la estructura y funcionamiento de ambos or- 
ganismos y, fundamentalmente, del Poder Judicial. 


Cuando el señor Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia dio cuenta de ese impuesto en la Comisión 
del Senado —el señor legislador Lacalle Herrera había 
aportado una idea Similar— hizo una argumentación di- 
ciendo que con él se recaudarían N$ 1.00U:000.000 de re- 
Cursos sobre la base de un cálculo de las demandas pre- 
sentadas en un determinado mes. Debo decir que el 
mes en que se hizo el relevamiento era el siguiente al 
de la feria judicial y a los dos meses de paralización de 
las actividades, por lo que se puede deducir que en ese 
lapso había habido una concentración de presentaciones 
de demandas. Para calcular lo que daría ese recurso, se 
raultiplicó esa cantidad por el número de Juzgados de 
Montevideo, y luego se duplicó esa cifra, teniendo en 
Cuenta que en el interior se presentaría una cifra similar 
de demandas. No consideraron que este era un caso ex- 
cepciona', sino que pensaron que se iba a dar todos los 
meses. Si esta situación fuera real, el país no iba a poder 
salir nunca del caos, es decir, si todos los meses, fun- 
damentalmente las instituciones bancarias —que son las 
más importantes y activas acreedoras en esta materia— 
presentaran igual número de demanda por juicio ejecutivo. 


Por lo tanto, los cálculos realizados por la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto y la elemental] considera- 
ción de una extrapolación que era falaciosa, de una sl- 
metría que no se daba en ese asunto, determinó que 
consideráramos que los recursos estaban muy lejos de 
ser los establecidos o los calculados. 


Por otra parte, señor Presidente —-y termino—, en 
materia de gastos y de inversiones a ninguno de los or- 
ganismos del artículo 220 de la Constitución — Tribunal 
de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
Suprema Corte de Justicia y Corte Electoral— se le re- 
taceó un sclo peso; hubo sí una reducción en los sueldos 
propuestos. Con respecto al desfinanciamiento, que su- 
maba miles de millones de pesos, lo cierto es que los 
impuestos votados en el Senado, de motu propio se bo- 
tIraron en la Cámara de Representantes y no se volvieron 
a incorporar. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR LESCANO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
jegislador. 


SEÑOR LESCANO. — Agradezco al señor legislador 
la interrupción que me concede y le prometo que voy 
a ser muy breve, restándole poco tiempo. 


El señor legislador estaba desarrollando una inter- 
vención muy clara, firme y amena y no hubiera deseado 
interrumpirlo si no fuera porque, a mi juicio, el señor 
legislador Lamas, en particular, creo que se extralimitó 
en una acusación grave con respecto a un sector de la 
cposición que trabajó a lo largo de este trámite presu- 
puestal con alto sentido de responsabilidad y pensando 
siempre en el país. 


De ninguna manera podemos aceptar y dejar pasar 
por alto sus palabras. Rechazamos serena y enfática- 
mente. en nombre del Frente Amplio, la acusación de 
que hayamos incurrido en situaciones de demagogia cuan- 
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do por todos los medios posibles hemos tratado de llevar 
a cabo —y el señor legislador Lamas se puso mas rea- 
lista que voceros muy calificados del Partido de Go- 
bierno— una oposición responsable en lo que se refiere 
a los problemas del país. 


Por un lado, el señor legislador Lamas señala que 
el Poder Ejecutivo había venido a conversar y negociar 
con espíritu abierto lo relativo al Presupuesto, y que fue 
la intransigencia opositora la que evitó acuerdos. Como 
integrante de la Comisión de Presupuesto, digo que en 
relación a este tema el Poder Ejecutivo vino a buscar 
un contrato de adhesión de un Parlamento en el que 
bien sabe, el Partido de Gobierno, es minoría. No vino A 
buscar un acuerdo para el que todos estábamos dispues- 
tos a sentarnos y conversar, sino, repito, un contrato de 
adhesión. Esta es la política; esta es la verdad revelada: 
no se puede tocar absolutamente nada de esto. 


No voy a destacar ahora —estamos anotados para 
hacer una intervención de fondo sobre el tema— las 
múltiples instancias en que distintos compañeros de co- 
misiones y subcomisiones, intentaron buscar puntos de 
acercamiento que resolvieran los problemas más urgen- 
tes del país y que permitieran llegar a un Presupuesto 
que aportara soluciones, por lo menos parciales, a sus 
grandes y graves problemas. No se trata, como el Go- 
bierno ha dicho, de un problema de estos días, de Coyun: 
turas, sino que el Presupuesto es un verdadero plan del 
Gobierno del Estado durante cinco años, en el que están 
en juego las diferencias conceptuales de filosofía insal- 
vables acerca de las prioridades que unos y otros asignan 
a las soluciones de los problemas del pais. 


Aquí se vino a hablar de demagogia. Cuando se dijo 
que era necesario reforzar los rubros tendientes a me- 
jorar el paupérrimo salario de los funcionarios públicos 
o los rubros de la salud pública, de la enseñanza o de 
la universidad, amenazada en su pronóstico vital de cum- 
plir con sus necesidades básicas, el Frente Amplio pro- 
puso, en toda circunstancia, una línea de ingresos por 
la vía de la tributación. 


El otro dogma que manejaba el Gobierno era el de 
que no se podía modificar el sistema tributario del país 
bajo ningún concepto, como si se tratara de una verdad 
revelada en cuanto a que dicho sistema fuera justo y 


gravara por igual a todos. 


En lo que tiene que ver con lo manifestado por el 
señor senador Batlle, es verdad; se trata de un país 
empobrecido. Pero también es verdad que los pobres no 
son todos iguales y que las soluciones a los problemas 
deberían provenir de aquellas personas que pudieran tri- 
butar más. Fue entonces que se propusieron impuestos a 
las actividades financieras, frente a las que ahora el 
señor legislador Lamas sostiene categóricamente que el 
único sector que ha luerado con la postración del país 
da pérdidas, resultando, por ello, intocable. Otro tanto 
podemos decir de la actividad suntuaria u otras y ello 
lo demostramos no con demagogia o retórica, sino con 
estudios fundamentados, de rigor técnico y científico en 
cuanto a que se trataba de sectores en los que se podían 
recaudar y significar para el Estado verdaderos ingresos 
Lo que sucede es que están en juego filosofías de carác- 
ter absolutamente distintas. Cuando el Gobierno veta, por 
razones jurídicas o de conveniencia, preguntamos: ¿cuál 
es la conveniencia para unos y otros? ¿La de mantener 
un sistema tributario injusto o los gastos de Defensa 
Nacional, que oscilan en algo más de un 40% del Pre- 
supuesto Nacional o la de atacar el problema de la Salud, 
la Enseñanza o el sueldo de los Funcionarios Públicos? 
Reitero que allí hay filosofías absolutamente distintas. 
Lo que para el Gobierno son conveniencias, para nosotros 
significan inconveniencias y ajeno a lo que debería ser 
el Presupuesto en un marco de verdadero plan de desa- 
rrollo nacional. Y allí vemos una contradicción muy gran- 
de, como lo es la de que a esta oposición demagógica 
—según el señor legislador Lamas— se la convoca hoy 
a un gran esfuerzo de acuerdo nacional al que, por otra 
parte, vamos a concurrir todos los sectores de la oposición 


de este país; eso sí, sin aceptar los dogmas que se pre- 
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tendieron imponer a través del Presupuesto, como si el 
problema del pago de la deuda externa, de los cientos 
de millones de dólares que el país transfirió en recursos 
para el exterior, fuera algo absolutamente innegociable 
v que se encontrara fuera de la agenda de la negocia- 
ción. Ahí sí estaríamos por caminos equivocados, 


Más allá de los problemas jurídicos que estos vetos 
contienen —y a los que en nuestra intervención nos 
vamos a referir— junto a los problemas de Conveniencia 
que son distintos para el Gobierno, se están siguiendo 
pautas absolutamente claras que, a mi modo de ver y 
sin ofender a nadie, no están priorizando en esto el 
verdadero interés nacional. 


Pido disculpas por esta extensa interrupción al señor 
senador García Costa, pero quería dejar claramente esta- 
blecida la posición del Frente Amplio en cuanto a ma- 
nifestar nuestro rechazo categórico al procedimiento y 
a la voluntad política del Poder Ejecutivo para conse- 
guir un acuerdo y Calificar como demagoga la medida 
propiciada en este Parlamento que debería ser respetada 
en función de atender a las necesidades esenciales y 
sociales del país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR AMORIN. — ¿Me permite una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador Amorín. 


SEÑOR AMORIN. — He escuchado atentamente la 
exposición del señor legislador García Costa y, salvo que 
la Mesa rectifique lo que tengo anotado en mi hoja, 
en determinado momento dicho legislador utilizó dos 
términos: uno fue el relativo al carácter lamentable del 
proceso presupuestal gestionado a partir del perfil que 
el Poder Ejecutivo le concedió al mismo, y el segundo 
al que aludió —quisiera equivocarme, pero lo anoté puesto 
que me llamó la atención— lo interpretamos con un sen: 
tido benigno, del mismo modo que pienso se debe in- 
terpretar la utilización del término “demagógico” por el 
señor legislador Lamas. 


Concretamente, señor Presidente, el señor legislador 
García Costa —refiriéndose al señor Ministro— empleó 
la expresión “caradurismo del Poder Ejecutivo” entiendo 
que si la sensibilidad de algunos legisladores respecto a 
la expresión “demagogia del poder político” es profunda, 
también lo debe ser respecto a la de “caradurismo del 
Poder Ejecutivo”. 


La expresión “demagogia” es normal en lo que hace 
a la cultura política. Además, es lógico que la oposición 
tienda a despertar en la conducta del electorado la posi- 
bilidad de instrumentar a su favor en alguna consulta 
futura la actitud crítica ante el proyecto presentado por 
el partido de Gobierno. Eso es algo que no debe lesionar 
a nadie, pero si lo hace deberíamos clarificar la expre- 
sión “caradurismo del Poder Ejecutivo”. 


A este respecto, señor Presidente, pensamos que no 
puede ser caradurismo del señor Ministro, del señor Pre- 
sidente o del Poder Ejecutivo decir a este Parlamento 
y a la República que ningún país del mundo, racional, 
puede dejar de respetar ciertos umbrales y ciertas lo- 
gicas de un Presupuesto. No puede ser caradurismo que 
los denodados estudios de un equipo económico de un 
país culto y racional como el nuestro establezca un tope 
en materia tributaria o que no se pueda aumentar, más 
allá de ciertos límites, el déficit de un Presupuesto. ¿A 
qué tiende esa lógica que fue designada por el señor 
legislador García Costa como “caradurismo del Poder Eje- 
cutivo”? A todo lo contrario de lo que se puede inter- 
pretar en el uso del término, porque el supuesto caradu- 
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rísmo del Gobierno tiene un solo objetivo: no vender 
ilusiones al país ni engañar a los obreros ni a los fun- 
cionarios. ¿Por qué el Poder Ejecutivo y el partido de 
Gobierno sostienen la lógica de este Presupuesto? Porque 
aún se está pensando en recuperar más del 40% del 
poder adquisitivo tomando en cuenta la base cien del 
zño 1968, que lamentablemente se perdió. Si hay una 
lucha con el fin de salvar el salario del trabajador, ¿co- 
mo puede ser que el partido, que tiene la responsabilidad 
de gobernar, le entregue al pais un Presupuesto que de- 
sate la inflación? ¿qué consecuencias puede tener un 
curso inflacionario en el marco y en el contexto histó- 
rico del país? En mi opinión el Gobierno no padece de 
caradurismo. En todo caso, si se quieren utilizar esos 
perfiles de calificación, en lugar de caradurismo creo que 
el Gobierno tiene una cara seria y quiere presentar al 
país un esquema serio de trabajo y al trabajador, al fun- 
cionario y al inversor extranjero el rostro serio de un 
país que quiere trabajar con condiciones efectivas y con 
resultados ciertos. Eso es todo lo contrario al espíritu 
demagógico y es más difícil porque implica soportar Ja 
crítica pública. Además, el partido de Gobierno admite 
que la oposición efectúe sanamente los análisis y las 
críticas que quiere hacer, pero creo que no es admisible, 
si se rechaza el uso del término “demagógico”, que el 
Poder Ejecutivo o el partido de Gobierno sea calificado 
como caradura. En todo Caso, se podría sustituir esa pa- 
labra por otra que quizás se amolde mejor a la situación. 
Frente a la posibilidad de un curso sofisticado, romántico 
e ilusorio, donde el pueblo se engañe con un papel que 
no le será suficiente para llevar el pan a la mesa, el 
Gobierno presenta sacrificadamente una lógica presupues- 
tal que quizás provoque ahora Ja crítica pública, pero 
que con seguridad al transcurrir los años merezca la 
evaluación de su comportamiento por parte del electo- 
rado uruguayo y la aprobación para una nueva gestión 
gubernamental. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR LAMAS. — ¿Me permite Una interrupción, 
señor legislador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR LAMAS. — Es a los efectos, señor Presidente, 
de contestar algunas alusiones cruzadas y que he reci- 
bido, agradeciéndole al señor legislador el poder hacerlo. 


Bien lo señaló el señor legislador Batlle; con el señor 
legislador García Costa hemos tenido en algún momento 
del debate un intercambio de opiniones y el tono em- 
pleado en él, la vehemencia y las características perso- 
nales de cada uno llevaron a utilizar expresiones que ta! 
vez no sean las más felices; además, desde el punto de 
vista del Reglamento creo que no corresponde que ningún 
legislador atribuya intenciones sobre sus compañeros de 
Cuerpo ni sobre hechos pasados ni actuales ni futuros. 
En ese sentido, quiero dejar salvada, frente a esta Asam- 
blea y en especial frente al señor legislador Lescano, 
quien se sintió agraviado en representación del Frente 
Amplio y, también, al Partido Nacional por la utilización 
de la palabra “demagogia” que no fue empleada con un 
sentido peyorativo. 


Sin perjuicio de ello, quiero señalar que algún tér- 
mino debe usarse, si se me permite, utilizaría el de res- 
ponsabilidad, y no para atribuir irresponsabilidad a la 
oposición. Debo decir —tal como lo expresó el señor le- 
gislador Batlle — que el Partido de Gobierno tiene la res- 
ponsabilidad de implantar una política económica, acer- 
tada o no, de acuerdo al juicio de cada uno. Esa es nues- 
tra opinión que podrá ser controvertida y seguramente lo 
será en esta noche en cuanto a que el Partido Colorado 
está aplicando con responsabilidad su política. 
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En esa materia, no diría yo, utilizando un término 
truquero, “hasta igualar, envido”, sino que podría decirles 
a los representantes del Partido Nacional y del Frente 
Amplio: “Contra flor al resto”. 


Quisiera aprovechar esta oportunidad para contestar 
brevemente algo sobre una tergiversación que hizo, de- 
bido, sin duda, a una mala interpretación, el señor legis- 
lador Lescano sobre mis palabras. Al referirme al im- 
puesto a la renta de las actividades bancarias no for- 
mulé juicio con respecto a que los Bancos no hayan ob- 
tenido ganancias. Lo que sí dije es que hubo un período 
en la vida de este país, que coincidió con la dictadura 
que padecimos durante más de una década, en la que el 
sistema financiero, fundamentalmente los Bancos extran- 
jeros, obtuvieron en desmedro de los sectores productl- 
vos del país y, si se quiere, de la gran masa trabajadora, 
grandes ganancias y beneficios que hoy no se encuen- 
tran en el país. 


Si hacemos un análisis de la situación de la enorme 
mayoría de los estados contables de los Bancos y Casas 
Bancarias de la República, pcdríamos Observar que, con 
respecto a lo que presentan en la Impositiva, la posibi- 
lidad de imponer un Impuesto a la Renta no daría re- 
sultados concretos tal como se pensaba erróneamente de 
la misma forma en que se creía que la Tasa Judicial iba 
a arrojar importantes beneficios. 


Lo que dije es que el Poder Ejecutivo y el Partido 
Colorado apoyaron y votaron un impuesto que efecti- 
vamente grava a las instituciones financieras, que ge- 
nera alrededor de U$S 2.700:000.000. Esa es una clara 
forma que demuestra que el Partido Colorado está ata- 
cando y gravando a los sectores que son más pudientes. 
De la misma forma que, con destino a las Intendencias 
del Interior, aumentamos la Contribución Inmobiliaria 
Rural, afectando fundamentalmente a los sectores pro- 
ductivos que no son los más desamparados de la pobla- 
ción. Esta es una precisión que debe hacerse, 


Debemos hablar de responsabilidad y no de dema- 
gogia. Y en esa materia, reitero, el Partido de Gobierno, 
los legisladores del Partido Colorado no le van a ceder 
la derecha a nadie. Es un hecho que en toda la etapa 
que estamos viviendo, el Partido Colorado que en otras 
instancias y épocas de la vida del país no pudo contri- 
buir con su presencia a formar número dentro de los 
organismos deliberantes, a efectos de impedir la consi- 
deración de los temas, ahora lo está haciendo, tal como 
lo fue en la interpelación al señor Ministro del Interior, 
posibilitando con su presencia que se reúnan los Cuerpos, 
que se debata, que se expresen los puntos de vista encon- 
irados de unos y de otros. Habrá diferencia de enfoque 
filosófico, tal como lo expresó el señor legislador Lescano 
y es obvio que ello es así. Ellos tienen un ámbito natural 
para ser discutidos y ese es, precisamente, este Parla- 
mento. Creo que con discusiones como éstas lo prestigia- 
mos así como también a las Instituciones. 


Nada más, muchas gracias señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Para terminar, señor Pre- 
sidente, debo señalarle al señor legislador Lamas —sin 
con esto desear que me solicite otra interrupción— que 
en este aspecto comete un error. La presencia hoy del 
Partido Colorado aquí es para evitar que se levanten los 
vetos, porque lo que expresa la Constitución es que se 
necesita mayoría absoluta de presentes para ratificarlos 
y tres quintos para levantarlos. De manera que tienen 
que estar presentes, lamentable o afortunadamente; eso 
lc debe juzgar cada uno. Pero en esta instancia tienen 
que estar... 


SEÑOR LAMAS. — Estamos siempre. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — En otra, lo Oiré y diré 
que me parece bien. Pero en esta, es obligatorio para 
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ustedes. De otro modo, les agradeceríamos mucho que 
se retiraran para liberarlos de esa trágica imposición. 


(HBilaridad) 


Voy a terminar, señor Presidente, porque desde nues- 
tro punto de vista este tema ya ha sido ampliamente 
debatido. Hemos señalado en qué medida la actitud rei- 
terada del Poder Ejecutivo nos ha llevado a esta situa- 
ción en la que el país tiene un Presupuesto indefectible- 
mente —sea cual sea la circunstancia final de esto— de: 
Tectuoso, pero no como producto de la necesaria combi- 
nación de criterios que podía haberse establecido, de no 
mediar esa actitud a que nos referimos entre los Pode- 
res Ejecutivo y Legislativo. 


Nuestro Partido va a examinar y seguir la misma 
línea que marcó desde el principio de todo este trámite 
que ya lleva seis meses. Vamos a procurar imponer los 
criterios que he señalado en su oportunidad. Presentare- 
mos la moción de levantar todos los vetos que dicen re- 
lación con la implementación de las ideas que hemos 
mencionado previamente. 


Habremos de acompañar algunos de los vetos, es de- 
cir que creeremos, mediante nuestro voto, que ellos son 
legítimos por razones constitucionales o de conveniencia, 
porque no consideramos que todos ellos sean erróneos. 
Hemos tratado de seguir con gran racionalidad el trans- 
curso del Presupuesto y pensamos que en su última ins- 
tancia también debemos serlo y no simplemente limitar- 
nos a votar negativamente todo lo que vino del Poder 
Ejecutivo, sino que lo hemos examinado. En su momento, 
se sabrá la motivación que hubo para cada uno de ellos, 
a medida Que los vayamos votando. 


Estas son, señor Presidente, las motivaciones que nos 
llevan a esta actitud y los ángulos que creemos han de- 
finido en forma lamentable el transcurso y el trámite de 
este Presupuesto que no es el mejor para el país, mi- 
reselo desde donde se lo mire, porque no hemos logrado 
-—y no por nuestra culpa— el mejor de todos. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Jaurena. 


SEÑOR JAURENA. — Señor Presidente: esta viene 2 
constituirse en la última zafra parlamentaria de un Pre- 
supuesto que ha dejado de serlo para constituirse en un 
hecho político de variadas aristas, con filo, contrafilo y 
punta. Y desde este punto de vista lo vamos a encarar, 
yendo a las raíces que han conducido a esta peripecia 
en Que nos encontramos, que no es una fatalidad del ca- 
mino, sino la obra hacendosa, metódicamente realizada 
por un Poder Ejecutivo autoritario. 


En 1984, cuando la dictadura —después de hacer la 
autodigestión de sus motivos y de sus pretextos— se des- 
plomaba desgastada principalmente por la resistencia po- 
pular, todos los partidos entendieron que había llegado 
la hora de concertar soluciones en todos los campos. Y 
así nació la Comisión Nacional Programática, porque era 
necesario que todos los partidos dieran su contribución 
en la tarea de rescatar a un país destruido. Había que 
ir al salvataje nacional, y esa era una tarea para todos. 
Había que concertar y así se hizo, concurriendo los equi- 
pos económicos de los partidos. Creo que ninguno de ellos 
habrá incurrido en la soberbia de creer que sólo en la 
farmacopea de sus soluciones estaba la única forma de 
encarar los gravísimos problemas nacionales. No hago el 
agravio a ninguno de esos equipos de pensar que creía 
que en los otros equipos económicos no había también 
soluciones, no había gente con capacidad de pensar y de 
formular soluciones. 


Esto de la CONAPRO —quiero aclararlo, porque ha 
habido confusión al respecto— no es un invento urugua- 
yo, sino una práctica común en todos los países del mun- 
do. Cuando alguno de ellos se ve azotado por flagelos, 
por catástrofes o ningún partido logra la mayoría nece- 
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saria, la concertación deviene necesidad inevitable. Ejem- 
plos hay muchos, pero voy a citar algunos. 


En inglaterra, durante la Segunda Guerra Mundial, 
gobernaron juntos el Partido Conservador y el Partido 
Laborista. En Francia, en este mismo momento, en la 
Francia que tiene la Constitución tal vez más presiden- 
cialista del mundo, dentro de pocos días va a haber elec- 
ciones y el Presidente Francois Mitterrand, ha declarado 
que si su partido resulta derrotado, el Primer Ministro 
corresponderá al partido vencedor. 


En Portugal, hace algunos años, Mario Soares tuvo 
una mayoría relativa —como también la tuvo el doctor 
Sanguinetti el 25 de noviembre de 1984— y debió concer- 
tar con un partido de centro derecha. Esa concertación 
supuso que, tanto un partido como el otro, tuvieran que 
renunciar a algunos de sus puntos de vista, porque era 
necesario transar. Este es un procedimiento indispensa- 
ble en la vida democrática. 


En Colombia, después de la dictadura de Rojas Pini- 
Ma, el Partido Liberal y el Partido Conservador, lograron 
una fórmula constitucional para turnarse en el gobierno, 
gobernando un período cada uno de ellos. 


En Alemania, el Partido Social Demócrata, aliado con 
el pequeño Partido Liberal, accedió al gobierno derro- 
tando al Partido Demócrata Cristiano, y también tuvo 
que transar. No llevó su fórmula política, ya que debió 
aceptar también los postuladcs políticos del Partido Libe- 
ral. Y no hace mucho tiempo, cuando el Partido Liberal 
hace un giro pasando de la alianza con el Partido Social 
Demócrata a Otra con el Partido Demócrata Cristiano, 
cambia el Primer Ministro de Alemania Federal. 


Y hay otros casos que son todavía más significativos. 
Cuando Perón —santo que no es de mi devoción— en 
1973, sabe que va a triunfar con más del 50%, tiene con- 
ciencia plena de la destrucción que han hecho en su país 
las dictaduras militares, entonces forma el FREJULI, y 
convoca a todos los partidos. Concurren Balbín y Fron- 
aizi, quienes siendo diputados en la época del “desacato 
al Presidente”, habían sido objeto de un pedido de desa- 
fuero, y luego encarcelados por éste. ¿Por qué lo hace? 
Porque hay una tarea enorme a realizar y se necesita el 
concurso de todos. a 


En 1973, la Izquierda italiana, con una gran riqueza 
argumental, plantea lo que se denominó el “Compromiso 
Histórico”. No nos basta, decía, con lograr el cincuenta 
y fracción por ciento del electorado para gobernar, por- 
que en el otro cuarenta y nueve y fracción por ciento, 
hay gente que tiene ideas que no deben ser excluídas. 
Hay trabajadores y ciudadanos que piensan y tienen de- 
recho 2 participar en el gobierno. 


¿Qué ocurre en el Uruguay el 25 de noviembre de 
1984? Que ningún partido obtiene la mayoría absoluta; 
que la minoría mayor alcanzada, si se cuentan los votos 
emitidos directamente al candidato doctor Sanguinetti 
—e€s del 30%— más los votos a favor del señor Pacheco 
Areco, alcanza apenas el 40%. Es decir que les falta casi 
el 10% para llegar a la mayoría necesaria. 


Es menester, entonces, interpretar qué expresó el pue- 
blo uruguayo el 25 de noviembre de 1984 en el acto pací- 
fico y desarmado de la emisión del voto. Dijo: “quiero, 
en virtud de las leyes vigentes en el país, que el Doctor 
Julio María Sanguinetti sea el Presidente de la Repúbli- 
ca”. Pero expresó mucho más: “No quiero que él aplique 
su programa. Por eso no le doy la mayoría.” 


Tiene que concertar con los otros partidos, tiene que 
transar, porque en ello reside una de las prácticas más 
elementales de la democracia. Debía hacerlo porque el 
artículo 174 de la Constitución lo obligaba a transar, en 
cuanto establece que el Gabinete debe tener apoyo parla- 
mentario, Había forzosamente que acordar fórmulas tran- 
saccionales, y en un acto de soberbia. de arrogancia, trató 
de evitarlo. No obstante, se concertaron algunas leyes. 
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Pero el primer obstáculo de la concertación siempre fue 
el partido que debió estar más interesado en ella. 


Se concertaron algunas leyes: la Ley de Amnistía, 
luego de trabajosas negociaciones con el Partido de Go- 
bierno —que era el obstáculo— la Ley de Restitución de 
los Destituídos, ahora indebidamente modificada por De- 
creto y la Ley de Arrendamientos Urbanos. Aqui sobre- 
viene el primer hecho realmente preocupante. La Ley de 
Arrendamientos Urbanos había sido concertada por todos 
los partidos que se sientan en este Parlamento, incluido 
el de Gobierno, y de pronto el Presidente de la Repú- 
blica, inesperadamente, insólitamente, veta esta ley. 


Miro hacia la bancada de Gobierno y digo: pero, 
¿es que no hay en esa bancada hombres que tienen la 
sabiduría de la larga experiencia? ¿No hay hombres jó- 
venes e inteligentes? ¿Es posible que si éste es el pano- 
rama de la bancada de Gobierno —no hablo de la opo- 
sición— el Presidente de la República, él solo, haya po- 
dido tener razón frente a todos los partidos de la Opo- 
sición y frente a su propio partido? Pero aquel veto ines- 
terado, que era un acto autoritario, una alcaldada, tuvo 
consecuencias Muy graves. Distorsionó el mercado de la 
vivienda, en tal grado, que las inmobiliarias tuvieron que 
realizar remates de alquileres. Este, sí, es un elemento 
inflacionario. 


Después sucedió otro episodio, el de los fueros parla- 
mentarios; el Poder Ejecutivo pudo afrontarlo con tacili- 
dad. El señor Ministro del Interior pudo haber venido al 
Parlamento y haber dicho: en efecto, ha habido viola- 
ción de fueros parlamentarios —eXistían pruebas foto- 
gráficas de la violación de los fueros— tomaremos las 
medidas del caso. Pero, ¿qué hizo el Ministro del Interior 
en nombre del Presidente de la República? Le dijo al 
Parlamento: voten la censura, en condiciones tales que el 
Presidente de la República pueda disolver el Parlamento. 
¡Nada menos que disolver el Parlamento! Además, el se- 
ñor Presidente de la República nada arriesgaba en tal 
eventualidad; desde ese punto de vista, le era absoluta- 
mente indiferente el resultado electoral. Durante 60 días 
gobernaría sin Parlamento. 


Más tarde vinieron las giras presidenciales, extrañas 
giras presidenciales, en que no se sabía si quien recorría 
el país era el Presidente de la República, o el agitador 
electoral de un partido político, porque se confundíian 
los símbolos partidarios con los nacionales; inclusive, en 
el caso del departamento de Canelones, el señor Presi- 
dente habló en un local partidario. 


SEÑOR CIGLIUTI. — ¿En qué departamento?... 


SEÑOR JAURENA. — Le admito la rectificación, se- 
ñor legislador Cigliuti, porque no desearía ser interrum- 
pido. Retiro, pues, la información admito que puede ser 
equivocada. Sé que se confundían los símbolos partida- 
rios con los nacionales. 


“(Interrupción del señor legislador Cigliuti) 


SEÑOR JAURENA. — No puede admitirse la teoría 
áe que el Presidente de la República actúe como diri- 
gente partidario. A este respecto —no hago Comparacio- 
nes entre el doctor Sanguinetti y el doctor Demicheli-— 
pero hay una anécdota a propósito, ocurrida en el Senado 
de la República. En la etapa inmediatamente anterior al 
golpe de estado de 1933, el doctor Demicheli —Ministro 
del Interior— se lanzó en una campaña electoral en fa- 
vor de una reforma constitucional. El doctor Juan An- 
Gárés Ramírez lo interpeló en el Senado. El Ministro inter- 
pelado concurrió a Sala y leyó un pequeño discurso, di- 
ciendo: “el que anda por las ciudades del interior del país 
haciendo propaganda es el doctor Demicheli, no el Minis- 
tro del Interior”. Acto seguido se retiró. El doctor Juan 
Andrés Ramírez, constitucionalista eminente, parlamenta- 
rio excepcional y extraordinario orador expresó en algún 
pasaje de su discurso: “como yo fui alguna vez autor de 
un proyecto de Estatuto del Funcionario, un día vino un 
funcionario a consultarme si pidiendo licencia le podía 
dar una paliza a su jefe. Yo le contesté que no, sin em- 
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bargo, aquel funcionario tenía más sentido jurídico y 
político que el Ministro del Interior, doctor Demicheli: 
por lo menos entendía que para darle una paliza a su jefe 
debía pedir licencia”. 


Por lo tanto, el Presidente de la República no debe 
ser el agitador político de un partido; no puede serlo, por 
ser Presidente de la República. 


Creo que en todo esto hay hechos preocupantes. A 
don Domingo Faustino Sarmiento, que tenía una vanidad 
Gue no le cabía en el cuerpo, se atribuye haber dicho 
alguna vez: “yo soy don yo”. Cuando el Presidente de la 
República veta un proyecto de ley que ha contado con 
la anuencia de su propio partido, está diciéndole a su 
propio partido y al país: “aquí estoy yo”. Esto es alta- 
mente peligroso en una democracia. 


Mientras esto ocurría en el campo político, entre las 
cuatro paredes de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto se empezó a elaborar el Presupuesto Nacional. 


Debió haber sido elaborado con el concurso de todos 
los partidos políticos o, si creía preferible, con el apoyo 
de por lo menos uno de ellos que le proporcionara la ma- 
yoría parlamentaria que la Constitución exige para su 
aprobación. Pero no ocurrió así. Desde luego que la per- 
sona que intervino en la elaboración de este Presupuesto 
no era un hombre inexperto —y me refiero concreta: 
mente al contador Davrieux-—— porque había actuado ante- 
riormente durante el periodo de la dictadura en la mis- 
ma oficina de la cual hoy es director, aunque en aquel 
caso con el nombre de SEPLACODI. Pero el Presupuesto 
Nacional de Inversiones y Recursos, por su complejidad 
y significación debió haber sido concertado con un par- 
tido o con todos, y Cuando digo con un partido o con 
todos quiero aludir al hecho de que el Presidente de la 
República no tiene ante sí una oposición desmelenada. 
Por el contrario, cuando el 19 de marzo se hizo presente 
en esta Sala y dijo que él asumía la Comandancia en 
Jefe del Ejército, todos lo aplaudimos. Todos sabemos 
que a este país debemos sacarlo adelante entre todos, por- 
que de otra forma, no sale. 


Ahora, claro, resulta que algún dirigente del Partido 
Colorado ha descubierto que el Presupuesto no es un pro- 
yecto de ley muy importante. Esto me recuerda aquello 
de la señora que salió a gritar por el barrio que una 
señorita soltera había tenido familia, pero que el recién 
nacido era muy chiquitito, como si el menor tamaño de 
la criatura modificara el hecho que lo había engen- 
drado... 


El Presupuesto General de Gastos, Inversiones y Re- 
cursos es la ley más importante de los cinco años de este 
Gobierno. Esto es algo que lo sabe el país entero pero, sin 
embargo, el Gobierno, empecinado y terco, sabiendo que 
no tenía mayoría necesaria elaboró en forma indepen- 
diente, él solo, este proyecto de Presupuesto. 


Es por esa razón que afirmo que esta peripecia en 
que estamos inmersos en este momento, no es una fata- 
lidad del camino, sino que es algo buscado, querido, por 
guien quiere gobernar a fuerza de minoría. De forma que 
este gobernante actúa peligrosamente, vive peligrosamen- 
te, y esto no es aconsejable. 


Y es así que en el límite del plazo constitucional lle- 
gó al Palacio Legislativo una ley con más de 700 articu- 
los y varios centenares de páginas, sin contar otras que 
quedaron por el camino, pues llegaron con bastante atra- 
so. Y yo pregunto, ¿€s este un Presupuesto? 


Según lo manifestado por el economista Danilo As- 
tori, un Presupuesto —especialmente si es quinquenal co- 
mo el nuestro— tiene que ser la expresión financiera de 
un plan de gobierno; tiene que mostrar los gastos en que 
es necesario incurrir para llevar adelante dicho plan y, 
por otro lado, los recursos que proyecta disponer para 
financiar esos gastos. Si no es así, en rigor, no se trata 
de un Presupuesto, sino que estaríamos frente a una co- 
lección de cifras sin sentido que pone en figurillas a quie- 
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nes desean discutirlo en términos del significado porcen- 
tual, obligando a centrar la discusión en las cifras. Ade- 
más, Astori manifiesta que ha buscado en este Presupues- 
to un programa de reactivación productiva a cargo del 
Estado; algún programa de empleos, de estimulos espe- 
cíficos para la producción y no ha encontrado absoluta- 
mente nada. Tampoco existe, según él, ningún programa 
para hacer funcionar el sistema financiero y bancario de 
una manera diferente a la que se ha venido haciendo en 
estos últimos años, ni participación especial de los ban- 
cos. Por ejemplo, del Banco de la República, 


Aquél Presupuesto era muy difícil de entender, más 
bien diría que era inentendible. 


Puede admitirse que en el campo de la literatura ha- 
yan surgido en Francia, particularmente, corrientes que 
en nuestro país tienen algunos cultores, corrientes letris- 
tas, corrientes del espacialismo, y de la poesía fonética 
que significan la destrucción de las frases y de las pala- 
bras, que a veces se sustituyen por cifras, en beneficio 
-—dicen sus cultores— del soplo del ritmo; corrientes lite- 
rarias que no están destinadas a ser entendidas sino vivi- 
das dejando una sensación de saber y de belleza. Esto 
puede admitirse en el campo de la literatura, no en el del 
Presupuesto. El Presupuesto debe ser muy claro, de mane- 
ra que todos podamos entenderlo. Pienso que por el con- 
trario, este Presupuesto está elaborado para no ser enten- 
dido. Por ejemplo, si leemos su artículo 9%, que ocupa tres 
páginas y que habla del sueldo de los Ministros y de los 
Subsecretarios y que después menciona el porcentaje que 
del sueldo de los mismos corresponderá a una enorme can- 
tidad de altos funcionarios, nos encontramos con que no 
hay modo de saber cuánto gana un Ministro, un Subse- 
cretario, ni ninguno del resto de los funcionarios enume- 
rados en este artículo. 


Reitero que este Presupuesto está hecho para no ser 
entendido. Pero apenas se atraviesa la frondosa, la espesa 
selva de las disposiciones presupuestales se descubre que 
este Presupuesto tiene para el Gobierno tres objetivos. 


En primer lugar, bajar el déficit para disminuir la 
inflación; en segundo término, no modificar el régimen 
impositivo de la dictadura y, en tercer lugar, para pagar 
el endeudamiento del Estado, interior y exterior, pero 
sobre todo exterior. De este último objetivo no se habla, 
parece ser algo prohibido. 


Por mi parte, afirmo que estos objetivos son contra- 
dictorios con la historia económica del Uruguay, pues se- 
gún ella, el Presupuesto mediante la inversión pública 
fue el principal elemento reactivador de la economía y 
por vía de los impuestos, el redistribuidor de los ingresos. 


Vamos a referirnos al primer objetivo. Comprimir el 
gasto, se dice, para evitar la inflación porque inflación 
significa más inflación y esto perjudica a las personas de 
ingresos fijos. 


En consecuencia, la minoría estaría defendiendo a los 
pobres y nosotros, la mayoría, estaríamos defendiendo a 
los ricos. Eso es falso, es mentira. Hasta inventaron una 
frase: “No hay peor Presupuesto que aquel que no se pue- 
de pagar”. Hermosa frase, pero nada más. Y el ambiente 
se inundó de cifras respecto al déficit y al Presupuesto. 


Alguien, creo que fue Goethe el que decía —aunque 
yo no vengo acá a hacer frases históricas —que los nú- 
meros hablan. La cuestión consiste en abrirles la boca y 
algunos no logran sino hacerles decir y repetir errores. 


Se habla de que el primer y el segundo proyecto te- 
nían determinadas cifras en las que estaba situada la des- 
financiación. Yo afirmo que nosotros, legisladores, no es- 
tamos en condiciones de verificar la veracidad de esas 
cifras, que es absolutamente imposible hacerlo, que para 
eso, el Poder Legislativo tendría que tener un cuerpo ase- 
sor neurtal, estrictamente técnico, con la tecnología in- 
dispensable para poder actuar sobre una base de claridad 
y de firmeza. 
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; Nosotros ponemos en duda las cifras que maneja el 
Ministro de Economía y Finanzas. 


Todos los gobiernos son conservadores en €l cálculo 
de los ingresos, tanto sean de derecha, de centro o de 
izquierda, porque tratan de no atarse la soga al cuello. 
Por eso, reitero, que no creo en las cifras del señor Mi- 
nistro de Economía, porque no siempre cumple con la 
palabra que empeña. 


En ocasión de efectuarse la Concertación Nacional 
Programática, él mismo, el contador Ricardo Zerbino, 
firmó un documento que decía —y esto deben recordarlo 
los técnicos de todos los partidos— “la política econó- 
mica, a partir del 1% de marzo de 1985 se diferenciará 
claramente de la que caracterizó al período autoritario. 
Esta nueva actitud supone el cuestionamiento y la supe: 
ración de la connotación central de neoliberalismo vi- 
gente en los últimos años, la supeditación de lo produc- 
tivo a lo financiero, agravando la subordinación del país 
a los avatares de la situación económico-financiera inter- 
nacional que afectaron a un Uruguay vulnerable como 
nunca, a todo lo largo de la historia contemporánea”. 


El actual Ministro de Economía firmó este documen: 
to, pero hace todo lo contrario de lo que en él se decía. 
Por eso es que no le creo. 


Como se hablaba tanto de achicar el gasto público, 
que es otro de los objetivos de la nueva derecha, se me 
ocurrió ir a un rincón de mi modesta biblioteca, que yo 
llamo “El rincón de la contra cultura”, donde tengo el 
libro de Hitler “Mi Lucha” y las memorias de Mussolini, 
y allí fui a buscar un libro del pontífice máximo del neo- 
liberalismo, el señor Végh Villegas. 


En ese libro “Teoría y Acción” encontré que la ter- 
minología y las preocupaciones de esta persona no eran 
diferentes de las del actual Ministro de Economía y a la 
de los que lo apoyan ruidosamente a través de la tele- 
visión y la radio. Leo, al pasar un párrafo: “Si como 
hacen algunos autores denominamos a M1 simplemente 
como dinero y a D” como cuasidinero, entonces M2 resulta 
ser la suma del dinero y del cuasidinero”. Que averigúe 
Vargas lo que quiso decir. Clarito ¿verdad? 


(Hilaridad) 


Me hizo recordar una vieja anécdota de la época en 
que hacia mis primeras armas en la oratoria popular. 
Tuve que hablar en una zona de Canelones, el Colorado, 
cerca de San Bautista. Me retiré contento porque pensé 
que había dicho un gran discurso, pero algunos días des- 
pués, la maestra del lugar, que era amiga y compañera, 
me dijo que los paisanos consideraban que yo era un gran 
orador y que tenía una gran cultura y que debía saber 
mucho porque ellos no habían entendido nada... 


El señor Végh Villegas es una especie de multinacio- 
nal andante; fue ayudante del Ministro Roberto Campos 
de la dictadura militar de 1964 en Brasil y también ayu- 
dante de Krieger Vassena, Ministro de Economía de una 
dictadura militar en Argentina. Es un apátrida, y tan 
apátrida es que un día, se enojó porque un periodista de 
“Marcha” le preguntó si era proyanqui, y él contestó: 
“No; yo soy yanqui”. En realidad fue un interventor de 
los bancos extranjeros en nuestro país. 


Más adelante expresa Végh Villegas en el libro a que 
aludo: “Entiendo que existe una exagerada impresión ne- 
gativa, una especie de depresión sicológica, importante, 
tanto en el interior como en el exterior del país”. 


Y agregaba: “No debe ignorarse que €n esto influye 
la infiltración de elementos marxistas y seudo-marxistas 
que pululan en los medios informativos internacionales y 
que tienen gobiernos que le son simpáticos y otros que 
le son antipáticos”. El nuestro le era antipático. Pero la 
destrucción del país no la realizaron los marxistas sino 
Végh Villegas, agente internacional del capitalismo. 


En la página 34 expresa: “El déficit del sector pú: 
blico se acerca, con este proyecto de Rendición de Cuen- 
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tas, al 20% del gasto público. Si consideramos el 10% 
—fíjense qué lenguaje coincidente con el de ahora— “co- 
mo un límite de seguridad desde el punto de vista de la 
ortodoxia fiscal” —y ya eso es ser tolerante en el sen- 
tido de considerar el Presupuesto como un instrumento 
de política económica, etcébera— “pasarse bastante del 
10%, o el 12%, resulta inaceptable”. 


Era partidario del Presupuesto equilibrado, cualquiera 
fuera el precio que tuviera que pagar. Por eso, decía en 
la página 73: “Creo que el gobierno, en los próximos 
tiempos, en sus discusiones internas, debe concentrar su 
esfuerzo en restaurar el equilibrio fiscal, ese que tanto 
preocupa ahora, y disminuir el peso que representa el 
sector público dentro de la economía”. Igualito que ahora. 


Más adelante, en la página 74 expresa: “Práctica- 
mente, el déficit del Ministerio, en este momento, es el 
equivalente al subsidio que debe entregarse mensualmen- 
te al Banco de Previsión Social”. 


Creo que para este hombre la solución final —como 
para Hitler respecto a los judíos en Alemania— era eli- 
minar a todos los jubilados, para poder terminar con el 
déficit presupuestal. 


Déficit no significa inflación. Hugh Dalton, profesor 
de Finanzas en la Universidad de Londres y luego Can- 
ciller del Exequer, publicó un libro sobre finanzas públi- 
cas. En él afiima que es una verdadera falacia sostener 
que el presupuesto desequilibrado, equivale a inflación. 
Dice más, En Inglaterra, en 1931 —y no es el único país— 
se hizo un presupuesto deliberadamente deficitario para 
crear oportunidades de trabajo. No se trata ya de Oopinio- 
nes de economistas. Esto mismo lo demuestran las cifras, 
que valen mucho más que la opinión de los economistas. 


En 1979, el déficit fiscal fue de 0.1%; es decir que 
hubo un pegueño déficit y la inflación se situó en el or- 
den del 66.8%; en 1980, el Presupuesto estuvo equilibrado 
y, sin embargo, se produjo una inflación de 63.5%; en 
1981 —y aquí esta noche se dio una cifra que no es real 
ya que se habló de un 28% de déficit— hubo un supe- 
rávit de 01% y la inflación fue del 34.3%; en 1982, el 
superávit fue del orden del 8.7% y la inflación de 19%. 
Es decir que son dos variables que corren independiente- 
mente. De manera que, cuando se dice —y lo he escu- 
chado a alguien que no se encuentra presente en Sala— 
que el peor Presupuesto es el que no se puede pagar, no 
es cierto, aunque a uno, cuando lo oye, se le ponga la 
carne de gallina. 


Se ha hablado de la experiencia del Presidente Al- 
fonsín, pero en ese país hubieron otras circunstancias a 
las cuales no me voy a referir para no extenderme de- 
masiado. 


No se trata de decir: tenemos este dinero y lo distri- 
buimos de tal forma. Ni Salud Pública, ni el Poder Ju- 
dicial, ni la Universidad de la República, ni tantos otros 
sectores de la vida nacional pueden ser encarados con 
una mera fórmula financiera. Cada uno representa un 
problema propio e intransferible, En consecuencia, es in- 
dispensable trazar un orden de prioridades. 


Se dice que los déficit no son ni de izquierda ni de 
derecha. Este es de derecha, porque el 40% de sus ingre- 
sos están destinados a las Fuerzas Armadas, a las cuales 
me voy a referir posteriormente. 


El segundo objetivo de este Presupuesto, es mantener 
la estructura presupuestal de la dictadura. Desde luego 
que nosotros no pretendemos realizar el socialismo a tra- 
vés de los impuestos; nadie se propondría Cosa semejante. 


Juan B. Justo —fundador del Partido Socialista ar- 
gentino— decía en 1912 que no se puede ser fanáticamen- 
te anti capitalista, en una sociedad con bases capitalistas. 


Pero nos negamos a aceptar la concepción económica 
del Gobierno que nos transformaría en guardianes del 
futuro —de un futuro impreciso, que seguramente no va- 
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mos a ver— al precio de tener que ser verdugos del pre- 
sente que estamos viviendo dolorido y con hambre. 


Este Presupuesto, señor Presidente, no está hecho pa: 
ra el cambio, sino para la continuación. Nada se cambia 
en el campo económico, seguimos sin Impuesto a las He- 
rencias. 


Voy a citar un caso, desde luego muy singular. Hace 
aproximadamente dos meses, falleció en Montevidey un 
ciudadanos que dejó una herencia de alrededor de U$S 10 
millones. Este señor era propietario de varios edificios, 
uno de e!los situado cerca de Germán Barbato y Colonia. 
Los herederos son sus sobrinos nietos, quienes van a re- 
cibir U$S 10.000.000, sin que el Estado les cobre un sólo 
centésimo por concepto de impuestos. 


Se ha dicho que las tierras del litoral y de la zona 
norte del país han sido compradas por extranjeros, argen- 
tinos y brasileños. El día en que dichos propietarios fa- 
llezcan, los herederos —que seguramente serán extranje- 
ros— recibirán esas tierras sin pagar al Estado ningún 
impuesto. Este es un Presupuesto clasista. 


¿Qué va a suceder incluso, con esos extranjeros que 
vinieron al Uruguay a “hacer la América” —y lo logra- 
ron, por suerte o por desgracia— cuando fallezcan, puesto 
que algunos no tienen herederos en nuestro país? Toda 
esa fortuna Se irá al exterior, sin que se le aplique el 
mínimo impuesto. 


A propósito de los impuestos —cosa que ha sido tra- 
tada con liviandad esta tarde en Sala— voy a leer algu- 
nos pasajes del libro de nuestro maestro Emilio Frugoni: 
“Los impuestos desde el punto de vista sociológico”. En la 
página 8 dice: “Mientras se limite a sacar a los que tie- 
nen poco, algo que para éstos sea mucho, y a los que tie- 
nen mucho, algo que relativamente sea poco, su Obra no 
será la que corresponde a un “papel pasivo”, sino la obra 
de un elemento activo en la creación, renovación y acre- 
centamiento de la injusticia.” 


En las páginas 16 y 17 agrega: “El mejoramiento de 
las condiciones de vida de los asalariados no perjudica a 
los capitalistas.” 


Al aumentar con el salario, la capacidad de consumo 
del pueblo, la producción y el comercio reciben nuevo 
impulso, que significa mayores riquezas y mayores ga- 
nancias. 


“Defender al indigente contra la enfermedad; rodear 
de precauciones a los elementos del proletariado para res- 
guardar y restaurar su salud; para evitar o combatir las 
epidemias; es velar por los destinos de la raza, y en últi- 
mo análisis defender a todos los componentes sociales, 
defensa que resultará más valiosa para los que más ten- 
gan que perder”. También dice: “Un impuesto numérica- 
mente igual para todos es realmente desigual porque gra- 
vita con más peso sobre unos y sobre otros.” 


Más adelante expresa: “El interés social, de acuerdo 
con la idea de equidad, reclama desplazar el impuesto de 
las zonas de las clases explotadas, hoy las más persegui- 
das por la tiranía fiscal.” 


Me voy a referir ahora al tercer objetivo que el Go- 
vierno se propone con este Presupuesto —el pago de la 
deuda externa, principalmente— objetivo del cual no se 
habla y sobre el que se guarda un silencio de tumba. 


En el Presupuesto aparecen dos cifras que sumadas 
significan N$ 134.000:000.000 o sea, aproximadamente 
U$S 100:000.000 para pagar deudas. Pero es para pagar 
sólo una parte de ellas. Lo que se debe aprender en este 
país por parte de nuestro pueblo es que cuando se paga 
los impuestos municipales o la cuenta de la luz o del 
2gua, etc. se está pagando Deuda Externa. En una pala- 
bra, todos los uruguayos, lcs pudientes y los no pudientes, 
tenemos que contribuir a pagar esa Deuda Externa, lo 
que se hace por vía presupuestal, extrapresupuestal o pa- 
rapresupuestal. 
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Según el Boletín Informativo del Banco Central, en 
el tercer semestre de 1985, el Uruguay tenía una Deuda 
Externa de U$S 4.869:500.000. Si a esto agregamos los in- 
tereses vencidos a esa altura, la Deuda Externa supera 
los U$S 5.000:000.000. 


Pero el Gobierno refinanció la deuda que nuestro 
país tiene con los bancos y firmó —sin concertar con 
nadie y sin informar a nadie— una Carta Intención que 
es la que está gravitando en este Presupuesto. 


Voy a citar algunas cifras. En 1984, el Uruguay 
trinsfirió recursos al exterior, por concepto de pago de 
intereses y utilidades de las empresas transnacionales, 
U$S 448:800.000 e ingresaron U$S 218:000.000. Es decir que 
ya en 1984 el Uruguay habia transformado la exportación 
de capital en el primer rubro, estando por encima de la 
lana y de la carne. Esto supone la pérdida del 4.6% del 
Producto Bruto Interno. 


Se podrá decir que en 1984 estaba la dictadura; pero 
ocurre que en 1985 el Uruguay vertió al extranjero, por 
concepto de intereses y utilidades, la cantidad de U$S 450 
millones e ingresaron del exterior U$S 200:000.000. Es de- 
cir que el Uruguay exportó U$S 250:000.000; durante el 
Gobierno democrático la exportación de capitales Conti- 
nuó siendo el primer rubro de exportación de este peque- 
ño y endeudado país. 


Después de este catálogo de cifras, reitero que este 
Gobierno actuó muy mal, porque una minoría no puede 
arrogarse la tarea de firmar una Carta de Intención y 
refinanciar la deuda de U$S 2.500:000.000 que el país tie- 
ne con los bancos privados del exterior. Cuando lo hicie- 
ron, los voceros del Gobierno cantaron loas porque —di- 
jeron— habían conseguido la mejor refinanciación del 
mundo. Por el contrario, yo creo que lograron una de las 
peores. Por eso es que tendremos que pagar anualmente 
U$S 410:000.000 por concepto de Deuda Externa, a cargo 
de todos, de los ricos y de los pobres. Esta cifra repre- 
senta la mitad de lo que Uruguay exporta, excluido el 
capital, lo que significa que al cabo de diez años habre- 
mos pagado U$S 4.100:000.000 de intereses y que seguire- 
mos debiendo U$S 5.000:000.000. De manera que el Uru- 
guay seguirá dramáticamente atado a la Deuda Externa, 
a ese triste destino. 


El balance preliminar de la economía latinoamerica- 
na de la CEPAL ofrece las mismas cifras que venía ci- 
tando yo; de modo que no se trata de una invención, 
sino de algo que está documentado. Cuando el Banco 
Central publica su boletín demuestra que en vez de ser 
como dice la CEPAL en su balance preliminar, en el Cua- 
dro XIII, lo que el capital exportado por el Uruguay fue- 
ron U$S 250:000.000 y- no U$S 225:000.000, como estimaba 
la CEPAL en su balance preliminar. 


Esta es la situación. 


Después de la Segunda Guerra Mundial el Uruguay 
tenía 17:000.000 de libras esterlinas congeladas en Lon- 
dres. En ese entonces presidía nuestro país el señor Luis 
Batlle Berres, quien designó una Comisión para ir a ne- 
gociar el cobro de esa deuda. Nombró para presidirla al 
doctor Gustavo Gallinal. 


Pido excusas a los colegas porque voy a citar un pa: 
saje de algo que escribí sobre Gustavo Gallinal durante 
la dictadura —época en que yo evocaba las figuras his- 
tóricas del país para tirar contra la dictadura— con nom- 
bre supuesto, ya que estaba proscripto. Escribí entonces: 
“Era necesario negociar con Inglaterra. La tarea era muy 
difícil, no sólo por las dificultades de aquel país. Desde 
1817, en que Artigas, en el que fue el primer acto en ejer- 
cicio de nuestra soberanía nacional, Inglaterra había de- 
mostrado al Uruguay que no era ni inhábil ni generosa 
cuando de la defensa de sus intereses se trataba, Se ha- 
cía entonces necesario enviar una delegación y a su fren- 
te, presidiéndola, fue alguien que reunía condiciones acor- 
des con las dificultades a vencer. Gallinal llega a Lon- 
dres en momentos particularmente graves, cuando aque- 
lla ciudad señorial, que había conocido en tiempos de su 
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juventud, mostraba las heridas de la guerra todavía sin 
restañar. Era, en verdad, un espectáculo dramático. El 
Ministro del Tesoro de Gran Bretaña, en amargo discur- 
so, acababa de hacer el recuento de las monstruosas deu- 
das que la guerra había acumulado sobre su país. Plan- 
teaba, ante la conciencia de todos los países del mundo, 
la justicia de la reducción sustancial de las deudas. Chur- 
chill, jefe de la oposición conservadora, también había 
dicho que el futuro del pueblo británico no podía quedar 
encadenado al pago de esa inmensa deuda. Gallinal, espí- 
ritu sensible como pocos, no era indiferente a las penu- 
rias de aquel país. Pero, Gallinal, estadista, sabía tam- 
bién del dolor de su país; un país pobre que no podía 
acrecer su pobreza, concurriendo con más empobrecimien- 
to a la solución del magno problema de Gran Bretaña.” 


Y digo, si Inglaterra no podía quedar encadenada a 
sus deudas gigantescas, ¿por qué este pequeño país, don- 
de hay gente desocupada, niños que no pueden comer ni 
ir a la escuela, ha de pagar tan puntualmente sus deu- 
das, también ellas gigantescas? 


Pienso —y no quiero agraviar— que en el gobierno 
del doctor Sanguinetti hubo apresuramiento y desprecio 
por la opinión de los demás partidos políticos, con los 
que se habría debido conversar sobre el tema. Por eso 
este Presupuesto no es un Presupuesto para el cambio, 
sino para la continuación. 


Confío en los técnicos, tanto como desconfío y des- 
precio a los tecnócratas, nacionales o internacionales, 
que han hecho y siguen haciendo tanto daño a nuestro 
país. Rechazo a los tecnócratas del pasado y del presente. 


Galbraith ha resumido en un epigrama kolosal —Con 
K— el modo de actuar de los tecnócratas. Según él, ac- 
túan como si cuando les llegue la hora, para enviarlos al 
cielo O al infierno, San Pedro les fuera a preguntar “¿En 
cuánto contribuiste a aumentar el producto bruto en la 
Tierra?”. Son dogmáticos. 


En este Presupuesto hay de todo: creaciones, muchas 
creaciones, muchos cargos de confianza, inclusive, lo que 
es una aberración, técnicos de confianza. El técnico no 
tiene que ser “de confianza”; simpremente debe ser téc- 
nico y para serlo, debe tener libertad e independencia. 
Un técnico “de confianza” es altamente peligroso. Pero no 
podemos detenernos en estos detalles, sino que es nece- 
sario ir a los aspectos fundamentales, 


La dictadura destruyó la Universidad en su esfuerzo 
por transformar en cabeza pensante al dedo gordo del 
pie; la transformó en aquello que repudiaba el doctor 
Dardo Regules: en una fábrica de profesionales al me- 
nudeo arrojados al comercio de cada día. 


Con respecto a la Universidad y su Presupuesto, den- 
tro de su modestia, en relación a los altos fines que a 
una Universidad corresponden, voy a leer un breve pa- 
saje de lo expresado hace pocas horas en este recinto 
por el señor rector de la Universidad: “Esos vetos, más 
allá de los fundamentos que tengan, que sin ninguna 
duda respetamos, creemos que están basados, fundamen- 
talmente, en una visión financiera de los problemas y 
más aún, no en una visión programática de lo que es 
la Universidad”. 


En otro pasaje de su intervención agrega: “Otro as- 
pecto que nos resulta sumamente penoso señalar, señor 
Presidente, es que la Universidad necesita tener capaci- 
dad de investigación, y no la tiene.” 


Me pregunto qué cosa más tremenda puede decirse 
en tan pocas palabras. 


Pero, ¿qué ha ocurrido con el Poder Judicial en este 
Presupuesto? Aquí no estamos frente a una oficina de 
pesca o de rentas, sino ante un Poder del Estado. 


Ya el primer proyecto de Constitución artiguista men- 
cionó la tripartición de los Poderes y desde entonces, sal- 
vo Aparicio Méndez y los Comandantes en Jefe de las 
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Fuerzas Armadas cuando aquél disertó en la ciudad de 
Paysandú, nadie ha negado la necesidad de la división 
del Estado en tres Poderes. Esta es una condición necesa- 
ria de la democracia: ella no existe con un solo Poder 
avasallando a los demás, sino que supone la acción coor- 
dinada, concertada e independiente, al mismo tiempo, de 
los tres Poderes del Estado. 


El Poder Judicial fue surgiendo lentamente. En la 
Asamblea del 5 de abril de 1813, en las Instrucciones, en 
el artículo 5%, Artigas establecía la necesidad de los tres 
Poderes: el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial. En 
1818, durante la Cisplatina bajo la dominación portugue- 
sa, se crea la Cámara de Apelaciones, y aquel pichón de 
águila se negó a plegar las alas, incluso frente a las pre- 
siones del Emperador del Brasil. Los históricos libros de 
Acuerdos de la Suprema Corte conservan el testimonio 
de cómo se fue abriendo paso, lenta y dificultosamente, 
ese Poder del Estado. 


A raíz de la Convención Preliminar de Paz de 1828, 
don Joaquín Suárez, Gobernador Interino, autoriza a la 
Cámara de Apelaciones a continuar ejerciendo las fun- 
ciones judiciales. 


La primera Constitución nacional de 1830 establece 
el Poder Judicial como un Poder del Estado, En esa opor- 
tunidad el legislador don José Ellauri expresaba que: “El 
Poder Judicial, cuya completa organización se deberá a 
las leyes secundarias, se constituye con tal independencia 
que ella sólo basta para asegurarnos que no serán, en lo 
sucesivo, los hombres quienes nos juzguen, sino las leyes. 
Sin este rasgo, sin duda el más difícil y complicado ¿po- 
dremos algún día conseguir la perfección? No quedaría 
nada más que buscar para ver afianzada la libertad. El 
proyecto presenta las bases de ese gran edificio las que, 
siendo firmes, no lo dejarán expuesto a las ruinas.” 


¿Qué tratamiento ha recibido el Poder Judicial de 
este Gobierno minoritario, soberbio, que no quiere con- 
as con nadie y desprecia la opinión de los demás par- 
idos? 


Tengo en mi poder una carta que me enviara un 
viejo funcionario judicial y de la que procederé a leer 
algunos párrafos. En ella se habla de las dificultades por 
las que atraviesan, de la carencia de locales, de la falta 
de elementos tecnológicos, algo que conocen perfectamen- 
te todos los legisladores que aquí se sientan y son abo- 
gados. A veces, estos profesionales tienen que sacar apun- 
tes de los expedientes apoyándose en las rodillas. El Po- 
der Judicial siempre fue pobre, pero la dictadura quiso 
destruirlo. Dictó el Acto Institucional N% 8 y sintió de 
este Poder, condenado al silencio, como todo el país, las 
voces del silencio que, a veces, son las que más resuenan. 


Sólo cabía pensar, que Cuando la democracia rena- 
ciera en el país, la restauración del Poder Judicial sería 
una de las primeras preocupaciones. Sin embargo, no ha 
ocurrido así. 


Leeré algunos párrafos de la carta que mencionaba. 
Dice así: “Esto no puede seguir. Mientras tanto otros sec- 
tores, abroquelados en el orgullo de la fuerza, comprimen 
al Presupuesto Nacional. Recuperada la dignidad y resta- 
blecido el Derecho, es preciso evitar las injusticias que aún 
quedan. Un Poder del Estado no puede quedar relegado 
en el rincón constitucional de los organismos del 220. 
Los otros Poderes le deben respeto a la Suprema Corte 
de Justicia —reconociendo, además, que se ha quedado 
corta en la formulación de su Presupuesto— no retocan- 
do ni en una coma su formulación y augurándole y de- 
seándole que pueda desempeñar su delicadísimo servicio 
con tan ajustado planteo económico. Es una vergilenza 
que nuestra Justicia no esté dotada de los medios tecno- 
lógicos modernos mientras que, hasta unidades de la Ar- 
mada, hace tiempo que se manejan por computadoras. 
Muchos países, incluso sudamericanos, desarrollan con 
éxito la informática jurídica, mejorando los niveles de 
comunicación interna y extra fronteras. Mientras tanto, 
nuestros Juzgados siguen la tediosa y fatigante recopi- 
lación de ficheros” —y agrego: de ficheros obsoletos— 
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“...y de expedientes tan frondosos como lentos. Se impo- 
ne desde hace años la aplicación de los sistemas computa- 
cionales al Derecho, el conocimiento y el uso de esa re- 
volución tecnológica tan profunda como la revolución in- 
dustrial. Debemos tener conciencia de la magnitud de 
Una tecnología que ayudaria, fundamentalmente, a la 
Justicia nacional, por lo menos en sus dos ramas princi- 
pales: 1) la informática jurídica de gestión, que repite 
y reproduce todos los movimientos del trámite procesal 
desplegando la información integral o parcial de los ex- 
pedientes y proporcionando estimaciones comparativas de 
tiempo y de eficiencia, compilando y valorando datos 
estadísticos, resumiendo informaciones, etcétera, y 2) la 
información jurídica documental, que registra y actuali- 
za la información legislativa, jurisprudencial, doctrinaria 
y de Derecho Comparado, sustituyendo las vetustas colec- 
ciones de leyes, las jurisprudenciales y los catálogos doc- 
trinarios por versiones ágiles, actuales, nítidas y sin erro- 
res del Derecho aplicables, inmediatamente, a cada caso 
concreto. La computación así concebida tiene y debe ser 
estudiada, aplicada y desarrollada dentro de nuestro má- 
ximo organismo judicial donde sabemos que existen fer- 
mentos favorables.” 


Por eso, cuando uno advierte cuál es la realidad indi- 
gente del Poder Judicial, donde tal vez el último elemen- 
to tecnológico que entró hace varios años fue una má- 
Guina de escribir, y cuando Oye a los voceros del Gobier- 
no que reclaman un acuerdo para modernizar el país, 
siente el deseo de preguntarles: si quieren modernizar el 
país y piensan que es necesario hacerlo ¿por qué conde- 
nan a la Suprema Corte de Justicia a medir el tiempo 
con la ampolleta de arena, como en los tiempos de las 
catacumbas? 


__ El Poder Ejecutivo ha actuado despiadamente; “ño 
sólo ha aplicado una fórmula financiera al Poder Judi- 
cial, con la que no le es posible resolver sus problemas, 
sino que además —lo que es más grave— ha destruido el 
modesto presupuesto elaborado por la Suprema Corte de 
Justicia. El Poder Ejecutivo le ha faltado el respeto a la 
Suprema Corte de Justicia y al Poder Judicial. No le 
bastó con aplicar una fórmula algebraica. No; le metió 
el dedo en el ojo al Poder Judicial y le dijo que en vez 
de 150 auxiliares, necesitaba 50. ¿Con qué derecho un 
Poder ignaro —y el Poder Ejecutivo es ignaro en materia 
judicial aunque su titular sea abogado— puede entrome- 
terse en la intimidad funcional del Poder Judicial y de- 
terminar que esto no se puede hacer y que en cambio se 
debe hacer aquello otro? 


Para faltarle más el respeto, el Poder Ejecutivo su- 
primió tres cargos de odontólogos, dos de ayudante de 
odontólogo y otra serie de cargos. No sé para qué los ne- 
cesitaba la Suprema Corte de Justicia, pero me basta con 
que ella lo proyecte así para que, como legislador, me 
sienta obligado a votarlos. ¿Quién puede pensar que esos 
pocos cargos van a modificar el déficit o el superávit que 
se produzca? 


No fue solamente el señor Presidente de la República 
quien se manifestó, a través de los hechos, en contra del 
Poder Judicial. ¿Qué no dijeron los legisladores del Par- 
tido de Gobierno, a través de la televisión y la radio, en 
contra dei Poder Judicial? Además, cuando concurrieron 
aquí los integrantes de la Suprema Corte de Justicia, los 
legisladores del Partido de Gobierno propusieron poco me- 
nos que los echáramos y, por otra parte, los interrum- 
pieron permanentemente y no los dejaron hablar. ¿No es 
esto cierto? ¿Qué se busca Con esto? ¿Qué se quiere ha- 
cer? ¿Qué hay detrás de todo esto? 


Esta es una cara de la moneda; pero la moneda tiene 
dos caras. Mientras que por una parte se da el tratamien- 
to que he intentado describir al Poder Judicial, ¿cómo 
se trata a las Fuerzas Armadas? Con guante blanco. Ellas 
se llevarán el 40% del Presupuesto Nacional. Tal como 
sostenía Frugoni, este país puede darse el lujo de no te- 
ner ejército, bastándole una policía municipal, porque es- 
tá enclavado entre dos colosos: el Brasil y la Argentina, 
ante quienes Uruguay tendría que confiar en su debilidad 
digna, la defensa de sus propias fronteras. Ahora, ese 
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ejército que Frugoni pretendía se redujera gradualmente, 
se ha incrementado a niveles absolutamente inconcebi- 
bles y en este proyecto no se intenta para nada disminuir 
sus proporciones. 


Por el artículo 145 se crean 7 cargos de alta jerar- 
quía en el Programa 001 del Ministerio de Defensa Na- 
cional. Vale la pena mencionar la parte final de este ar- 
tículo que dice Que para el cargo de Subdirector General 
de Secretaría rige lo dispuesto en el literal d) e inciso 
final del artículo 31 del Decreto-Ley N?% 14.157, de 21 de 
febrero de 1974 y lo dispuesto por el artículo precedente. 
Este estilo de redacción responde al propósito de que la 
palabra sirva para ocultar el pensamiento. Aquí se quiere 
decir de un modo que no se entienda lo que se dice. Por 
el contrario, se trata de evitar mencionar cuál va a ser 
la retribución que recibirá este alto funcionario. 


Por el artículo 147, 10 cargos contratados se trans- 
forman en presupuestados. Se trata de un paso más hacia 
el crecimiento. 


En el artículo 149 se crean 10 cargos en el Programa 
Ejército. En el artículo 152, se crea una partida de nue- 
vos pesos 7:500.000 en el Programa 003 Marina, Armada 
Nacional, para atender exclusivamente el pago del seguro 
del Servicio de Construcciones, Reparaciones y Armamen- 
tos, cuyas retribuciones son atendidas con créditos presu- 
puestales del Renglón 021. Pienso que si por concepto de 
seguro a los que trabajan en las construcciones navales 
hay que pagar N$ 7:500.000, corremos el riesgo de tener 
dentro de no muchos años la marina más poderosa de 
América. 


Por el artículo 159, se asigna en el Programa 005, 
Aeropuerto Nacional, una partida anual de N$ 12:000.000 
para atender el pago de horas extras. 


Por medios de estos artículos se hace notorio el trato 
principesco que ha recibido, justamente el rubro pre- 
supuestal que debió haber sido más drásticamente redu- 
cido. 


Por el artículo 161, en el Programa 006, Salud Mili- 
tar, unidad 083, Servicio de Sanidad de las Fuerzas Ar- 
madas, de un total de 31 cargos, se transforman las fun- 
ciones contratadas en presupuestadas. Para tranquilidad 
de los colegas, debo señalar que esto no aumenta el po- 
derío bélico del ejército, porque entre los cargos que se 
transforman, cinco de ellos están destinados a hermanas 
de caridad. Supongo que esto no será por influencia del 
señor Ministro de Defensa Nacional, doctor Chiarino. 


Por el artículo 162, en el Programa 07, Organismos 
Conjuntos de las Fuerzas Armadas, Unidad Ejecutora 085, 
Estado Mayor Conjunto, se transforman 20 cargos de sol- 
dado de segunda en un cargo de sargento primero y 17 
cargos de soldado de primera. Pero, ¿todavía continúa el 
Estado Mayor Conjunto? ¿Estamos en peligro de alguna 
guerra? Todo el mundo pensaba que este organismo había 
sido relegado al rincón de los trastos viejos. Pero no es 
así; se mantiene y todavía le agregan 17 cargos de sol- 
dados. 


En el artículo 189 se autoriza al Poder Ejecutivo a 
adquirir o arrendar con opción de compra, e incorporar 
a la Armada Nacional un buque tanque en sustitución 
del “Presidente Rivera”, cuya financiación estaría basada 
en el producido de la venta de este último y en fondos 
provenientes de su explotación. He aquí un auténtico che- 
que en blanco, un tema que promueve dudas, porque en 
este país han ocurrido hechos y, entre ellos, la adquisi- 
ción del petrolero “Lavalleja”, respecto de la cual circu- 
lan las más tremendas versiones que, estoy seguro, son 
absolutamente ciertas. Es de señalar que este barco esta- 
ba “archivado” en los fiordos de Noruega por ser anti- 
económico. 


Por el artículo 180 se crean dos cargos. En el artículo 
181, los programas de construcción de 178 viviendas por 
parte del Servicio de Asistencia Social de las Fuerzas Ar- 
madas, serán financiados con préstamos del Banco Hipo- 
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tecario del Uruguay, los que serán reintegrados por di- 
chos servicios con cargo a los recursos propios por con- 
cepio de arrendamiento de vivienda. 


A propósito de este artículo 180, recuerdo que cuan- 
do se discutió en la Cámara de Representantes el pro- 
yecto de Presupuesto que luego aprobó el Senado en la 
última instancia, se propuso la creación de un rubro de 
N$ 4.000:000.000 para la construcción de viviendas de ca: 
rácter social por parte del Banco Hipotecario del Uru- 
guay, y los legisladores del Partido de Gobierno —me 
vienen a la memoria las exclamaciones de uno de ellos— 
dijeron que éso era atacar la autonomía de dicho Banco. 
Y yo pregunto: ¿ésto qué significa? Porque aquí se dice 
que se debe financiar este proyecto de 178 viviendas. ¿No 
es ésto atacar la autonoma del Banco Hipotecario? 


El mismo panorama ofrece el Presupuesto en cuanto 
al Presupuesto del Ministerio del Interior. Y ante seme- 
lante situación me surge una pregunta: ¿Qué hay detrás 
de todo ésto? ¿Hay presión por parte de las Fuerzas Ar- 
madas? Si fuera así, no tendríamos derecho a estar sen- 
tados en estas bancas porque los poderes constitucionales 
tienen la plenitud de sus atribuciones o, de lo contrario, 
estamos demás aquí. Pero digo que no hay tal presión. 
Puedo afirmar que Cuando se habla del peligro militar 
se está faltando a la verdad; que nuestro ejército, ex- 
cluidos sus mandos, no está dispuesto a emprender otra 
aventura. Puedo afirmar fehacientemente que todos aque- 
llos que están por debajo de los altos mandos saben que 
fueron conducidos a apostar a las patas de un Caballo 
muerto, que se les habló de patria, que se les habló con- 
tra la corrupción y que luego se desembocó en la tortura, 
en el asesinato y en el robo. Asimismo, digo que ningún 
Poder del Estado y que ningún gobernante tiene derecho 
a hacer política con las Fuerzas Armadas; ésta es una 
actividad muy peligrosa. 


Nuestro compañero, el señor legislador Batalla, decía 
en una entrevista televisiva de no hace mucho tiempo, 
que en nuestro Uruguay será necesario en el futuro re- 
flexionar serenamente en torno al ejército para, por un 
lado, hacer justicia y, por otro, reinsertarlo en nuestra 
sociedad. No creo que haya que vivir atacando al Ejér- 
cito, irritándolo, pero digo que en última instancia seña- 
lar a los torturadores es en el fondo un deber moral, 
aunque para ello haya que hacerlo con madurez y fir- 
meza. Pero creo que mucho más daño hacen los que pre- 
tendiendo defender al Ejército dicen que ciertos hechos 
no existieron, cuando todo el país sabe que no fue así; 
cuando quienes los niegan saben que sí existieron, cuan- 
do en primer término tiene conciencia de ello el Ejér- 
cito. Esas personas son las que realmente hacen daño al 
país porque no sólo se degradan a sí mismos negando la 
evidencia, sino que también degradan a los Poderes que 
integran. 


El proceso que estamos viendo con preocupación es 
justamente el del Poder Ejecutivo, más precisamente la 
actitud del señor Presidente de la República, que de co- 
legislador se va transformando en legislador único. Y, lo 
que es más grave todavía, en juez único. 


En un reportaje que hace poco le efectuara el perió- 
dico “Le Monde”, el doctor Sanguinetti dijo: “Si la Ar- 
gentina da un ejemplo diferente, ello se debe a que allí 
la represión fue particularmente feroz. Fue un auténtico 
genocidio” —agrego por mi parte, en el que participaron 
oficiales de las Fuerzas Armadas uruguayas que están 
perfectamente identificados— “y no olvidemos que tam- 
bién hubo la guerra de Las Malvinas”. 


En este punto, quisiera decir que Brasil no tuvo una 
guerra de Las Malvinas y sin embargo tuvo el coraje y 
dignidad de procesar y encarcelar a los integrantes de 
las fuerzas represivas que participaron en el secuestro de 
aquel matrimonio uruguayo, sobre del que tanto se ha 
hablado. 


Como si ésto fuera poco, hace pocos días el general 
Seregni se entrevistó con el Presidente de la República, 
doctor Sanguinetti, con motivo de este tan promocionado 
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acuerdo nacional —que algún día veremos en qué con- 
siste— y cuando lo reportearon, luego de aquélla, declaró 
al semanario “Brecha” lo siguiente: “Insistió entonces 
Seregni ante Sanguinetti en la cuestión de los derechos 
humanos. Preguntó concretamente ¿qué había ocurrido 
con los Tenientes Coroneles Gavazzo y Cordero, con la 
medalla otorgada al Inspector Victor Castiglioni, y con 
la reciente designación del doctor Maraboto en el Hospi- 
tal Militar? El doctor Sanguinetti señaló que se trataba 
en definitiva de provocaciones y que era imprescindible 
evitar situaciones como éstas. Sanguinetti admitió que 
había que buscarle una solución. También preguntó Se- 
regni acerca de las declaraciones sobre los derechos hu- 
manos que el propio Presidente había formulado a la 
prensa internacional y que no habían sido desmentidas. 
A este respecto, Sanguinetti se limitó a contestar que no 
las había desmentido porque efectivamente las había 
realizado”. 


En este punto, creo que el señor Presidente se equi- 
vocó porque el artículo quinto de la Ley de Pacificación 
Nacional establece concretamente que quedan excluidos 
de la amnistía, los delitos cometidos por funcionarios 
policiales o militares, equiparados o asimilados, que fue- 
ran autores o cómplices de tratamientos inhumanos, 
crueles o degradantes, etcétera. 


En definitiva, señor Presidente, democracia significa, 
por lo menos, la existencia de tres Poderes. No existe 
ella cuando uno de ellos avasalla a los dos restantes. Ade- 
más es necesario que se entienda de una vez por todas 
por parte del Poder Ejecutivo que no puede seguir gober- 
nando en minoría. Cuando al cabo de esta deliberación 
en la Asamblea General se vote, los miembros que inte- 
gran la minoría, al igual que aquel comisario de cam- 
paña, podrán dirigirle una carta al Presidente de la Re- 
pública diciéndole: “Hemos ganado la votación heroica- 
mente en una relación de poco más de dos contra poco 
menos de tres”. Aquí los votos no valen todos lo mismo; 
unos tienen más valor que otros, 


'Se ha hablado de la demagogía y de la irresponsa-: 
bilidad de la oposición. Antes de ahora y fuera de aquí 
se había hablado de la oposición desmelenada, alegre e 
irresponsable. Lo niego terminantemente. 


Nadie se propuso aquí objetivos desmesurados, por- 
que nadie está dispuesto a pagar precios por encima del 
pequeño valor de las victorias a obtener, no para los par- 
tidos; para la enseñanza, para la Universidad, para la 
Salud Pública. 


Estamos en un corte de vientos y caminos en que 
cada uno debe saber cumplir con su deber; que el Poder 
Ejecutivo sepa cumplir con el suyo empezando por res- 
petar a los demás Poderes, que no continúe con un vo- 
luntarismo que puede desplomarlo en el abismo del poder. 
Y, en todo caso, transcurrido el tiempo, vaya a saber 
dónde y en qué circunstancia si tenemos la suerte de en- 
contrarnos, cuando acaso forzosamente nos tengamos que 
detener a reflexionar, con el célebre libro de Heminway, 
que en él podemos leer sin rbuorizarnos aquella frase 
“No preguntes por quien doblan las campanas; las cam- 
panas están doblando por ti”. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador Gilberto Ríos. 


SEÑOR RIOS (Gilberto). — Señor Presidente: en 
esta sesión de la Asamblea General, estamos, sin duda, 
considerando un tema que ha generado una gran expec- 
tativa en su definición. Quizás el punto más alto de esta 
expectativa, desde los hace casi seis meses que este asunto 
está en vueltas sin resolverse definitivamente, se mida por 
la angustia generalizada de mucha gente. 


Ella espera que de este Cuerpo el día que termine- 
mos el debate, salga una solución positiva para sus inte- 
reses. 


También hubo expetactiva por el Presupuesto que 
debía enviar el Poder Ejecutivo a este Parlamento de- 
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mocrático, luego de doce años de dictadura; había expec- 
tativa y esperanza de un cambio que, sin embargo, la 
letra fría de aquel Presupuesto recibido el último minuto 
previsto por el plazo constitucional y en el último mo- 
mento, llevó al estupor, a la sorpresa por algunas de sus 
características. 


El Frente Amplio lo analizó en esa maraña de datos 
difíciles y llegó a la conclusión de que ese Presupuesto 
era continuista, de guerra. Este Proyecto de Ley tan 
especial provocó un gran debate primero en la Cámara 
de Senadores y luego en la Cámara de Diputados. 


Después de haberse hecho algunas mejoras elabora- 
das por una mayoría democrática en el Senado, se creó 
una segunda gran expectativa que estaba en torno al 
Mensaje Complementario que enviaría el Poder Ejecuti- 
vo. Muchos pensaban que quizás ahí este Poder mostra- 
ría su flexibilidad y ánimo de concordia y coincidencia y 
que, inclusive, por el hecho de que ya habían transcu- 
rrido prácticamente sesenta días de debate de ese pro- 
yecto de ley de Presupuesto en ambas Cámaras, tendría 
un conocimiento más preciso de cuáles eran las pocas co- 
sas que podría aportar el Poder Ejecutivo en ese Mensaje 
Complementario para poder mejorarlo, fundamentalmente 
en aquellos puntos en los que el Parlamento no tiene ini- 
ciativa y en los que, exclusivamente, este Poder era el 
único capacitado para incorporar esos beneficios. 


Ese Mensaje complementario fue la segunda gran frus- 
tración. Entonces, la actitud del Parlamento democrático 
estuvo enmarcada dentro del marco de la Constitución 
y de todos los mecanismos legislativos que hay para mo- 
dificar un Presupuesto -—que no son muchos, dicho sea 
de paso, y cada vez tiene menos posibilidades de incidir 
en él, porque no puede crear cargos, ni aumentar los 
sueldos y una serie de limitaciones más-— que son tan 
estrechos, sabiendo que no ibamos a revertir la filosofía 
de ese Proyecto de Ley, pensando sí que lo podríamos 
mejorar y fue así que hubo una coincidencia entre fuer- 
zas políticas en torno a los organismos del artículo 220, 
Salud Pública, Universidad, Enseñanza y ciertas áreas y 
Unidades Ejecutoras de la Administración Central, y el 
resultado final, como lo dije anteriormente, no fue el de 
lograr revertir la filosofía de ese Presupuesto elaborado 
por el equipo económico de Gobierno, sino de mejorarlo. 
Este es el primer aspecto que queremos subrayar porque 
hoy se habló aquí primero de demagogía y luego de res- 
ponsabilidad, y como conclusión extraemos de ello que la 
oposición fue irresponsable. No pudimos revertir esa filo- 
sofía ni mejorar el Presupuesto de la forma que quería- 
mos, a pesar del ánimo y de la voluntad permanente que 
había de llegar a un acuerdo plural entre todos los par- 
tidos. Y esto no se logró debido a la actitud del equipo 
económico de Gobierno, de su intransigencia e inflexibi- 
lidad, demostrada inclusive en jocosas anécdotas contadas 
por los propios legisladores del Partido Colorado, de cómo 
rebotaban con sus solicitudes, ante esa dureza e inflexi- 
bilidad del señor Ministro de Economía y Finanzas, con- 
tador Zerbino y sus asesores. 


Entonces, se lograron esas mejoras que creíamos que 
por ser menores no iban a traer como conclusión o resul- 
tado final lo que fue ese mazazo que ya se vislumbraba 
en el transcurso del debate presupuestal como lo fue, sin 
duda, este veto que hoy estamos tratando de levantar. 


Antes de ir al análisis particular de estos vetos, creo 
necesario referirme a ciertos aspectos que perfilaron un 
poco la actitud general del Frente Amplio, en noventa 
días de debate de esta ley, puesto que ellos son impres- 
cindibles desde el punto de vista de nuestra filosofía, pa- 
ra que no sólo este Cuerpo sino quienes nos escuchan 
atentamente y esperan expectante el resultado final de 
esta gestión, comprendan el significado de estos vetos del 
Poder Ejecutivo, a qué responden y qué intereses repre- 
sentan. 


Aquí ya se ha hablado de un tema que ha estado 
permanentemente en el tapete de la polémica pública. Me 
refiero a los sueldos, a las inarmonías que crean las re- 
tribuciones de los organismos del artículo 220 de la Cons- 
titución con el resto de la Administración Central, y, por 
otro lado, al aspecto inflacionario generado por el déficit 
de este Presupuesto desfinanciado. 
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Debemos detenernos en este punto tan específico co- 
mo es el de los salarios, porque partimos de la base de 
que existía la esperanza en la ciudadanía de que este 
Presupuesto tuviera diferencias con el que caracterizó al 
período de facto. Por eso hablábamos de más recursos a 
la Enseñanza, para Salud Pública y para la Universidad. 
Por eso hablábamos de modificar la política tributaria, 
en lo referente a ese 80 % de Impuestos Indirectos que 
gravan al consumo, es decir, a toda la población. Por 
eso, inclusive, queríamos que en el Mensaje complemen- 
tario se incorporara la exoneración del IVA a los produc- 
tos de la canasta familiar, ya que ello requiere iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo. 


Queríamos, en fin, que se redujeran los gastos de los 
Ministerios de Defensa Nacional y del Interior, y tam- 
bién —lo señalamos muchísimas veces— teníamos la es- 
peranza de que a los funcionarios estatales —tanto de la 
Administración Central como de los organismos del ar- 
tículo 220 de la Constitución— se les contemplara en 
sus reivindicaciones y reclamos salariales y de beneficios 
sociales que les fueron arrancados por la dictadura. 


Cuando leíamos aquel artículo 62 del Presupuesto con 
iniciativa del Poder Ejecutivo, que hablaba de mantener 
y recuperar el poder adquisitivo del salario del trabajador 
público, saludábamos ese párrafo programático, porque, 
en definitiva, implicaba el reconocimiento de la necesidad 
de mantener y recuperar el poder adquisitivo del salario 
real que los funcionarios estatales perdieron durante el 
transcurso de la dictadura. 


Voy a leer dos puntos a los que me refería en sesio- 
nes anteriores del debate parlamentario que tuvo lugar 
en la Cámara de Representantes en torno al Presupuesto 
Nacional, porque son los que van a ir generando las ba- 
ses para la comprensión de la actitud del Poder Ejecutivo 
en relación al salario en general, manifestada a través de 
sus vetos. Se trata de un documento que ya es de domi- 
nio público, concretamente la Carta de Intención firma- 
da con el Fondo Monetario Internacional, signada por el 
señor Ministro Zerbino, sin respetar lo establecido en la 
CONAPRO, de acuerdo a lo cual las negociaciones sobre 
la deuda externa tenían como preámbulo la consulta a 
los diversos Partidos Políticos que habían participado en 
dichas conversaciones. 


El punto 7 de la Carta de Intención dice que uno de 
los elementos importantes de ese proyecto, es “la adop- 
ción de una política salarial prudente para el sector pú- 
blico”, y que, además, “se han tomado medidas para re- 
ducir los aumentos automáticos de ciertas prestaciones 
de la Seguridad Social”. Agrega que se prevé que esa po- 
lítica “permitirá efectuar un ahorro presupuestario de 
alrededor del 0,5 % del Producto Bruto Interno durante 
los primeros doce meses del programa”. 


Antes de comentar este punto, voy a referirme al 
punto 14, que también tiene relación con los salarios. No 
recuerdo ya dónde fue que se firmó esta Carta de Inten- 
ción, es decir, en qué país: se estaba hablando sobre el 
salario del trabajador de la Administración Pública del 
Uruguay. 


El punto 14 de la Carta de Intención establece que 
“e] Gobierno se propone complementar la política de de- 
manda con una política de ingreso destinada a facilitar 
la desaceleración programada de la inflación, sin perjudi- 
car el nivel de empleos”, y, que en ese sentido, “sin per- 
juicio de su principal objetivo de elevar el nivel de vida 
y de conseguir una distribución más equitativa del in- 
greso, el Gobierno ha manifestado reiteradamente a la 
población que la única forma de aumentar los salarios 
reales con carácter permanente es mediante uha mayor 
productividad de inversiones”. Agrega este punto que “los 
futuros reajustes de los salarios del sector público, se ha- 
rán a intervalos de cuatro meses en lugar de tres, de un 
modo consistente con tendencia a la inflación”. 


En estos dos puntos queda claro, en primer lugar, la 
nítida intromisión del Fondo Monetario Internacional en 
la propia soberanía de nuestro pueblo, y, en segundo 
término, la importancia que se le da al salario del traba- 
jador público en las negociaciones con este Organismo y 
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la banca extranjera. Por un lado, se dice que con esta 
política salarial prudente se va a ahorrar un 0,5% del 
Producto Bruto Interno; por otro lado, establece cada 
cuanto tiempo se debe efectuar un ajuste salarial. Y es 
por eso que tiene una explicación muy lógica la actitud 
que tuvo el Poder Ejecutivo con las gremiales de COFE 
y con relación a las propuestas salariales para los Orga- 
nismos del artículo 220 de la Constitución. 


Por eso se explica que cuando se votaron en la pro- 
pia Comisión de la Cámara de Representantes los sueldos 
estipulados para los organismos del artículo 220 de la 
Constitución —votación ratificada luego en el Plenario— 
aparezca con más fuerza que nunca el argumento del veto. 


Hace poco el señor legislador Lamas había manifes- 
tado que se iba a generar una falta de armonía entre los 
sueldos de los funcionarios de los organismos del 220 y 
los de la Administración Central. Exactamente, iba a 
producir una falta de armonía. Pero, ¿por qué razón? 
¿Por voluntad del Cuerpo Legislativo o por responsabi- 
lidad directa y exclusiva del Poder Ejecutivo y de su 
equipo económico? Lo que hizo el Parlamento al aceptar 
la propuesta de sueldos de los organismos del artículo 220 
de la Constitución fue, simplemente, plasmar en la prác- 
tica ese planteo programático que el Poder Ejecutivo 
hacía en el artículo 6% donde decía que había que recu- 
perar el poder adquisitivo del salario del trabajador pú- 
blico. Esto lo decía programáticamente; pero en todos 
los organismos de la Administración Central, salvando 
dos excepciones —los Incisos 03 y 04— tuvo una actitud 
muy dura en cuanto a la adjudicación de estos salarios. 
Entonces, lo que hizo el Poder Legislativo fue adoptar 
una posición que creíamos que verdaderamente interpre- 
taba esa fórmula programática manifestada en el artículo 
6%. O sea que el planteo no sólo tendía a ser incorporado 
en la ley sino que, en definitiva, con estos sueldos está- 
bamos manteniendo realmente el poder adquisitivo y ge- 
nerando la posibilidad de una progresiva recuperación 
salarial hasta los niveles más altos que tuvo el funciona- 
riado público, tanto en la Administración Central como 
en los organismos del artículo 220, en otra etapa de la 
vida del país. 


Observen los señores legisladores que desde el año 
1971 a la fecha la caída de ese salario se situó prome- 
dialmente en un 44.77%. En ciertos organismos del ar- 
tículo 220 la pérdida fue mayor; me refiero a la Ense- 
ñanza que, dentro de todo, fue quien más perdió. A su 
vez, dentro de la Enseñanza quien más perdió fue la Uni- 
versidad, llegando al extremo, en ciertos grados del or- 
den docente, de perder casi un 73 % del poder adquisitivo 
del salario. Entonces, no fue por casualidad que nosotros 
optamos —<como nos lo permite la Constitución de la 
República— por la propuesta de los organismos del 220. 
Pero, a la vez, tampoco nos causan sorpresa los vetos del 
Poder Ejecutivo fundamentalmente sobre los salarios. Por 
eso es que leíamos estos dos puntos de la Carta Inten- 
ción pero, además, porque hubo un ensañamiento especial 
en contra de los salarios, lo que demostró una actitud 
cruda por parte del Poder Ejecutivo. S 


En primer lugar, recuerdo el artículo 52 de este Pre- 
supuesto, que establece la racionalización de la Adminis- 
tración Pública. En la discusión en Comisión se llegó a 
un acuerdo en cuanto a que la Administración Pública se 
había deformado durante los doce años de control por 
parte de la dictadura y a que era necesaria una raciona- 
lización que zanjara las diferencias de escalafones, de 
sueldos, e inclusive terminara con ciertas prebendas otor- 
gadas por la dictadura con un doble objetivo, como era 
la prima por eficiencia, que no sólo sirvió para compen- 
sar a los colocados a dedo, a los adulones y soplones, 
causantes de las destituciones y suspensiones, sino tam- 
bién para dejarlos incrustados en el aparato estatal de 
la nueva situación política. Esa es la misma gente que 
hoy, dada la movilización gremial, “carnerea”, y sigue 
“besándole los pies” por esas prebendas, al equipo eco- 
nómico, actitudes éstas que van en contra de la gran ma- 
yoría de los funcionarios públicos. 


Me referí, entonces, al artículo 52, porque allí se 
había establecido que la racionalización se haría con un 
5 % del total del Rubro O del Presupuesto Nacional. Re- 
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sulta que luego se plantea que no sea del 5% el monto 
global del Rubro 0, sino que sea con el monto de la sa- 
lida de caja y con toda la cantidad de cargos que existen 
sin llenar en esta Administración, lo que significa que ese 
5% se disminuye —quizá con suerte a un 3%. Esto a 
su vez, significa otro ahorro en detrimento del salario de 
los trabajadores públicos. 


No podemos olvidar en esta discusión en torno al te- 
ma salarios que en el Mensaje Complementario se in- 
cluyó, durante la discusión en el Plenario, un artículo 
176 —luego 686— mediante el cual se pretendía ahorrar 
N$ 1.200:00.000, quitándolos del Rubro 0 de la Admi- 
nistración Central. El contador Davrieux dijo que ésta 
era la intención de ese artículo. 


Además, otra de las cosas que tenía que ver con el 
trabajador estatal, con el funcionario público, era que 
querían recuperar beneficios que habían sido conquista- 
dos con su lucha, e ilegítimamente quitados luego por la 
dictadura. Se trataba simplemente de la intención de que 
les fueran restituidos legítimos derechos que habían sido 
otorgados por Parlamentos democráticos y que la dicta- 
dura les quitara. Me refiero a la prima por antigiúedad. 
La reivindicación era de un 2% sobre el salario mínimo 
nacional. El Poder Ejecutivo, en una actitud como de 
benevolencia suprema, en el Mensaje Complementario 
eleva la propuesta original de un 0.5% a un 1%. Hay 
que aclarar que esa prima por antigiiedad del 1% sobre 
el salario mínimo nacional era para todos los Ministe- 
rios, menos para los de Defensa Nacional e Interior, por- 
que para este último la prima por antigúedad era el 3.1 
por mil, pero sobre el salario del inspector principal, o 
sea, el cargo más alto del escalafón, previo al cargo de 
Jefe de Policía y, para el Ministerio de Defensa Nacio- 
nal, la misma era de un 3.1 por mil del salario —bastan- 
te abultado, como todos sabrán— de un teniente general. 


Insistiendo en esa actitud con los funcionarios públi- 
cos hacemos referencia a un hecho concreto, que es la 
equiparación con Primaria. Inclusive, a ese respecto el 
señor legislador Melo ha hecho referencia a dos leyes 
que permitían que los funcionarios docentes y no docen- 
tes de Educación Física estuvieran equiparados a Ense- 
ñanza Primaria. Se refería a dos leyes aprobadas por Par- 
lamentos democráticos. No obstante, dos decretos de la 
dictadura suprimieron esos beneficios. 


La intención del Cuerpo de restituir los beneficios 
otorgados por esas leyes, tiene como resultado, como ton- 
clusión final, que el Poder Ejecutivo prefiriera la perma- 
nencia de los dos decretos elaborados por la dictadura. 


Existen otros hechos que también se relacionan con 
el salario. En este Presupuesto el total de los rubros 0 
y 1 —o sea sueldos y cargas sociales— oscila en el 30 %, 
mientras que en el año 1973 era de un 63 %. Debemos 
aclarar que dentro del 100 % de lo adjudicado al rubro 
O en este Presupuesto, el 40,6 % corresponde a los suel- 
dos de los Ministerios de Defensa Nacional e Interior. 


Cuando en el trámite presupuestal hacemos referen- 
cias y ponemos como parámetro el abultado porcentaje 
que corresponde a estos Ministerios, no es con la volun- 
tad ni el ánimo de rebajar sueldos, sino que nuestra in- 
tención es ponerlos como referencia para que la reivin- 
dicación que solicitamos tenga un antecedente muy claro 
en este Presupuesto. 


Hoy aquí se ha hablado de sueldos. El señor legisla- 
dor Lamas ha dicho —y lamento que no esté en Sala— 
que con esos sueldos que se votan para los organismos 
comprendidos en el artículo 220 se crea una diferencía, 
ya que no va a ganar lo mismo un funcionario del Poder 
Judicial que otro del Consejo del Niño. Estoy totalmente 
de acuerdo con esto, aunque aclaro que ello no es res- 
ponsabilidad nuestra porque ese aumento de sueldos a la 
Administración Central, por la Constitución de la Repú- 
blica, es de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo y si 
éste realmente quiere consagrar lo que manifiesta pro- 
gramáticamente en el artículo 6% tendría que haber ele- 
vado esos sueldos. No obstante, creo que el señor legis- 
lador Lamas se manejó con la hipótesis de los sueldos 
que se hubieran aprobado en caso de que se hubieran 
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levantado los vetos. En cambio, mi hipótesis es diferente, 
en el sentido de que si el Partido Colorado se mantiene 
en la actitud que ha sostenido en estos noventa días de 
trámite presupuestal junto a todo este corolario del es- 
tudio de los vetos, sin duda será la hipótesis de mayor 
realidad, ya que se mantendrían los vetos del Poder Eje- 
cutivo y se harían las comparaciones entre ciertos sueldos. 


Se ha hablado de modernizar y tecnificar el país y 
esta es una frase que está de moda. Frente a ese afán 
de tecnificación y modernización tenemos el caso de que 
un catedrático de nuestra máxima casa de estudios —que 
va a jugar un papel fundamental— o sea un profesional 
en el final de su carrera docente y del cual se espera el 
máximo aporte de sus conocimientos en aras de la forma- 
ción de los cuadros técnicos de nuestro país, va a ganar 
N3 30.000. Con la fórmula original del Poder Ejecutivo 
percibía N$ 25.500. Por otra parte, un Sargento 1% del 
Ministerio de Defensa Nacional ganaría N$ 29.900, o sea 
que estaría a la misma altura que un catedrático de la 
Universidad de la República. Estas comparaciones debe- 
mos hacerlas porque son reales y si comenzamos a ma- 
nejar hipótesis son muchas las que pueden surgir. Por 
ejemplo, un maestro percibiría un sueldo de N$ 14.000, 
un profesor con 20 horas semanales llegaría a una cifra 
que quizás oscile en los N$ 14.000; y un funcionario ad- 
ministrativo o de servicio de ANEP, N$ 19.000, sin nin- 
gún tipo de beneficios sociales, 


Entonces, en la medida en que estamos manejando 
una hipótesis que se puede transformar en realidad, te- 
nemos que decir que no sólo no entramos en el camino 
de la recuperación del salario real, como dice el artículo 
62 del Presupuesto —lo que es una grave contradicción 
con el texto pero creo que se ajusta y es coherente con 
la filosofía del equipo económico de este gobierno— sino 
que, inclusive, no vamos a lograr la recuperación, porque 
además este Presupuesto no se transformará en un pro- 
blema de unos pocos días, ya que es quinquenal, o sea 
que los trabajadores estatales, por cinco años se tendrán 
que olvidar de una posible recuperación de su salario. 
uizas se pueda mantener el poder adquisitivo del sa- 
ario. 


A través de la propuesta formulada por el Poder 
Ejecutivo, por el Presidente de la República, surgen as- 
pectos contradictorios en cuanto al llamado “Acuerdo 
Nacional”, en el sentido de que no podemos separar una 
discusión legislativa en torno a un tema de trascenden- 
cia nacional como es el Presupuesto, de lo que está pa- 
sando en torno al llamado “Acuerdo Nacional”. Ambas 
cosas están unidas estrechamente y es por ello que si en 
ese Acuerdo Nacional aparece una voluntad de encontrar 
fórmulas para las grandes soluciones a nuestro país, hay 
cosas que sí son realmente contradictorias. Es sabido que 
existe un remanente, como resultado del período dicta- 
torial, que en el plano social se refleja en un drama de 
características inusitadas, donde se ve una necesidad de 
comenzar a resolver esos problemas. En ese aspecto, el 
Presupuesto juega un papel fundamental. 


Al respecto, recuerdo el discurso pronunciado por el 
señor Presidente de la República a través de la Cadena 
de Radio y Televisión, haciendo un llamado al Acuerdo 
Nacional. 


Ahí, el Presidente habló de modernizar, de tecnifi- 
car, de entrar realmente a las soluciones de los grandes 
problemas. Pero, a la vez, en esos das, nosotros estába- 
mos haciendo el análisis de los vetos del Poder Ejecutivo 
y, francamente, apelábamos a la. sensibilidad que pudiera 
tener el equipo económico, el Partido de Gobierno, sobre 
ciertas áreas esenciales, que no se refieren solamente al 
problema de los salarios y los beneficios sociales sino que, 
por ejemplo, a la Universidad se le deben N$ 300.000.000 
para inversiones. 


Es sabido que la Universidad tiene un déficit tremen- 
do en cuanto a capacidad locativa, de acuerdo a la abul- 
tada matrícula existente. A pesar de lo poco con que 
cuenta, la Universidad piensa ofrecer el Hospital Pedro 
Visca para dar cabida a aulas que permitan desconges- 
tionar la actual infraestructura, que es antigua y está 
deteriorada. Sólo acondicionar el Hospital Pedro Visca 
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cuesta N$ 200.006.000, y nos falta el Hospital de Clínicas, 
así como cantidad de carencias de las que todo el mundo 
es consciente. 


Cuando se votó la partida para ANEP no alcanzó al 
100% de lo solicitado por el CODICEN. Existía, además, 
el problema referente a los salarios para que el docente 
pudiera ejercer la labor pedagógica en plenitud, sin llegar 
al límite de perder la propia dignidad de la profesión. 


Por otra parte, hemos tratado de resolver el drama 
de los comedores escolares. 


Asimismo, nos llevó tiempo, pero lcgramos, en base a 
desentrañar metódicamente las planillas del Ministerio de 
Defensa Nacional, saber cuáles son las posibilidades de 
ANEP con este Presupuesto. 


El Ministerio de Defensa Nacional consume mensual- 
mente N$ 48.500.000 para la adquisición de carne. Por lo 
tanto, destina para cada uno de sus 42.734 efectivos. 
N$ 1.140 por mes para carne. El Consejo de Primaria 
recibe y destina, para dar de comer a 120.000 niños apro- 
ximadamente, N$ 10.000.000, es decir, N$ 80 o 90 por mes. 
por niño. 


La conclusión es que un militar come casi medio kilo 
de carne por día; un niño, en un comedor escolar con- 
sume de 10 a 15 gramos por dia. Por lo tanto, lo que 
votamos para ANEP era con el objeto de aumentar la 
cantidad de gramos de carne que pudieran comer los ni- 
ños que utilizan los comedores escolares, más aún en la 
actualidad, por la grave Crisis social y económica que ví- 
ve el país. Este aumento en la partida no era para que 
un maestro ganara millones y millones de pesos; no era 
para que se construyeran, al barrer, escuelas y escuelas, 
ni para que se reformaran otras, ni para que se aporta- 
ran recursos a los efectos de que nuestro sistema edu- 
cativo se pudiera proyectar a niveles superiores. Simple- 
mente, se trataba de mantener y elevar la propia dig- 
nidad de lo que fue un ejemplo, no sólo para todos los 
uruguayos, sino para muchos países, de lo que era el tra- 
tamiento de todo el sistema educativo, desde la Ense- 
ñanza Primaria a la Superior. 


Esto trajo como consecuencia el elevado índice de 
formación general de la población en su conjunto, el alio 
nivel de los técnicos y docentes. Hoy, vivimos no sola- 
mente el problema de la deserción estudiantil clásica, o 
la imposibilidad de acceder a la Enseñanza Superior por 
parte de los hijos de las familias de menores recursos, 
sino la deserción en la Enseñanza Media e incluso Pri- 
marla. 


Esta consecuencia nos duele profundamente. Pusimos 
toda nuestra voluntad para mejorar esa situación cuan- 
do votamos los N$ 21.000:000.000 para ANEP. 


En el momento de realizarse la polémica pública res- 
pecto a los vetos, no sé si expresamos gráficamente cuál 
es la filosofía que contienen. 


Según el propio Mensaje del Poder Ejecutivo, los ve- 
tos obedecen a fundamentos tanto jurídicos como de mé- 
ritos. Yo subrayé la frace “fundamento de méritos” por- 
que creo que ahí no existe ninguna traba constitucional 
para interpretar cuáles son sus alcances. Después expresa 
más claramente “fundamento de conveniencias”. O sea 
que, aparte de lo jurídico o constitucional —no voy a 
ser yo quien se introduzca en ese debate— existen fun- 
damentos de conveniencia. 


Se añade que por herencia del régimen de facto, por 
esa herencia que todos reconocemos, se ha procurado re- 
ducir los gastos públicos por una severa política dé con- 
tención de los mismos que la presente Administración 
lleva a cabo. 


Gasto público no es sólo lo que se vuelca al Pre- 
supuesto; según entiendo yo también lo son los 225 mi- 
llones de dólares que salieron del país durante el pro- 
grama año 1985, tal como lo catalogan esos convenios y 
la ec de Intención con el Fondo Monetario Interna- 
cional, z 
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Por otra parte, expresa que no se procede a conti- 
huar incrementando la presión fiscal sobre los distintos 
sectores económicos. No me voy a extender sobre el te- 
ma, por lo que ya dijo el señor legislador García Costa. 


Más adelante, hay una frase que refiere a los sala- 
rios. Es el cuestionamiento a los salarios votados para los 
organismos del artículo 220 que en algunos casos se mul- 
tiplican por tres. Ahí se expresa que se entiende que en 
tanto la economía impide a todos los funcionarios públi- 
cos incrementos que en sí pueden ser deseables, no es 
conveniente que los mismos sean promulgados, ya que 
establecen excesiva diferencia en las retribuciones para 
tareas similares. Nosotros estamos totalmente de acuerdo 
con el concepto de que a igual tarea, igual remuneración. 
Por eso, consideramos que más allá de ser organismos 
del 220 o de la Administración Central todos forman en 
su conjunto el funcionariado estatal. Pero la inarmonía 
que se crea en los salarios no es responsabilidad del Po- 
der Legislativo, sino del Poder Ejecutivo, quien no con- 
sagra lo que se manifiesta programáticamente en ese ar- 
tículo 6% tan discutido y tan polémico. 


. Por último, aunque parezca de Perogrullo, entre las 
primeras palabras, antes de comenzar con cada uno de 
los vetos, el Mensaje del Poder Ejecutivo dice que las ob- 
servaciones siguientes permiten asegurar una mejor sa- 
tisfacción de los servicios de salud, educación, vivienda 
etc., sin incurrir en un riesgo financiero indeseable. : 


Si entramos a desmenuzar la hipótesis de que no se 
pueden levantar los vetos, con ejemplos concretos pode- 
mos demostrar, desde el tema salarios, inversión y hasta, 
el propio funcionamiento de todos los organismos de la 
administración estatal, que no se va a dar mejor satís- 
facción ni a la salud, ni a la enseñanza, ni a la vivienda 
ni al etcétera, que figura en este mensaje. ; 


Habría que agregar, señor Presidente, que aquí se 
al con lo que se había acordado, de eso no hay 
udas. 


Tenemos todo el derecho a discrepar con la política 
del Poder Ejecutivo y plantear opciones diferentes. Eso 
ho es hacer demagogía, como fue aclarado por el señor 
legislador Lescano y está permitido en el libre juego de 
las instituciones democráticas y en la actividad pública 
y libre de los partidos políticos. En política económica no 
tenemos que arrodillarnos ante lo que diga el Poder Eje- 
cutivo, podemos discrepar, cuestionar y plantear alternz- 
tivas. Eso de ninguna manera significa demagogia. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — ¿Me permite 
una interrupción, señor legislador? 


SEÑOR RIOS (Don Gilberto). — Con mucho gusto. 


_ SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: he solicitado esta pequeña interrupción al señor legis- 
lador Gilberto Ríos porque tengo el deseo, a esta altura, 
de subrayar alguno de los elementos que contiene su de- 
tallada exposición. 


Este es un debate muy especial en cuanto hemos 
entrado a él —salvo elementos que a esta altura resultan 
difíciles de prever— conociendo desde el punto de vista 
numérico sus resultados y, por Otra parte, procurando 
impedir que la delimitación de responsabilidades de todo 
carácter no pueda ser eludida a través del vencimiento 
de los plazos y la aprobación ficta de las observaciones. 


Quiero contrastar elementos que se manejan entre 
unas y otras posiciones. Mientras por parte de los seño- 
res legisladores que apoyan la conducta del Poder Ejecu- 
tivo se subraya la conveniente ponderación en el manejo 
de los tributos y la necesidad derivada de la pobreza en 
que el país se encuentra, de poner un tope razonable a 
los gastos que el Presupuesto exija, por otro lado, por- 
menorizadamente —de modo que no obtiene respuesta 
precisa en ningún Caso— se muestra cómo aún, con es- 
tas cifras totales, con este mismo Presupuesto pobre, pa- 


5 de Marzo de 1986 


ra este país pobre, él implica una opción inequívoca por 
parte del gobierno que, en muchos aspectos sustanciaies, 
lo superpone en términos coincidentes con la orientación 
de la dictadura. 


Cuando se nos dice: no podemos gastar más; es im- 
prudente acumular un presunto déficit mayor, no se nos 
contesta por qué existe esa relación entre el sueldo del 
sargento con el del profesor y el del maestro. Por qué 
hay esa relación entre los gastos para los cuarteles y los 
gastos para los hospitales o las escuelas. Esta es una op- 
ción. No se nos hable de dar un trato equiparado o simi- 
lar a quienes están arrancando de niveles tan diferenyes 
porque es obvio y elemental que una dictadura como la 
que padecimos levantó a los suyos. Para eso tomaron el 
poder: para hacerse ricos a costa del Estado. Al mismo 
tiempo —expresando su desprecio ilimitado— redujeron 
hasta lo inimaginable los recursos destinados a la salud 
del pueblo —no a la de ellos, que cuidaron bien— sino 
a la del pueblo modesto; lo mismo hicieron con los recur- 
sos destinados a la enseñanza popular y para una justi- 
cla que es la negación viva de todo lo que fue y procuró 
ser siempre la dictadura. Cuando viene un gobierno de- 
mocrático —lo es— cuando viene un gobierno inspirado 
por una filosofía diferente —lo está— separa cuidadosa- 
mente sus diferencias y aquí proyecta sus semejanzas. 


Lo que está en tela de juicio no es la pretensión de 
hacer un Presupuesto desmesurado que desate una in- 
flación incontenida y negativa; de lo que se trata es de 
distribuir de modo más justo esos criterios que multi- 
plican “ad infinitum” las cargas sobre el pueblo. Cuan- 
do se trata de las intendencias que responden al partido 
de gobierno, pensemos cuánto se pagaba de impuestos 
hace dos o tres años y cuánto se paga ahora en Mon- 
tevideo. 


¿Qué está pasando, por ejemplo en Canelones con los 
impuestos municipales? Esto, por una parte. Pero cuan- 
do se trata de los hospitales, de las escuelas y de la jus- 
ticia, allí estamos pobres y no les podemos destinar más 
recursos. 


Esto es —y lo está documentando acabadamente, el 
señor legislador Gilberto Ríios— lo que está en la médula 
del tema que consideramos. Lo que aquí se expresa es la 
voluntad inequívoca de mantener en un país pobre un 
ejército rico y a su lado una salud, una enseñanza y 
una justicia que continúen sumidas en la miseria. 


Muchas gracias, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
legislador Gilberto Ríos. 


SEÑOR RIOS (Don Gilberto). — Señor Presidente: 
llegando al análisis de los vetos, simplemente voy a men- 
cionar tres o cuatro, porque tuvieron características muy 
especiales en su tratamiento en la Comisión y porque 
creemos que hay argumentos que permiten concluir que 
perfectamente el Poder Legislativo estaba habilitado pa- 
ra votar esas mejoras. Expreso esto, lamentando que no 
esté en Sala el señor legislador Lamas quien opinó y de- 
fendió a “rajatablas” como el mejor, a los vetos sin ha- 
ber estado nunca presente en la Comisión, sin haber co- 
nocido su trámite y sin estar al tanto de sus pormenores. 


Expreso esto, porque hay vetos que es importante 
analizar, ya que demuestran esa actitud. Donde podían 
pegarle al trabajador estatal fuera del 220 o de la Admi- 
nistración Central, le pegaban. Me refiero al artículo 376, 
que consagraba la presupuestación de los funcionarios 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Uno de los defectos más graves heredados de la dicta- 
dura fue la cantidad de funcionarios contratados y zatfra- 
les que hay en la Administración Central, los que se man- 
tenían año tras año, sin derecho a percibir beneficios so- 
ciales ni a tener una carrera administrativa además de 
pender sobre sus cabezas la espada de Damocles, o sea 
que venciera su contrato sin tener motivo de queja. 


Este es uno de los Ministerios que tiene mayor can- 
tidad de funcionarios en estas condiciones, pues tiene 
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más de 4.000. Aclaramos que los datos que manejamos 
son los que dio el propio Ministro en la Comisión. Por 
eso, junto a su reivindicación de recuperación salarial y 
cobro de los beneficios sociales pedían su seguridad en 
el trabajo, o sea, que a través de este Presupuesto el 
Parlamento como mínimo les asegurara eso. El señor Mi- 
nistro expresó que era su intención presupuestarlos por 
vía administrativa. De todas maneras, lo planteamos y 
el Parlamento, en una actitud totalmente lícita, elaboró 
un artículo consagrando por vía legislativa esa presu- 
puestación. 


Como argumentación el Poder Ejecutivo dice que se 
crean nuevos empleos y que eso carece de iniciativa del 
Poder Ejecutivo, lo que es un verso y una canción re- 
petidos. 


Si nos remitimos a las actas de la Comisión, com- 
probaremos que el señor Ministro sostuvo que en su Se- 
cretaría, la de Transporte y Obras Públicas les iba a re- 
sultar fácil regularizar la situación de los 4.500 funcio- 
narios zafrales y contratados que tenían, porque existían 
más de 5.000 vacantes de cargos presupuestados. Inclusive 
señaló que quizás tenían que suprimir algunas. De modo 
que las vacantes existían, según lo reconoció el propio 
Ministro. Lo único que hizo el Poder Legislativo fue con- 
sagrar en una norma esa presupuestación, dándoles la 
tranquilidad a esos funcionarios, no agregando un ele- 
mento más a su drama social, como puede ser la pérdida 
de su empleo en cualquier momento. 


Por estos motivos pensamos que no tiene fundamen- 
tación alguna el veto al artículo 376, porque aquí no se 
crean cargos, sino que se incorpora personal a cargos 
que ya están creados y cuyo número se sabe es suficiente. 


Pensamos que lo mínimo que puede hacer el Parla- 
mento es, interpretando el sentir de la mayoría de la po- 
blación, contemplar las situaciones creadas y solucionar 
los problemas por la vía legislativa. 


Sabido es que los argumentos dados por el Poder 
Ejecutivo respecto de los vetos son el incremento del dé- 
ficit, la inflación y la falta de iniciativa de ese Poder, 
ya sea de características jurídicas o inconstitucionales. 


Uno de los artículos vetados es el 467 que reduce en 
N$ 500:000.000 la cifra que habíamos otorgado en el 
renglón 031.331 correspondiente al Ministerio de Salud 
Pública. El veto reduce ese monto al 25%. Sin embargo, 
pensamos que la disposición no es inconstitucional, por- 
que los N$ 500:000.000 del renglón 031.331 figuraban en 
el Mensaje elevado por el Poder Ejecutivo, por lo que 
no generan inflación, ya que están financiados. Además, 
votamos esa partida teniendo en cuenta que para efec- 
tuar la racionalización de los 19.000 funcionarios del Mi- 
nisterio de Salud Pública no bastaba con el 5% y me- 
nos aún con el 5% del costo de caja. Vale decir que se 
necesitaba más dinero y entonces se lo volcamos a la ra- 
cionalización de uno de los Ministerios, el que tiene de- 
teriorada su planta física, así como su capacidad de tra- 
bajo y los servicios que tiene a su cargo, además, de 
que estén sumergidos en una forma calamitosa los sala- 
rios de sus funcionarios. Existe un reconocimiento de es- 
ta situación por parte del propio Poder Ejecutivo, el que, 
luego de diversas instancias producto de luchas gremia- 
les, les votó partidas especiales. 


Nosotros pensamos que ese artículo no es inconstitu- 
cional, porque el gasto está financiado y existió iniciativa 
del Poder Ejecutivo. Lo que sucede es que como se va a 
destinar a sueldos, se lo veta. Lo que buscábamos al vol- 
car esos N$ 500:000.000 a la racionalización de los fun- 
cionarios de Salud Pública, no era mejorar el estado ca- 
lamitoso de la atención que se brinda, sino que se pu- 
diera retener al personal necesario para cubrir los servi- 
cios de enfermería. Permanentemente escuchamos quejas 
respecto a la imposibilidad de planificar tareas en virtud 
de que los funcionarios sólo permanecen dos o tres me- 
ses en el Ministerio, porque la diferencia tan pronuncia- 
da de los salarios hace que prefieran trabajar en el sec- 
tor privado. De modo que esta dificultad se agrega a las 
ya existentes en la infraestructura. Quiere decir que ni 
siquiéra podemos contar con el material humano indis- 
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pensable para cumplir cualquier objetivo programático 
que as a revertir el estado de la salud de nuestro 
pueblo. 


Sin embargo, en el Presupuesto del Ministerio. del 
Interior se incluye una partida específica para pagar los 
sueldos de un cierto número de personal técnico y para- 
técnico para cuando funcione el Hospital Policial, ya que 
en este momento, según lo señaló el propio Ministro, 
sólo se está brindando atención en las policlínicas. 


Nos preocupamos por hacer las cuentas, pero, ade: 
más, leímos la versión taquigráfica de la Comisión del 
Senado y advertimos que el cálculo realizado por el Mi- 
nisterio del Interior, que avaló el Poder Ejecutivo para 
fijar ese monto, se efectuó sobre la base de los sueldos 
que se pagan en la actividad privada. Es decir que la 
partida se fijó teniendo en cuenta lo que Sana un médico 
o una enfermera que presta servicio en una mutualista. 
Resulta que para fijar las partidas de sueldos para el per- 
sonal técnico y paratécnico del futuro Hospital Policial, 
se tomó como referencia el salario de la actividad priva- 
da, pero no es así en el caso del Ministerio de Salud Pú- 
blica, con el agravante de que luego de grandes esfuer- 
zos pudimos obtener los N$ 500:000.000 para volcar a 
ese Ministerio, con la anuencia del propio señor Ministro 
y, a pesar de ello, vino el veto. Este no se debe a que 
fuese inconstitucional, ni por falta de iniciativa privativa 
del Poder Ejecutivo, ni por crear inflación, porque está 
financiado. Entonces, señalo que es por conveniencia, por 
una política económica salarial determinada y con un 
ajuste muy claro a ciertos acuerdos que se llevaron a 
cabo a espaldas del país. 


Sobre el tema de los proventos ya se ha hablado al- 
go. Existen varios vetos que impiden que ciertos organis- 
mos utilicen el 100 % de los recursos extrapresupuestales 
para resolver, desde problemas de salarios hasta el pro- 
pio funcionamiento de ciertas oficinas de la Administra.- 
ción Pública. Con relación a esto, queremos hacer una 
precisión con respecto a los proventos del Ministerio de 
Defensa Nacional, desde que es responsabilidad directa 
del Eee Ejecutivo informar a este Cuerpo a cuánto as- 
cienden. 


Tenemos en nuestro poder datos sobre el financia- 
miento de las inversiones que va a realizar el Ministerio 
de Defensa Nacional en su próxima etapa. En ellos cons- 
tan N$ 1.626:000.000 por proventos. Hemos efectuado 
innumerables pedidos de informes al propio Ministerio; le 
hemos expresado directamente al Subsecretario nuestra 
preocupación en oportunidad de concurrir a la Comisión 
a efectos de conocer con exactitud las cifras reales y los 
destinos a que están afectadas. En dichos pedidos de in- 
formes hacíamos especial hincapié en cuánto recauda el 
Ministerio de Defensa Nacional por el control de la Di- 
rección General de Infraestructura Aeronáutica. Pero, ra- 
sulta que lo que hemos obtenido son negativas, evasivas 
y el Parlamento no tiene conocimiento sobre estos datos. 
Sólo contamos con información extraoficial. Seguramente, 
de todos los organismos de la Administración estatal, en 
cuanto a generar recursos extrapresupuestales, es el que 
recauda más. La suma asciende a unos U$S 14:000.000, 
y no sabemos qué destino se les da. 


Además, en este Presupuesto existe una disposición 
que permite que el Poder Ejecutivo, por la vía del de- 
creto, pueda exonerar al Ministerio de Defensa Nacional 
de volcar —como realmente debería hacerlo— el 100 % 
de los proventos a Rentas Generales. 


También tenemos los vetos a los artículos 185, 331, 
332 y 378. Todo ello tiene que ver con la voluntad que 
tuvo este Cuerpo de recomponer la estructura de este 
país. Entre esas cosas, surgía como premisa principal, por 
ejemplo, restituir a su legítimo dueño lo que es hoy la 
Imprenta del Ejército, devolver el Parque Roosevelt, la 
Tablada, la DGIA, y la Aviación Civil. Se estipulaba un 
plazo de 180 días para que el Ministerio de Defensa Na- 
cional restituyese a los organismos correspondientes los 
bienes, muebles e inmuebles que fueron confiscados du- 
rante el período de facto. 


En estos casos, la argumentación que el Poder Eje- 
cutivo da a estos vetos no es que sean inconstitucionales. 


ASAMBLEA GENERAL 


5 de Marzo de 1986 


O sea que resulta totalmente lícito que hayamos querido 
que se devolvieran todas esas cosas a sus legítimos due- 
ños. Es decir que esto no genera inflación, no es inconsti- 
tucional y no hubo necesidad de iniciativa del Poder Eje- 
cutivo. Entonces, surge la pregunta de por qué ello es 
así. Por lo tanto, aquí aparece la conveniencia; una con- 
veniencia que significa, digamos, el 70 % de los argumen- 
tos que maneja el Poder Ejecutivo para sostener estos 
vetos. Los argumentos jurídicos son muy pocos y deseo 
señalar que algunos los vamos a compartir. Deseo seña- 
lar que muchos de los argumentos no son jurídicos y sim- 
plemente demuestran que no se trata de un problema 
de inflación galopante, del sufrimiento de numerosas ta- 
milíias por la demagogia de la oposición, sino que eviden- 
cia una filosofía, una tendencia y, también, demuestra 
lo que dijo el Frente Amplio acerca de que el Presupues- 
to era continuista y de guerra. 


Pensamos que por más argumentos que se manejen 
en este debate, y se mantenga la característica de in- 
flexibilidad del Poder Ejecutivo, no se van a lograr las 
mejoras que había votado el Parlamento democrático; 
por el contrario, se va a padecer y se va a hacer realidad 
la hipótesis que habíamos señalado hace un rato. 


Si se vota lo que aprobó este Parlamento y levan- 
tamos los vetos, se dice que va a haber una gran in- 
flación con cantidad de consecuencias nefastas. 


La otra hipótesis es que si no se levantan los vetos 
habrá un drama social que comenzará mañana mismo, 
y no en el transcurso del tiempo cuando dé comienzo la 
inflación. 


Hay funcionarios de la Administración Pública que 
desde el 1% de enero están esperando que este Presu- 
puesto revierta una situación dramática producto de once 
años de dictadura y que un equipo económico y un par- 
tido de Gobierno han prolongado por un año más y, 
aparentemente, tienen intención de seguir así nada me- 
nos que por cinco años más. 


Por estas razones apelo a la voluntad del Cuerpo, 
a la sensibilidad de quien verdaderamente sienta no sólo 
con un sentido programático lo que debe ser la salud, 
la enseñanza y la función que debe desempeñar el apa- 
rato estatal en aras del desarrollo, lo que debe ser un 
país después de todo lo que sufrió golpeado por la dicta- 
dura que surge y reconquista la democracia en base a 
la unidad de todas las fuerzas políticas y sociales. Hay 
un compromiso de mantener esa unidad a fin de restañar 
las heridas, pero también para encontrar las soluciones, 


En ese aspecto el Frente Amplio es claro y por eso 
estamos en el acuerdo nacional. Por esto mismo debe- 
mos hacer estas apreciaciones y apelamos a la sensibilidad 
Gel Cuerpo pensando que, en definitiva, hay dos hipótesis. 
Una se halla basada en una conveniencia, mientras que 
la otra lo está en algo distinto. 


Esta situación puede hacerse realidad a partir del 
día de mañana con toda la repercusión que ello significa, 
y este Cuerpo €s el único que tiene la llave para resolver 
la situación positivamente, en forma más constructiva y 
que, inclusive, se acompase a esa voluntad expresada por 
todos los partidos politicos sin excepción, para encontrar 
acuerdos en ciertas áreas, donde sin explicación ni argu- 
mentos se excluye la temática del presupuesto. 


Muchas gracias. 


5) OLOF PALME 
Homenaje a su memoria 


SEÑOR PRESIDENTE. — Han llegado a la Mesa dos 
mociones de orden. Una, firmada por el señor legislador 
García Costa en el sentido de que la Asamblea General 
pase a cuarto intermedio hasta el jueves 6 a las 17 horas. 
La otra, suscrita por los señores legisladores Hugo Bata" 
lla, Américo Ricaldoni, Eduardo Paz Aguirre, Alberto Zu- 
marán, Carlos Julio Pereyra y Julio E. Daverede, en el 
sentido de convocar a la Asamblea General también para 


5 de Marzo de 1986 


el día jueves 6, a la hora 16, a fin de rendir homenaje 
al extinto Primer Ministro de Suecia, señor Olof Palme. 


La Mesa se permite sugerir un complemento para 
esta segunda moción ya que si queremos continuar con 
la consideración de los vetos interpuestos por el Poder 
Ejecutivo, deberíamos limitar las intervenciones a un ora- 
dor por Partido y el tiempo, a quince minutos por le- 
gislador. n 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
otro procedimiento puede ser fijar la sesión de homenaje 
al Primer Ministro de Suecia, señor Olof Palme, una 
hora antes de lo propuesto o, de lo contrario, fijar el 
cuarto intermedio para inmediatamente después de fina- 
lizada dicha sesión. De esa manera no alteraríamos el 
orden de nuestro trabajo y, a la vez, no impediríamos 
hacer uso de la palabra a quienes sentimos la necesidad 
de expresar nuestro homenaje, aunque podamos trasgre- 
dir la limitación de un orador por lema, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra se va a votar la moción presentada a fin de 
convocar a la Asamblea General para el día jueves 6 
a la hora 16, con el fin de rendir homenaje a la me- 
moria del extinto Primer Ministro de Suecia, señor Olof 
Palme. 


(Se vota:) 
—107 en 107. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR PRESIDENTE. — En segundo término, si no 
se hace uso de la palabra se va a votar si se pasa a 
cuarto intermedio hasta el día de mañana a la hora 17, 
para continuar con la consideración de los vetos inter- 
puestos al Presupuesto. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presiden- 
te: insisto en la solicitud que he formulado a los señores 
legisladores firmantes de la moción a fin de que acepten 
modificarla en el sentido de que la continuación de esta 
sesión se realice inmediatamente después de terminada 
la anterior. Si los señores legisladores mocionantes acce- 
den a esta modificación podríamos votarla en estos 
términos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa consideró la mo- 
ción del señor legislador Rodríguez Camusso como una 
tercera, e iba a ponerla a votación a continuación de 
las dos ya presentadas. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Pido excusas a 
los señores legisladores pero quiero dejar constancia de 
que cuando esta moción fue presentada, seguramente no 
se tuvo en cuenta que se iba a presentar la anterior. 
Si se vota en los términos ya expresados significa que 
al llegar la hora 17, si algún señor legislador está en 
uso de la palabra, tendrá que interrumpir el discurso 
para pasar a la sesión siguiente. En todo caso, se podría 
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pasar esta sesión a cuarto intermedio hasta que termine 
la sesión anterior. Parece un procedimiento engorroso e 
innecesario, pero la primera sesión podrá terminar alre- 
dedor de la hora 17 y 30. Por esa razón insisto en que 
se vote negativamente la moción que fija la hora 17 
para continuar con esta sesión. Esto se hace €n el enten- 
dido de que votaríamos afirmativamente la moción de 
cuarto intermedio hasta inmediatamente después de que 
termine la sesión de homenaje. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Hay una práctica que se 
lleva a cabo por los Parlamentos más viejos del mundo 
como, por ejemplo, el Parlamento inglés, y que es desig- 
nar un orador por partido y realizar una sesión de home- 
naje de una hora de duración. Sin embargo, parecería 
que en una hora nosotros no podemos hacer nada. 


SENOR SANTORO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR SANTORO. — Señor Presidente: estimamos 
que esta discusión es inconducente y que este Cuerpo 
pasó a cuarto intermedio desde el momento en que se 
votó la moción correspondiente. 


SEÑOR MORELLI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR MORELLI. — Entiendo que si bien la Mesa 
puso la moción a votación, el resultado no se proclamó 
y. por lo tanto, no se pasó a cuarto intermedio. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Mesa entiende lo mismo. 
Lo que se votó fue la moción de sesionar el día de ma- 
ñana para rendir homenaje al Primer Ministro de Suecia. 
La moción del señor legislador García Costa, no fue puesta 
a votación y, por lo tanto, no se proclamó el resultado. 


Se va a votar la segunda moción presentada, en el 
sentido de que la Asamblea General pase a cuarto in- 
termedio hasta el día de mañana a la hora 17 para Con- 
tinuar el tratamiento de los vetos interpuestos por el 
Poder Ejecutivo al proyecto de ley de Presupuesto. 


(Se vota:) 
—86 en 112. Afirmativa. 


La Asamblea General pasa a cuarto intermedio hasta 
mañana a la hora 17. 


(Así se hace a la hora 23 y 51 minutos.) 
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